COLECTIVOS LGTBI, ACCESO A DERECHOS Y “MATRIMONIO IGUALITARIO”: Avances, tensiones, desafíos
PRÓLOGO
1. Palabras iniciales
En la Argentina y en el mundo, gran parte de la militancia LGTBI
 ha abrazado, no sin inconvenientes, estrategias de cambio legal a efectos de mejorar su situación, revertir las asimetrías existentes y caminar hacia una sociedad con índices más elevados de justicia. Como pretendo mostrar a lo largo de este trabajo, la relación entre el activismo LGTBI y el derecho es estrecha, en tanto éste incide en la configuración del orden social y en nuestras vivencias personales e interpersonales. 

Esta relación no es privativa de los movimientos de diversidad sexual, sino que es tributaria de la acción organizada de otros movimientos sociales y de una historia de lucha por el acceso a mejores condiciones de ejercicio de la ciudadanía. Por su parte, se inserta en sistemas que reservan al “derecho” -complejo entramado de normas, prácticas y sentidos- un lugar privilegiado, como matriz de regulación material y simbólica. 

En la Argentina, la última década ha estado especialmente marcada por numerosas discusiones jurídicas y por algunos avances, aunque muchos reclamos se despliegan hace más de cuarenta años. En ese tiempo, los desarrollos han tenido lugar tanto en el plano local como internacional. El reconocimiento de las personas y colectivos LGTBI, así como de sus formas de asociación familiar y unitiva, son parte de las agendas de democratización y derechos humanos en una mayor cantidad de países, si bien la evolución es todavía incipiente, errática y dispar. 

2. Aclaraciones previas y necesarias 
Este trabajo intenta identificar muchas de las discusiones jurídicas y avances mencionados, reconociendo por supuesto que el activismo de la diversidad sexual no se limita a ellos. Son varias las aclaraciones que me gustaría realizar respecto de este esfuerzo. 

La primera, que utilizo aquí un punto de vista comprometido con los sucesos que se analizan, en tanto hace varios años participo de espacios de trabajo y militancia relacionados con el campo de la diversidad sexual, los derechos humanos y la lucha contra la discriminación (se adjunta CV.). Esta participación e intercambio crítico, sin dudas ha enriquecido mi mirada de una manera que me es imposible describir aquí. Baste decir que en esos años tuve la fortuna de conocer a numerosas personas que entregan su tiempo, su mente y su fuerza a la praxis social, académica y política. Asimismo, he intervenido específicamente en discusiones y acciones alrededor de la reforma de “matrimonio igualitario”, cuyo proceso he seguido con sumo detenimiento y analizo en la parte central de este trabajo. 

Entiendo necesario realizar estas aclaraciones para explicitar desde qué lugar se está escribiendo y sincerar la estrategia metodológica de abordaje. Como todo punto de vista, no sólo está abierto a la crítica sino que se construye como tal a partir de ella. Lo que sigue es entonces un ejercicio complejo, comprometido e influenciado por mi intervención en los debates del campo de la sexualidad, aún cuando ensaye cierta distancia para un análisis más abarcador y reflexivo. Por otra parte, también se nutre a partir del diálogo con otra participante directa, mi Directora de Tesis, que desde su lugar de feminista y legisladora nacional, ha colaborado de manera muy intensa con mi proceso de pensamiento. 

La segunda, que no es mi intención agotar aquí el tema, ni trabajarlo de forma exhaustiva, empresa que considero irrealizable atento al carácter mutante de las demandas, a su dinamismo particular y al escaso tiempo transcurrido respecto de muchos de los sucesos que se reseñan. Este trabajo se termina de escribir durante los últimos días de marzo de 2012, en medio de no pocas novedades relacionadas con la materia abordada, que lamentablemente apenas si alcanzo a incorporar aquí por razones de tiempo y espacio
.

La tercera, que si bien el eje se pone en distintas formas de intervención legal y en la relación con el derecho, no todas las estrategias de transformación social transitan ese camino. El recorte responde a mi campo de experiencia y de conocimiento, no a la creencia que deban privilegiarse ciertas mecánicas de incidencia en sustitución de otras. En sentido similar, no creo que sea posible derivar de este escrito conclusiones trasladables de manera automática a cualquier realidad, sin atender a las particularidades de los contextos específicos, las temporalidades, los diseños institucionales y la dinámicas de relación de los actores políticos y sociales. Si bien la transmisión de experiencias y conocimientos puede resultar una herramienta fundamental, de ello no se deriva algún tipo receta ajustable a todo tiempo y espacio.

La cuarta, que no es mi intención presentar a los colectivos LGTBI como homogéneos, ni negar o desconocer las múltiples y tirantes diferencias que coexisten en su interior, en los planos ideológico, político y estratégico, entre otros. La Argentina suele marcarse como un país paradigmático de tales diferencias, en parte derivadas de una biografía política bien desarrollada, fecunda y con distintos relatos en competencia. Sin embargo, también cabe decir, muchas diferencias suelen ser reconfiguradas y/o relegadas a la hora de discutir políticamente en contextos de opresión, de fuerte polarización y con actores asimétricamente posicionados, lo que habilita un enfoque dual de análisis, que apueste tanto a la uniones como a las divisiones que habitan dentro del campo LGTBI. 

La quinta, que los avances en ocasiones se muestran ambivalentes y conviven en tensión con una serie de retos, dificultades y desafíos, que espero explicitar adecuadamente.

3. Agradecimientos
Para concluir, van mis agradecimientos e infinita gratitud a quiénes me dieron lugar en estos debates y me permitieron participar activamente de ellos
. Activistas feministas y de la diversidad sexual, que ampliaron desde el acuerdo y el desacuerdo los estrechos límites de mi cosmovisión del mundo y de mis ámbitos de ocupación. Que me inclinaron, lo sepan o no, a volver a mis intereses y a redefinirlos de una forma más amplia, más igualitaria y más justa, prestando adecuada atención al orden de géneros que atraviesa a todas las relaciones sociales. 

No pretendo hacer honor aquí a la multiplicidad de experiencias posibles, tanto personales como políticas. No es ese el objetivo, ni podría serlo. El objetivo es pensar cómo ampliar los marcos para que la heterogeneidad se haga pública, forme parte del paisaje democrático y enriquezca a un movimiento que hace algunos años sacó a las sexualidades del ámbito más íntimo de la construcción personal y las politizó con el objeto de parar abusos, recuperar experiencias, revertir desigualdades y transformar para siempre el mundo que conocíamos.

INTRODUCCIÓN
1. Aspectos centrales y objetivos 
En horas de la madrugada, el día 15 de julio de 2010 se sancionó la Ley Nº 26.618, posicionando a la Argentina dentro del conjunto de países que cuenta con un régimen matrimonial abierto a parejas con independencia de la identidad sexual, de género o de la orientación sexual de sus integrantes. 

En mi opinión, este paso histórico se inserta y explica dentro de un contexto mucho más amplio, que marca las no siempre cómodas relaciones entre los colectivos de la diversidad sexual, el derecho y las instituciones estatales. Buena parte del activismo LGTBI ha dirigido sus miradas al campo legal como uno de los ámbitos de intervención posible, destacando en sus reivindicaciones tanto una esfera material (acceso a derechos, a condiciones socio-económicas justas) como simbólica (acceso a nuevas y valiosas representaciones culturales sobre las sexualidades). Estas formas de intervención ofrecen un rico y complejo material para el estudio.

El objetivo principal de la Tesis es ofrecer una narrativa descriptiva y a la vez crítica de los procesos de visibilidad, politización y gestión institucional de las agendas y reivindicaciones LGTBI en relación con el derecho, para detener luego el análisis específico en los debates, avances, tensiones y desafíos alrededor de la reforma de “matrimonio igualitario” (Ley Nº 26.618), que hace parte constitutiva de los reclamos por regímenes de reconocimiento familiar enarbolados en este país y en el mundo. La Tesis finaliza, a su vez, con algunas proyecciones de cara al futuro, derivadas del análisis más profundo de las demandas que los colectivos LGTBI han dirigido al derecho y a las instituciones.

2. Justificación 
En contextos de persistentes formas de violencia y discriminación contra expresiones de la diversidad sexual, la justificación general de esta Tesis radica en la necesidad de explorar de cerca el rol del derecho en el activismo de grupos oprimidos y en sus estrategias de transformación social en el país. Es innegable que el derecho ha jugado un rol importante en la cristalización y perpetuación del sistema de jerarquías y, en significativas oportunidades, ha sido el soporte ideológico -explícito o implícito- de muchas violencias y discriminaciones, no sólo frente a los colectivos que son objeto de preocupación aquí. No obstante, estos colectivos a menudo se enfrentan a una disyuntiva interesante en términos analíticos: ¿pueden confiar en el derecho para revertir las situaciones desventajosas para las cuáles el derecho ha operado? Si es así, ¿con qué posibilidades y límites?
Estas preguntas marcan las relaciones del activismo LGTBI, el derecho y las instituciones. A su vez, guían la evolución de este escrito, cuya contribución principal es mostrar el modo en que se dan algunas de estas relaciones en la Argentina, pasando revista por las exigencias hegemónicas que, con suerte diversa, han dirigido los colectivos LGTBI al ámbito legal. 

Por otra parte, este trabajo pretende reconocer una serie de aportes anteriores a este campo de debate, y sumar a ellos mediante un enfoque que conecte distintos espacios temporales y disciplinares. 

Finalmente, es también mi intención recuperar una serie de miradas menos difundidas en la discusión pública, de forma tal de añadir nuevos elementos que permitan extender los marcos de reflexión crítica.

3. Estrategia metodológica y estructura 
El presente trabajo utiliza como estrategia metodológica el estudio del caso “matrimonio igualitario” en la Argentina, articulando aportes que se han hecho desde las ciencias sociales, políticas y jurídicas, dentro de una narrativa que los pone en diálogo e interacción recíproca, evidenciando de forma situada la complejidad de los fenómenos de interacción política LGTBI con el derecho y las instituciones. Extiendo, asimismo, el análisis hacia una serie de tensiones y desafíos persistentes.

Esta Tesis se divide en cinco secciones. 

La primera anticipa presupuestos teóricos que se desarrollan en mayor medida en las secciones posteriores, para explicitar algunas premisas de las cuales se parte: una forma posible de conceptualizar la violencia y la discriminación existentes contra personas y colectivos LGTBI, de comprender más acabadamente su movilización política y de explicar porqué el derecho se convierte en vara de reconocimiento y se instituye como eje de intervención privilegiado en muchos contextos. Entiendo que esta manera de iniciar puede facilitar la lectura posterior y evitar reiteraciones innecesarias.

La segunda expone un sucinto repaso de debates y avances de las agendas LGTBI en el campo jurídico de nuestro país. Así, me centro principalmente en la revisión de literatura sobre procesos locales intensificados en las últimas décadas, que se han gestionado institucionalmente en esferas legislativas, administrativas y judiciales. Intento a su vez vincular estos debates y avances progresivos en el terreno legal con los movimientos sociales y políticos que los impulsaron, para recuperar su rol en las transformaciones y para demostrar que hacen parte de políticas más amplias de visibilidad y de reconocimiento. 

La tercera y la cuarta, constituyen el cuerpo central de este trabajo. Se detienen en la reciente reforma de “matrimonio  igualitario” en nuestro país, en tanto fue consecuencia de dinámicas paradigmáticas de movilización del derecho y, a su vez, representa el ejemplo más cercano de las conquistas LGTBI en la arena de la legislación. Para el desarrollo de estas secciones retomo algunos escritos previos de mi autoría
, realizados en el marco de esta Tesis y enfocados en el análisis del matrimonio como espacio simbólico y material a conquistar por las exigencias del campo de la diversidad sexual. Asimismo, reconstruyo los debates alrededor de esta institución, que se han dado tanto al “exterior” como al “interior” de los colectivos LGTBI.  

Por otro lado, me detengo también en estas secciones en las posibilidades que abre la reforma civil, así como en los potenciales obstáculos institucionales y sociales que las sexualidades no normativas podrían enfrentar a la hora de acceder a sus derechos formales. A la par, defiendo la necesidad de ampliar los marcos futuros de reflexión crítica, teniendo en cuenta la existencia de variadas formas de arreglo familiar que exceden tanto al matrimonio como a los grupos de diversidad sexual. 

La quinta sección, a modo de conclusiones, plantea desafíos más abarcadores para las agendas de transformación LGTBI, que se derivan en parte de las estrategias que han sido privilegiadas. Estos desafíos no son necesariamente novedosos en la discusión teórica, pero su abordaje en el espacio público y político se encuentra menos desarrollado. De todos modos, los desafíos se plantearán más como preguntas abiertas que como clausuras, de cara a reformular las relaciones entre los colectivos de la diversidad sexual, el derecho y las instituciones.

Como se verá en detalle al comienzo de cada una de las secciones, me sirvo en esta Tesis de numerosas y variadas fuentes, que incluyen textos académicos, desarrollos de representativas autorías, estudios de caso, sentencias judiciales, leyes y antecedentes normativos, informes de situación, crónicas periodísticas y material de archivo. Es posible observar a lo largo de las páginas una profunda recopilación y sistematización de bibliografía, que da sustento a las afirmaciones aquí defendidas. Por otra parte, tal como fuera adelantado en el Prólogo, se acompañan de mi propia experiencia como participante de este ámbito de discusión e intervención, que informa y moldea los desarrollos aquí presentados.
PRIMERA SECCIÓN: Violencia, discriminación y derecho 
“Desde la perspectiva de los minorizados, el discurso del derecho, siempre entendido como un eficaz sistema de nombres en permanente expansión, tiene el poder de agitación, el carácter de propaganda, aún apuntando en la dirección de lo que todavía no existe, que no es aún posible adquirir, en la vida social” (Segato, 2003a, p. 16).
En mayor o menor medida, todas las democracias consolidadas alrededor del globo continúan maltratando a los colectivos LGTBI, impidiéndoles participar en términos paritarios de la construcción de la comunidad que habitan
. No son reconocidos por ellas, su acceso a derechos es restringido y son cotidianamente desvalorizados en términos culturales y simbólicos. Las escalas de valoración existentes no les reservan un lugar privilegiado. Lamentablemente, como señala Gómez (s./f.), “[a]quellos que tienen el poder de asignar valores suelen situarse a sí mismos en el extremo dominante de ese escalafón y usan su poder para “jerarquizar los cuerpos”; al hacerlo, determinan el carácter relacional de cada identidad” (p. 1, citas omitidas)
.

Estos procesos de construcción de jerarquías sociales se traducen en formas de violencia y discriminación que impactan con particular brutalidad en las personas y colectivos LGTBI, o en quiénes son percibidos como tales. Incluso miradas a menudo enfrentadas dentro del propio campo de la diversidad sexual tienden a aunarse en un diagnóstico que pone de resalto este maltrato, más allá de diferenciarse a la hora de analizar sus causas y las estrategias requeridas para revertirlo
. 

Para transformar estas realidades conflictivas, el activismo de la diversidad sexual ha ensayado estrategias críticas centradas en la identificación y exposición de los ejercicios de poder que residen en los procesos históricos de construcción de diferencias y jerarquías. El derecho no ha sido ajeno a estos procesos, y en tanto soporte ideológico productor/reproductor de ellas es centralmente interpelado por los colectivos LGTBI, en ocasiones como reacción defensiva a lo que éste establece, en ocasiones como denuncia de la invisibilidad que su supuesta neutralidad y ecuanimidad encierran, en ocasiones como instrumento de acción positiva y emancipadora.

A continuación desarrollo con mayor detalle estas afirmaciones, a modo de introducción a las secciones subsiguientes. Es mi objetivo mostrar el sentido general (ni “natural”, ni “inmutable”) que tiene la resistencia política tras el acrónimo “LGTBI”, las variadas formas de violencia y discriminación que enfrentan y el rol que el derecho adquiere en tanto estrategia de intervención sobre las realidades que les afectan.

1. Acción política, normas sexuales y heterosexualidad obligatoria 
La difícil convivencia de los grupos que conforman el acrónimo “LGTBI”, tiende a sostenerse en el espacio público a partir de un adversario común: la institucionalización de una sexualidad normativa como patrón de hábitos y sentidos. Ello, aún cuando la existencia de dicho adversario genera efectos diversos en cada uno de los grupos
 y hacia su interior, según el contexto del cual se trate
.  
Al decir de Gómez (s./f.), “…habitamos en sociedades caracterizadas por la “heterosexualidad obligatoria” y actuamos y vivimos como si la construcción binaria del mundo fuera natural y universal en lugar de contingente y socialmente construida” (p. 1, citas omitidas). Con auxilio de representativas autoras como Adrienne Rich, Judith Butler y Monique Wittig, Gómez (2008) designa a la “heterosexualidad obligatoria” como un régimen político, “…que hace énfasis en aspectos normativos, culturales y políticos incompatibles con sexualidades no normativas” (p. 2 y nota al pie Nº 12).

En el ámbito local, Moreno (2008) habla de “heteronormatividad” para referir a “…la institucionalización de la heterosexualidad como categoría universal, coherente, natural y estable, que funciona como patrón de prácticas y sentidos sexuales, relaciones afectivas y modos de ser y estar en el mundo” (p. 217) a la par que “…nos permite dar cuenta de la construcción de normas, hábitos e instituciones que privilegian la heterosexualidad y devalúan las prácticas no heterosexuales y a quienes las realizan” (pp. 217-218). En sentido similar se pronuncian autores como Pecheny y De la Dehesa (2010)
.

Así, estas normas sexuales operan de formas complejas, se imponen como obligatorias, se eximen a sí mismas de justificación y subsisten gracias a la labor voluntaria e involuntaria de los actores sociales e institucionales, incluso cuando muchos de ellos reaccionen enérgicamente frente a sus expresiones más crudas. Sólo asignan sentido y valor a prácticas, conductas, hábitos, símbolos, identidades y corporalidades alineados con un parámetro heterosexual y masculino, erigiendo así una sexualidad normativa, diferenciada y jerarquizada frente al vasto y expansivo conjunto de vivencias imaginables. Como otros regimenes de dominación -típicamente, el sexismo y el racismo- cruzan las experiencias de toda comunidad política y de sus integrantes -víctimas incluidas
- de formas más o menos perceptibles, convirtiendo a quienes se apartan de ellas en blancos de violencia y discriminación (Gómez, s./f., p. 1). 

2. Acción política y panorama general de la violencia
Las discriminaciones y violencias que se presentan en estos sistemas pueden ser muchas y variadas, “…verbales, físicas, derivadas de la humillación, de la sobre-exposición o de la invisibilidad…” (Gómez, 2008, p. 90), entre otras. A la par, pueden tener lugar en distintos ámbitos, incluyendo aquellos idealizados como “las familias”. De hecho, son frecuentes las afirmaciones que señalan que mientras otras comunidades desaventajadas encuentran en sus ámbitos familiares un refugio a violencias de los espacios “públicos”, la comunidad LGTBI usualmente encuentra allí severas formas de maltrato. Diversos estudios relevados en este trabajo registran procesos de expulsión de personas LGTBI de sus propias familias, incluso a muy temprana edad. 

Asimismo, en tanto operan en un marco social, 

[l]as violencias que se ejercen sobre ciertos cuerpos por ser lo que son tienen la particularidad de desbordar el aspecto individual del gesto y de volverse expresivas, es decir, adquieren el carácter de mensaje, un mensaje que aterroriza a todos los que se sienten o pueden ser percibidos como participantes de las identificaciones del cuerpo individual herido o aniquilado (Gómez, 2008, p. 89). 

En tal sentido, no pueden ser consideradas sucesos aislados ni motivados por conductas puramente individuales, sino que se explican mejor como fenómenos insertos en una matriz social que naturaliza la devaluación y jerarquía de cuerpos, conductas y experiencias
; generando a su vez dificultades para el diagnóstico, denuncia y reparación de los daños derivados.
Por estas razones, entre otras, adquiere sentido la agencia y resistencia política de estos colectivos a través de la conflictiva cohesión en el acrónimo que los agrupa. De cierta manera, están expuestos a un conjunto de afectaciones que presentan patrones que, si bien no son idénticos
, pueden ser relacionados de maneras comparables. En la mirada dominante, aparecen como sexualidades fuera de norma, requeridas de justificación y potencialmente peligrosas. Estos “peligros”, históricamente, han sido objeto de intervención/interdicción religiosa, médica y legal (Foucault, 2003), con consecuencias que al día de hoy se encuentran plenamente vigentes.

***
Algunos ejemplos de distinto tenor ilustran este panorama general (Amnistía Internacional, 2004; Human Rights Watch, 2009; Ottoson, 2010)
. Una multiplicidad de casos en el mundo evidencia muertes, ejecuciones sumarias, abusos de autoridad, violencia extrema, violaciones sexuales, explotación y discriminación en todos los planos contra grupos de diversidad sexual, fomentada y/o tolerada por las autoridades estatales
. En palabras de un reciente estudio del Alto Comisionado de las Naciones Unidas (ONU) para los Derechos Humanos (2011): 

En todas las regiones, hay personas que sufren violencia y discriminación debido a su orientación sexual o identidad de género. En muchos casos, la sola percepción de homosexualidad o identidad transgénero pone a las personas en situación de riesgo. Las vulneraciones consisten, entre otras, en asesinatos, violaciones y agresiones físicas, torturas, detenciones arbitrarias, denegación de los derechos de reunión, expresión e información y discriminación en el empleo, la salud y la educación (párr. 3)
.

Por otra parte, sólo un año atrás se informaba que más de setenta países mantenían persecuciones en razón de la orientación sexual y que algunos de ellos incluso aplicaban la pena de muerte por este motivo (Ottoson, 2010). Las relaciones consentidas entre personas adultas del mismo sexo pueden recibir este castigo en Irán, Mauritania, Arabia Saudita, Sudán y Yemen, así como en algunas partes de Nigeria y Somalia (Ottoson, 2010, p. 4). Han sido varias las acciones internacionales desplegadas para detener la ejecución y prisión de personas y activistas en estas regiones. Tal contexto, lleva a considerar a instituciones como Amnistía Internacional, que las personas encarceladas únicamente por su orientación sexual o identidad de género -real o atribuida- son presas de conciencia, solicitando su libertad “inmediata e incondicional”
. 
Este contexto de violencia y discriminación, asimismo, motorizó algunos esfuerzos del campo internacional, cuyo silencio en la materia fue extenso y sólo tardíamente inició procesos de ampliación del lenguaje de derechos humanos como posible vehículo de intervención

. En el plano universal, la Declaración sobre Orientación Sexual e Identidad de Género presentada ante la Asamblea General de las Naciones Unidas en 2008, incluyó una agenda amplia dirigida contra la violencia y la discriminación hacia personas y colectivos LGTBI
. A ella se agrega la también reciente Resolución Nº 17/19 del Consejo de Derechos Humanos de la ONU expresando su grave preocupación respecto de estas formas de violencia y discriminación, y solicitando al Alto Comisionado de la ONU para los Derechos Humanos que encargue la realización de un estudio que las documente
. En  sentido similar pueden leerse avances en el plano interamericano, tales como las Resoluciones de la Asamblea General de la OEA Nº 2435, de 2008
; Nº 2504, de 2009
; Nº 2600, de 2010
 y Nº 2653
, de 2011, todas ellas centradas en la denuncia y preocupación por la violencia y la discriminación basadas en la orientación sexual e identidad de género que continúan al interior de los Estados
. Preocupaciones que, cabe decir, todavía contrastan con la escasa casuística que los órganos del Sistema Interamericano han producido en relación con la situación de los colectivos LGTBI

.
3. Acción política y derecho 
Contra los dispositivos de violencia y discriminación, los colectivos sociales han desplegado un enorme repertorio de acciones y estrategias, siendo parte de ese conjunto aquellas centradas en el derecho: su combate, su denuncia, su reforma. 

Estas estrategias han dividido aguas y son objeto de análisis desde diferentes disciplinas. Han adquirido la forma de lobby para la reforma legal, de acciones judiciales, de intervención en el campo de las políticas públicas. Han llamado a eliminar leyes, a modificarlas y a crearlas. Han intentado incidir en ámbitos legislativos, ejecutivos y judiciales. En el terreno internacional y local; en espacios federales y estaduales; a nivel ordinario y constitucional
.

Si bien un conjunto de estudios críticos del derecho
 desconfían de estos acercamientos y señalan las dificultades de perseguir cambios mediante el uso de instrumentos que han servido históricamente para la opresión de ciertos grupos sociales
, sus observaciones usualmente contrastan con la experiencia política de buena parte del activismo organizado
, que en mayor o menor medida ha apostado a la movilización legal frente a contextos de opresión. 

La defensa del uso del derecho para la transformación social reconoce sus límites, sus costos y su fragilidad (Cabal y Motta, 2006), pero -con mayor o menor énfasis- resalta especialmente cierta capacidad para modificar realidades materiales, representaciones simbólicas y percepciones sociales en el corto, mediano o largo plazo. Desde distintas líneas de defensa de estas miradas, el derecho puede operar como instrumento de opresión a la par que de emancipación, según contextos específicos. Ese poder del derecho
 y las ficciones que construye puede ser reciclado a favor de grupos sociales antaño perjudicados por él
, recuperando sus voces y experiencias (Segato, 2010), reflejando realidades alternativas a las que se sobreviven (Lemaitre Ripoll, 2007). 

Así, la lucha de los colectivos de la diversidad sexual por reformas legales, la acción parlamentaria, la utilización del sistema de justicia, aparecerán como opciones sujetas a distintos cálculos
, con potencialidad de generar redistribuciones materiales y simbólicas de relevancia, si hacen parte de una movilización más exhaustiva y consciente de los desafíos que el uso del derecho encierra. 
3.1. Lo material, lo simbólico, la ley
La intervención coordinada de los movimientos sociales en la arena política y la utilización de las instituciones para canalizar reclamos de derechos ha tendido a inscribirse también dentro de lógicas que entienden que resignar estos campos de acción representaría un beneficio en favor del status quo y las dinámicas de poder dominantes (Crenshaw, 2006). Como inspira una citada idea de Williams (2003), sólo quienes tienen derechos pueden darse el lujo de abandonarlos
, en tanto “[p]ara los históricamente impotentes, la concesión de derechos es símbolo de todos los aspectos de su humanidad que le han sido negados…” (p. 55). Por otra parte, también debe decirse, la intervención en estos campos de acción en ocasiones se ha presentado como forzada e inevitable. 

3.2. Lo material, lo simbólico
Siguiendo a Fraser (1997), existen dos comprensiones -analíticamente diferenciadas pero frecuentemente entrecruzadas- de la injusticia: una centrada en la injusticia socio-económica
 y otra centrada en la injusticia cultural-simbólica
, requeridas a su vez de remedios de distribución y de reconocimiento, respectivamente
. 

Sus ideas ayudan a comprender a cabalidad algunas acciones del movimiento político actual de estos colectivos en muchas sociedades occidentales, la argentina entre ellas
. De forma frecuente, sus reivindicaciones -aún con diferencias hacia su interior- reflejan pretensiones asociadas con ambos sentidos de la injusticia. De allí, entiendo que en numerosos países éstas podrían enmarcarse en los entrelazamientos de las luchas por alcanzar políticas adecuadas de “redistribución” y de “reconocimiento” (Fraser, 1997). En otras palabras, no sólo intentan poner al desnudo y revertir una matriz socioeconómica injusta -mejorando las condiciones materiales actuales y futuras de existencia-, sino también una matriz cultural que devalúa de diferentes maneras: omitiendo toda representación o bien representando de forma negativa, distorsionada y/o estereotipada a ciertos grupos sociales. 

El derecho ocupa un lugar de privilegio en la determinación de los alcances de estas formas de injusticia, lo cual lo convierte en un foco ineludible de atención. En estos términos, el campo legal ha sido impugnado por el activismo de la diversidad sexual tanto como matriz de asignación de bienes, beneficios y prestaciones materiales como de representaciones culturales y simbólicas
. Si bien en ocasiones la distinción se presenta difusa, los triunfos y fracasos del trabajo con el derecho pueden medirse en ambos sentidos. 

3.3. La ley
Trabajar con el derecho puede entonces incidir en las ecuaciones materiales y simbólicas existentes, generando consecuencias directas e indirectas de cambio social. Sostiene Segato (2010) que: 

…las leyes son la forma en que las naciones consagran, a través de los Estados, la acogida y el reconocimiento de la existencia de cada comunidad de intereses y acatan su “yo acuso” idiosincrásico y particular. Si una comunidad solidificada a partir de una identidad de intereses no es acatada por el discurso jurídico, ella concluirá naturalmente que el Estado no le otorga existencia. La ley, de esta forma, se comporta como la institución que reconoce e inscribe la silueta de cada una de las colectividades cuya vida pretende regir (pp. 132-133)
.

Sobrevuela a los reclamos legales de muchos movimientos sociales, que los estados de situación injustos validados por el derecho pueden revertirse por su intermedio y que la legitimidad del discurso jurídico
 puede operar finalmente en su favor y no en su contra, si logran inscribir sus experiencias e identidades en él (Segato, 2010). Así, luchan por su transformación, en tanto su eficacia como instrumento de opresión puede explicar también sus posibilidades como instrumento de transformación.

De tal manera, tienden a embarcarse en este complejo -y muchas veces forzoso e ineludible- ámbito de discusión, guiados por la creencia de que el reconocimiento legal tiene alguna capacidad de mejorar su estatus social y realidades materiales, movilizar políticamente sus exigencias, transformar las percepciones sociales y redefinir -en el corto, mediano o largo plazo- las correlaciones de fuerza de los sujetos en su interacción comunitaria, a través de los corrimientos simbólicos que impactan en las diferentes estructuras y ámbitos del quehacer social, como la familia, la escuela, el trabajo, las instituciones. En términos más estructurales, si “...percibimos el poder de propaganda y el potencial persuasivo de la dimensión simbólica de la ley, comprendemos que ella incide, de manera lenta y por momentos indirecta, en la moral, las costumbres y el substrato prejuicioso del que emanan las violencias…”. (Segato, 2003a, p. 16).  

Muchos de los ejemplos que se identifican en este escrito son representativos de batallas legales en múltiples espacios, cuyo objetivo se dirige a resistir, morigerar, anular o revertir las formas de maltrato que allí subsisten. Las discusiones por “matrimonio igualitario” marcan, por su importancia local y global, un punto desde el cual podrían habilitarse nuevas reflexiones a futuro. Si bien la lucha por derechos -y la utilización de las instituciones estatales a esos efectos- es objeto de evaluación crítica, marca una parte central del activismo de la diversidad sexual, como a continuación se muestra con mayor profundidad.
SEGUNDA SECCIÓN: situación, resistencia y movilización LGTBI en el contexto local 
“Durante los años sesenta y setenta, el tono de la reivindicación del movimiento homosexual fue el de la transgresión de la normalidad y del orden establecido en el lenguaje de “la liberación” sexual. En los años ochenta, la política de transgresión fue dejada de lado, transformándose en una reivindicación de “normalidad” (…) Desde fines de los noventa, vuelve a emerger una conciencia de los límites de las políticas basadas en reivindicaciones de derechos y planteadas como exigencias formuladas al Estado” (Pecheny, 2007, p. 104).

Siguiendo los ejes temáticos definidos en la sección previa, intento en la presente centrar la atención en el específico contexto argentino. Tomando material bibliográfico local, es mi objetivo reseñar brevemente el surgimiento de la acción política LGTBI en la Argentina, sus estrategias de visibilidad y las agendas que de forma prioritaria se han gestionado a través de las instituciones estatales. Esta atención más delimitada permite bajar a un terreno situado las discusiones generales anticipadas en la sección precedente, así como desagregar en mayor medida el acrónimo “LGTBI” y rescatar de esta forma algunas experiencias políticas específicas del activismo de los grupos que lo componen.
1. Surgimiento de la acción política LGTBI y las estrategias de visibilidad en la Argentina
El combate contra la represión y la violencia ejercidas desde la sociedad y las instituciones hacia las personas y colectivos LGTBI ha sido uno de los ejes transversales de las reivindicaciones que se han instituido durante los últimos cuarenta años en nuestro país
. 

Con posterioridad a la última dictadura militar sufrida
, el retorno de la democracia activó un nuevo proceso de liberalización de “…los discursos y las prácticas relativos a la sexualidad” (Moreno, 2008, p. 220). No obstante, la persecución en gobiernos de iure; la dificultad para organizarse
 y acceder a recursos; la difícil relación con las comunidades más organizadas de derechos humanos, feministas y de izquierda (INADI, 2005, p. 163; Moreno, 2008, pp. 229-230; Berkins, 2003, pp. 130-131); las propias diferencias hacia su interior (así como la irrupción de nuevas identidades, la disolución de las existentes, la creciente influencia de formas de ver a las sexualidades más allá de identidades fijas y estancas) y la persistencia de una matriz cultural/institucional que devalúa todo aquello que se aparta del parámetro heterosexual binario, ayudan a explicar la compleja biografía de estos colectivos, de su accionar político y de su articulación -siempre asimétrica- con las instituciones públicas y la sociedad en general. 

Sin embargo, la movilización alrededor de “políticas de la visibilidad”, tanto en el campo social como legal, ha logrado considerables acuerdos. Señala Moreno (2008) que: 

Desde principios de los años noventa las políticas de la visibilidad ocupan un lugar prioritario en la agenda del movimiento de la diversidad sexual en Argentina. A partir de ese momento, diversas organizaciones y participantes comenzaron a denunciar la falta de representaciones variadas y positivas como un problema que impacta gravemente sobre las condiciones de existencia de gays, lesbianas, travestis, transexuales, transgéneros, bisexuales e intersexuales y articularon una serie de estrategias para remediar esta situación: las políticas de visibilidad (p. 217)

. 

Estas políticas colaboraron con la producción de información que nos alerta sobre la situación particular de estos colectivos a nivel local, así como por los efectos derivados de su falta de reconocimiento en los términos en que éste se exige. Si bien no puede decirse que abunden en la Argentina los informes y estudios sobre la situación de las personas LGTBI, sí debe señalarse que al día de hoy existen comunidades más organizadas y visibles, una capacidad de transformación creciente, diversos proyectos con base popular y alianzas estrechas con algunos ámbitos académicos, principalmente de las ciencias sociales y, de forma más incipiente, jurídicos
. También existen organizaciones globales
, una coyuntura internacional más favorable
 y posibilidades de financiamiento/apoyos para las actividades de algunas agrupaciones hegemónicas dentro del activismo, así como para la investigación social. Se cuentan entonces diversas acciones de organizaciones civiles, de la academia e incluso del poder público que reflejan el panorama de las diversidades sexuales. 

Si se toma un período abarcado por los últimos cinco a diez años, a modo de ejemplos pueden señalarse informes de la Comunidad Homosexual Argentina
 (CHA) y de la Asociación de Lucha por la Identidad Travesti y Transexual (ALITT)
, entre otras.

Por su parte, en 2005 se diseñaba el citado Plan Nacional contra la Discriminación, incorporando un capítulo específico sobre “identidad sexual” que relevaba diferentes violaciones a los derechos humanos de colectivos LGTBI y establecía propuestas de política pública para avanzar en este terreno (INADI, 2005). 

En paralelo (años 2004-2005), el Grupo de Estudios sobre Sexualidades
 publicaba los resultados de diversas encuestas realizadas en el marco de la “Marcha del Orgullo LGTBI”, ofreciendo “…información detallada según tipos y grados de violencia y discriminación sufrida por gays, lesbianas, bisexuales y trans en razón de su identidad sexual y genérica en la Argentina” (Jones, Libson y Hiller, 2006, p. 23). Estos resultados abonaban la hipótesis de la violencia y la discriminación como ejes transversales y presentes en las experiencias LGTBI (CLAM, 2011) y en su acción política en el país.

De creación más reciente (2006), la Federación Argentina de Lesbianas, Gays, Bisexuales y Trans (FALGBT) también publicó informes de situación en varios campos asociados a la diversidad sexual
, a la par que tuvo un rol central en la estrategia pública que derivó en la ley de “matrimonio igualitario”
. La agrupación de acción política LESMADRES relevó situaciones que afectan prioritariamente a mujeres lesbianas y a sus familias
, mientras que otras organizaciones como 100 % Diversidad y Derechos aumentan su relevancia pública y su contacto con espacios y burocracias institucionales, locales e internacionales. 

La reseña previa es por supuesto incompleta, en tanto asistimos a procesos de proliferación de entidades -muchas de ellas, producto de escisiones más o menos conflictivas de organizaciones preexistentes-, así como a procesos de profesionalización de sus equipos de trabajo, que se suman a la construcción de espacios político-partidarios y/o institucionales centrados en la sexualidad
. Asimismo, son variadas las formas de activismo autónomo, inorgánico y no institucional existentes. Posteriormente se irán mencionando otros actores que hacen parte de la biografía política de los colectivos LGTBI en la Argentina.

2. La centralidad de los derechos y la ley
En el ámbito local, según Pecheny y De la Dehesa (2010):

Una primera comprobación, que habría sorprendido a cualquier activista o analista unas tres décadas atrás, es la adopción como lingua franca del discurso de los derechos. Este discurso se usa tanto desde el punto de vista reivindicativo (los reclamos se plantean como “derechos a…”) como de su traducción en legislación positiva y jurisprudencia. (…) Este proceso no se da en el contexto de armonía natural que supone una visión falsamente neutral de la conflictividad política y social, incluyendo la conflictividad ligada a los órdenes jerárquicos, desiguales y a veces violentos que estructuran las relaciones generizadas y sexuales en América Latina. Por el contrario, los usos del lenguaje de derechos dan cuenta del largo proceso histórico, en curso y lejos de haber terminado, a través del cual una diversidad de actores se fueron conformando social y políticamente en pos de ciudadanizar y redefinir relaciones de género y sexuales (p. 14). 

Así, los años señalados de intensa politización
 de los reclamos de colectivos LGTBI han ido acompañados por una interpelación progresiva de los marcos legales existentes. Esta interpelación fue instrumentada a través de estrategias diversas que incluyen la acción administrativa, legislativa y judicial. Las estrategias no necesariamente han sido excluyentes, sino que en muchos casos se han impulsado de forma conjunta y con cierto grado de coordinación -sobre todo, en aquellos casos con objetivos más amplios y generales de transformación-. Un ejemplo paradigmático de esa interacción está constituido por el “matrimonio igualitario”, como se verá en la tercera y cuarta sección de este trabajo.

La mirada crítica sobre el derecho ha sido persistente en el desarrollo del activismo organizado y su articulación política
. Son varias las demandas que de ese tiempo a esta parte han intentado transformarse en realidades legales concretas, con distinta suerte. Mientras que algunas se obtuvieron (con mayores o menores costos), muchas otras siguen en lista de espera o sólo han logrado satisfacerse mediante procesos atomizados y sin alcance general; por ejemplo, intervenciones judiciales o trámites administrativos de casos concretos. 

***

Desde las proclamas de los primeros años de activismo hasta estos días, la Argentina ha robustecido su régimen constitucional a través de la incorporación de tratados internacionales de derechos humanos
, políticas especiales para el acceso a derechos de ciertos grupos
 y una comprensión formal más amplia de la autonomía y la igualdad. Ello, sumado a la ampliación de garantías para hacer valer derechos
, a la consagración expresa de herramientas judiciales útiles a tales fines y a una progresiva visibilidad del Poder Judicial como actor político-relevante. Se pueden verificar entonces distintos tipos de acciones que se relacionan con los centros de producción institucional del derecho. 

En tal sentido, se dieron relevantes discusiones legales y judiciales en aquello relacionado con la organización política de las agrupaciones LGTBI y nociones vinculadas con el “bien común” -adversario frecuente de sus reclamos-, que impactaron en las condiciones de entrada y visibilidad de estos colectivos en el espacio público.

Por su parte, también se han gestionado legal, judicial y administrativamente, con resultados muy dispares, situaciones de discriminación contra gays y lesbianas en el ámbito laboral
 (en el acceso al trabajo, en las condiciones de permanencia y frente a despidos, entre otros); en el de la salud (en el acceso a la donación de sangre, a las técnicas de reproducción asistida e inseminación artificial, a políticas apropiadas de prevención y atención de la salud integral, a tratamientos relacionados con el VIH-SIDA, entre otros
); en el de la educación y en el de las relaciones familiares (protecciones para arreglos diversos, acceso a derechos relacionados con la cobertura médica, la seguridad social
, la vivienda, la administración patrimonial, las políticas públicas, fiscales y migratorias, la filiación, la adopción, la sucesión y herencia, entre otros)
. 

Asimismo, de la mano del activismo trans se impugnaron a lo largo del país ordenamientos normativos (códigos de convivencia, contravencionales y de faltas) que criminalizan sus vivencias y validan diferentes formas de violencia policial en su contra, así como también se denunciaron las condiciones expulsivas de acceso a bienes básicos tales como la salud, la educación y el trabajo. Buena parte de la militancia travesti-transexual-transgénero y su visibilidad pública se inició a partir de los años noventa, con objeto de reclamar por sus precarias condiciones de vida, por su completa falta de acceso a derechos humanos, por un destino prioritariamente sometido a la práctica prostibularia y, especialmente, por la violencia social, institucional y de las fuerzas de seguridad sufridas. Sostiene así Fernández (2004): 

Paradójicamente, se trata de una década que encuentra a la sociedad civil argentina desmovilizada, con organizaciones sociales débiles o fracturadas. (…) La participación ciudadana en la protesta y el reclamo disminuye notablemente en estos años en los que, vinculado a gays y lesbianas, el travestismo comienza a organizarse. El primer grupo que lo hace es la Asociación de Travestis Argentinas (ATA), formada en el año 1991. Al poco tiempo, como resultado de diferencias internas, ATA se divide y quedan constituidas otras dos: Organización de Travestis y Transexuales de la República Argentina (OTTRA) y Asociación de Lucha por la Identidad Travesti y Transexual (ALITT) (p. 116)
.

La denuncia de los edictos policiales primero y de las diferentes restricciones de los códigos de convivencia posteriores (Parchuc, 2008)
, marcarían algunos primeros pasos de este activismo, de su entrada en la arena pública, de la construcción de su identidad personal y política, así como de sus prioridades (Berkins, 2003). De manera más reciente, estas comunidades han logrado progresivamente -y por diferentes vías- llevar a la arena pública los reclamos asociados con el amplio respeto a la identidad de género -y su expresión-, denunciando las normas y prácticas que impiden modificar las partidas documentales y acceder a técnicas quirúrgicas y hormonales, libremente requeridas. Cabral (2011) presenta estas reivindicaciones de manera clara y sintética:

Tradicionalmente, la articulación política de esas cuestiones se ha traducido en la denuncia pública de aquellas violaciones a los derechos humanos que castigan con frecuencia atroz a las personas y a las comunidades trans* -como su constante exclusión de los sistemas públicos de educación y salud, de empleo y vivienda, su criminalización y estigmatización, su hostigamiento, persecución, detención arbitraria, tortura y muerte. Sin embargo, y a paso sostenido, también tiene lugar otra articulación política trans*, formulada asimismo en términos de derechos humanos: aquella que coloca en el centro de la agenda política trans* el doble acceso al reconocimiento legal de la identidad de género y a las condiciones biotecnológicas capaces de expresar corporalmente -podríamos decir, de encarnar, de producir carnalmente- esa identidad (párr. 1 y 2). 

Como se señala hacia el final de este trabajo, las demandas -urgentes- de estos grupos siguen más que vigentes, en tanto en el reparto distributivo y de reconocimiento apenas si fueron favorecidos (Wayar, 2007a)

. También otras relacionadas con el movimiento intersex y la persistente denuncia de las políticas de “normalización” de los cuerpos, mediante distintas formas de intervención no consentidas
.

3. La Ciudad de Buenos Aires: un epicentro de experimentación en el diseño formal de políticas

Como se viene afirmando, los tres poderes del Estado nacional fueron caja de resonancia de muchas discusiones centradas en derechos individuales y colectivos de la diversidad sexual. No necesariamente de la forma debida y deseada, en tanto el discurso jurídico -incluso el de tinte “progresista”- establece de antemano las condiciones para el reconocimiento de quiénes acuden a él (Cabral, 2003, 2010; Viturro, 2010), que demoran más de la cuenta en transformarse
. 

Sin perjuicio de ello, en niveles más locales, la Ciudad de Buenos Aires tiende a señalarse como uno de los epicentros pioneros de la ampliación de ciudadanía LGTBI (Moreno, 2006), en tanto se ha mostrado como una unidad político-administrativa receptiva de muchos de sus reclamos, al menos en lo que a la reforma legal y a la ingeniería formal en políticas públicas se refiere. Las reivindicaciones de los colectivos LGTBI no sólo han redefinido las reglas de ciudadanía hacia el interior de la capital del país, sino también los límites y posibilidades del mismo federalismo. Otras ciudades del territorio siguieron estos primeros pasos, que deben ser leídos en su contexto. 

Así, en el año 1996 la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires se convirtió en la primera del territorio en prohibir la discriminación en razón de género y orientación sexual, dentro de un más amplio derecho a “ser diferente”
. Por otro lado, en el año 2002 sancionó la Ley de Unión Civil (LUC, Ley Nº 1.004), creando un régimen de acceso a ciertos derechos para parejas heterosexuales y no heterosexuales
, circunscrito a la ciudad y sin posibilidades de incorporar otros derechos reconocidos por nuestro sistema jurídico, tales como los de adopción y herencia
. La CABA se puso así a la vanguardia en América Latina en lo que al establecimiento de este tipo de regimenes se refiere
, aún con alcances restrictivos. Institutos similares fueron posteriormente replicados, en el marco de sus competencias, a nivel provincial en Río Negro y a nivel municipal en Villa Carlos Paz y Río Cuarto (provincia de Córdoba).

Más recientemente, la Ciudad instituyó por ley el 17 de mayo como “día de lucha contra la discriminación por orientación sexual o identidad de género” (Ley Nº 2687); se convirtió en una de las pocas en contar con un “Plan Marco de Políticas de Derechos y Diversidad Sexual” (Ley Nº 2957)
 -que lamentablemente apenas si es aplicado por el Poder Ejecutivo en la actualidad-; y amplió las condiciones de reconocimiento de identidades de género no normativas, obligando a la Administración Pública y a la Legislatura a respetar la identidad de género adoptada por travestis y transexuales que utilicen un nombre distinto al consignado en su Documento Nacional de Identidad (Ley Nº 3062
), medida que se ha ido reproduciendo en diferentes espacios nacionales, provinciales y municipales
, así como en el marco de las políticas universitarias
; entre otros avances. 

Durante el período 2009-2010 fue uno de los espacios centrales de discusión en lo referente al “matrimonio igualitario”. Sus instituciones fueron utilizadas por los colectivos organizados de la diversidad sexual como terrenos de intervención, siendo el Poder Judicial local aquél que motorizó y dio mayor visibilidad a sus exigencias en este sentido
. Es difícil entender el éxito de la estrategia por “matrimonio igualitario” sin atender, entre muchos otros factores, a la historia de activismo que reside en la Ciudad y a su relación con las instituciones locales. 
4. Epílogo: sexualidad fuera del clóset, bien común y pánico moral
Las diferentes formas de interpelación de las matrices sociales, políticas y legales decantaron más que frecuentemente en discusiones sobre los alcances del “bien común”: límite difuso de aquello que la institucionalidad debiera reconocer y de las razones para habilitar esos reconocimientos. Los argumentos que impulsaron las demandas LGTBI a menudo han debido enfrentar la apelación indiscriminada de sectores conservadores a imágenes negativas, devaluadas y estereotipadas de sexualidades no hegemónicas, así como su arbitraria vinculación con daños, males y riesgos a evitar
. Este ataque se intensificó a la par que los reclamos entraron al ámbito de discusión democrática en mayor medida, generando nuevas configuraciones de las esferas de lo privado y lo público (Hiller, 2008; Meccia, 2010)
. 

Estos años de esfuerzos marcaron la pelea por lograr que el derecho extienda y reconozca nociones más sustantivas de la autonomía personal, de la igualdad y, en definitiva, de la ciudadanía democrática al campo LGTBI. Como pretendo mostrar más acabadamente en las secciones siguientes, a estos esfuerzos se han opuesto nociones más débiles y restrictivas de los principios mencionados, así como miradas laxas y expulsivas de vaporosos bienes colectivos. Así, la “salud, seguridad y moral pública” o el “bien común”, aparecieron como obstáculos reiterados frente a la progresiva incorporación de las demandas LGTBI en la esfera pública por la vía de las expresiones artísticas, las manifestaciones ciudadanas
, la demanda de reforma legal, la aspiración de políticas públicas y el trámite judicial de sus reclamos

. Discursos legales restrictivos, muchas veces en alianza con otros como el religioso -explícito o solapado- y el de las ciencias médicas, se han enarbolado a efectos de paralizar el acceso a derechos (Vaggione, 2008). 
Uno de los resabios más conocidos de estos discursos está constituido por el -tristemente célebre- precedente sentado por la Corte Suprema de Justicia en el caso “CHA”
 (1991), en el cual por mayoría validó la decisión de la instancia administrativa de no conceder la personería jurídica pretendida por la Comunidad Homosexual Argentina. Allí, la máxima magistratura puso de relieve diferentes estereotipos y prejuicios relacionados con personas no heterosexuales, a la par que mostró una particular incomodidad por la irrupción en el espacio público de una sexualidad socialmente menospreciada, reclamando el acceso a los derechos de libertad de expresión y de asociación, así como a condiciones igualitarias de ciudadanía y de reconocimiento estatal
. 

Tuvieron que pasar 15 años para que la Corte Suprema revirtiera esos criterios y comenzara a delinear otros más cercanos a razonables exigencias de autonomía e igualdad respecto de la diversidad sexual, que sirvieron de plataforma para avances posteriores como el de “matrimonio igualitario” y para las actuales discusiones vinculadas con las leyes de identidad de género. Así, en el año 2006 dictó sentencia en el caso “ALITT”, en el cual otorgó la personería jurídica a la asociación demandante, a la par que sostuvo: 

Que el “bien común” no es una abstracción independiente de las personas o un espíritu colectivo diferente de éstas y menos aún lo que la mayoría considere “común” excluyendo a las minorías, sino que simple y sencillamente es el bien de todas las personas, las que suelen agruparse según intereses dispares, contando con que toda sociedad contemporánea es necesariamente plural, esto es, compuesta por personas con diferentes preferencias, visiones del mundo, intereses, proyectos, ideas, etc. (…) no es posible ignorar los prejuicios existentes respecto de las minorías sexuales, que reconocen antecedentes históricos universales con terribles consecuencias genocidas, basadas en ideologías racistas y falsas afirmaciones a las que no fue ajeno nuestro país, como tampoco actuales persecuciones de similar carácter en buena parte del mundo, y que han dado lugar a un creciente movimiento mundial de reclamo de derechos que hacen a la dignidad de la persona y al respeto elemental a la autonomía de la conciencia…

. 

Cambio jurisprudencial mediante, la idea que sobrevolaba la causa “CHA” y la particular relación entre derechos-bienes colectivos aún sigue determinando de manera potente los sentidos institucionales. La discusión por “matrimonio igualitario” no fue la excepción. Allí, las argumentaciones de los colectivos de la diversidad sexual debieron enfrentar líneas de razonamiento institucional emparentadas con las que fundaron los votos mayoritarios de la causa “CHA”. Presentadas de diversas formas, estuvieron detrás tanto de fallos judiciales contrarios al reclamo como de posiciones de referentes opositores. 
TERCERA SECCIÓN: El “matrimonio igualitario”
“Una lección de los movimientos por los derechos civiles del siglo XX ha sido que las Cortes están en buena posición para romper estancamientos políticos y pueden poner un tema en las agendas públicas de un Estado, pero se requiere una lucha política más grande para progresar contra las alegadas injusticias sociales”. (Eskridge, 2000, p. 210). 
Como he señalado en la sección anterior, uno de los ámbitos del derecho que se ha visto fuertemente interpelado por las demandas de los colectivos LGTBI en muchas democracias occidentales es el derecho de familia, principalmente en aquello relacionado con el reconocimiento de parejas y familias diversas. Estas demandas al Estado han causado cismas tanto hacia “el exterior” del activismo y los estudios LGTBI como hacia “su interior” (Clarke y Finlay, 2004)
. 

A continuación centro el desarrollo principal de este trabajo. Dentro de una narrativa que comienza con la presentación de la familia como problema político, paso revista por las discusiones teóricas/políticas que la agenda de “matrimonio igualitario” ha generado tanto hacia el interior del campo de la diversidad sexual como a su exterior, realizo una breve reseña de la experiencia internacional y de las instituciones que canalizaron esta agenda, y finalizo con un largo y detallado recorrido por la experiencia argentina, el posicionamiento público de la demanda y las formas en que ésta se gestionó social, legislativa, ejecutiva y judicialmente. 

A modo de estudio del caso argentino, esta Sección se pregunta alrededor de porqué, cómo y con qué resultados tramita la demanda de “matrimonio igualitario” en nuestro medio. Por su parte, no sólo pretende una narración de lo sucedido producto del seguimiento personal del proceso sino que se apoya en un trabajo de recopilación de material previo, contemporáneo y posterior a la reforma civil: literatura especializada, informes de incidencia, sentencias judiciales, proyectos legislativos, versiones taquigráficas y crónicas periodísticas, principalmente. Asimismo, tiene pretensiones más allá de lo descriptivo: se toman posiciones valorativas, se insertan discusiones teóricas y se abren preguntas de compleja respuesta.

1. La familia como problema político
Es un lugar común en el discurso jurídico, social y político considerar a la familia como una “célula básica”, a partir de la cual se constituye un complejo y sofisticado organismo social. En palabras de Maffía (2003), “[l]a afirmación de que toda sociedad es una especie de organismo que tiene una “célula básica” en la familia, es una de las concepciones más disciplinadoras y omnipresentes de la cultura” (p. 7). Por otra parte, como sostiene Spaventa (2007):

[e]l hecho de que la familia forme parte de nuestra primera e inédita experiencia, y esté asociada a lo más íntimo y privado, permite que más fácilmente se escape su carácter histórico, político, social y cultural, quedando anclada en el campo de la naturalidad (p. 251)
.

Frente al caso que nos ocupa, estas formas de disciplina que tendemos a naturalizar, son receptadas -cuando no directamente creadas- por el discurso jurídico y se vinculan mayormente con un enfoque particular sobre las sexualidades y los roles de género. Así, la única -o principal- forma familiar “válida”/“natural” (y, por ende, pasible de ser reconocida y dotada de protecciones y derechos), es aquella conformada por la unión entre una mujer y un varón, destinada a la permanencia/indisolubilidad, a la procreación, al desarrollo de la prole y a la legitimación ante los ojos del resto, preferentemente mediante una figura matrimonial más receptiva de dichas experiencias que de otras (Fígari, 2010). 

No resulta complejo entonces comprender porqué la mirada crítica sobre la estructura familiar se convirtió en uno de los focos centrales de las políticas feministas y de la diversidad sexual, aún de formas heterogéneas. En palabras de Vaggione (2008):

[u]no de los conflictos centrales de la política contemporánea, a escala nacional y transnacional, se da entre aquellos que defienden la familia como institución social única basada esencialmente en la heterosexualidad, y los que rompen con este esquema y sostienen que la familia debe ser reconocida como una realidad múltiple y diversa -las personas y parejas LGBTQ hacen parte de esa diversidad-. (pp. 13-14)

Así, las discusiones por el reconocimiento de formas familiares diversas no se dan sobre una tabla rasa, sino en el marco de sistemas que otorgan a la familia tradicional un lugar privilegiado, que refuerza normativas sexuales expulsivas
. Como se verá con posterioridad, las formas de interpelar esta matriz pueden ser variadas y de distinto alcance -así como los actores que las movilizan-. La demanda por “matrimonio igualitario” hace parte de ellas, pero de forma alguna agota las demandas de los colectivos de la diversidad sexual en este y otros terrenos (Fígari, 2010)
. 

2. Miradas transformadoras: discusiones al interior y al exterior del campo LGTBI

Como se dijo, las discusiones por las formas de reconocimiento familiar de personas LGTBI en general y por la demanda de matrimonio en particular, han generado discusiones tanto hacia “fuera” del campo de la diversidad sexual como hacia “su interior”. Unas y otras encuentran bases comunes en la existencia de un modelo familiar excluyente y en la necesidad de su transformación, pero su denuncia a estos esquemas restrictivos no es monolítica ni unívoca. 

Hacia el exterior, las discusiones son más conocidas y transitan las retóricas del prejuicio, la discriminación y el maltrato contra personas LGTBI señaladas en las primeras secciones, construyendo ciudadanías de segunda clase, poniendo en duda sus capacidades de generar utilidades sociales, conformar núcleos familiares, reproducirse y ejercer roles de cuidado y atención de niños y niñas. Muchas de ellas se repasan más adelante, a propósito de la experiencia local que las explicita.

Menos conocidas son aquellas hacia el interior del corpus teórico y político LGTBI. La literatura revisada
 muestra que los debates sobre “matrimonio igualitario” dentro del propio campo de la diversidad sexual son ricos y complejos. Se centran no sólo en debates normativos binarios alrededor de si el reconocimiento legal de las relaciones entre personas del mismo sexo es bueno o malo para los colectivos LGTBI, sino también en el desarrollo de investigaciones empíricas y localizadas sobre sus significados, operaciones y efectos (Peel y Harding, 2008; Smith, 2010). Por otra parte, suelen adquirir dinámicas particulares en coyunturas políticas específicas, como señala Butler (2007):

Ser políticos no significa sólo adoptar una “posición” única y persistente. Por ejemplo, decir que se está a favor o en contra del matrimonio gay no siempre es fácil, dado que puede ser que se quiera asegurar el derecho para aquellos que quieran hacer uso del mismo a pesar de que no se lo quiera para uno mismo, o puede ser que se quiera contrarrestar los discursos homofóbicos que se lanzan contra el matrimonio gay, pero que no se quiera estar a favor del mismo. O puede ser que se crea con firmeza que el matrimonio es la mejor opción para gays y lesbianas y se lo quiera instalar como nueva norma, una norma para el futuro. O puede ser que no sólo se esté en contra en el caso de uno mismo sino para todos, y que la tarea sea revisar la organización social de la amistad, los contactos sexuales y la comunidad para crear formas de respaldo y de unión que no se centren en el Estado, ya que el matrimonio, dado su peso histórico, se convierte en una “opción” sólo extendiéndose como una norma (y, por lo tanto, excluyendo opciones); una norma que también extiende relaciones de propiedad y hace más conservadoras las formas sociales de la sexualidad…(pp. 28-29)
. 

Pueden entonces contarse varias observaciones críticas de la relación entre el activismo LGTBI y la demanda por matrimonio, en algunos casos extensibles a otras formas de reconocimiento estatal. 

Un pionero artículo escrito por Paula Ettelbrick en 1989 -que posteriormente matizaría e incluso abandonaría en muchos aspectos
-, anticipaba muchas críticas y llamaba a mirar con sospecha el reclamo por matrimonio. En líneas generales, la autora señalaba distintos costos potenciales: (a) la posibilidad de reforzar una institución burguesa y patriarcal
 -crítica consistente con una larga tradición de literatura feminista-; (b) de aumentar el control estatal de las relaciones familiares
, trasladando a su interior diferentes sesgos y prejuicios; (c) de fortalecer la distinción entre parejas casadas y no casadas, en desmedro de estas últimas y de otras formas familiares
; (d) de cristalizar una idea de igualdad que reconoce como techo la situación de los heterosexuales, forzando a las personas no heterosexuales a sublimar sus diferencias, a “asimilarse”
; (e) de generar consecuencias que, desde una mirada “interseccional”, impacten negativamente en ciertos grupos en particular (por ejemplo, lesbianas, colectivos sujetos a discriminación racial, migrantes, etcétera
). Autores como Michael Warner (2002), así como una tradición de estudios queer que excede a los debates norteamericanos, realizan algunas observaciones emparentadas con las precedentes
. 

Asimismo, entre otras críticas frecuentes hacia el interior del campo LGTBI, pueden agregarse: (f) aquellas que temen que esta demanda opere para distinguir “buenos” ciudadanos sexuales (aquellos que se casan o proyectan/desean hacerlo) de “malos” ciudadanos sexuales (aquellos que no se casan ni proyectan/desean hacerlo)
, en tanto continúa instituyéndose como valioso sólo un modelo de familia centrado en la unión de dos personas, con miras a la estabilidad, la permanencia, la fidelidad y la monogamia (obstaculizando de tal manera la discusión de nuevos arreglos institucionales más abarcadores)
 y (g) aquellas que sugieren que esta demanda refuerza la oposición entre identidades heterosexuales y no heterosexuales, impactando en aquellas personas que no adscriben a identidades que cuadren en ese binomio
. 

Finalmente, cabe agregar algunas observaciones críticas vinculadas con dos temores adicionales, asociados con potenciales consecuencias políticas de impulsar este reclamo. El primero, que la demanda por matrimonio relegue otras demandas “más urgentes” hacia el interior del campo LGTBI, desviando atención y recursos que podrían ser mejor invertidos, creando una ilusión de “igualdad” que no es tal. El segundo, que genere como efecto no deseado procesos de “backlash”
, en contextos de fuerte polarización, con sectores opositores organizados y con gran poder de incidencia. En otras palabras, dentro de sistemas en los cuáles los avances de los colectivos LGTBI se muestran “inestables”, aumentar la presión por demandas que dividen en términos antagónicos podría no sólo afectar las posibilidades de alcanzar dichas demandas, sino también de perder aquellos derechos ya obtenidos por estos u otros colectivos.

***

Más allá de lo dicho y del continuo movimiento del debate teórico -que retomaré con posterioridad-, las estrategias hegemónicas de intervención en el ámbito público se han dinamizado dentro de las lógicas de discusión “hacia fuera”, de la mano de estrategias reformistas que han intentado minar algunos de los parámetros expulsivos de las regulaciones legales vigentes, sin necesariamente llamar a su abolición o a su revisión más profunda. 

En democracias como la de nuestro país, la preexistencia de formas legales e institucionales arraigadas y a disposición únicamente de ciertos sujetos, habilitó discursos centrados en la desigualdad y en la injusticia que encierran. Si como comunidad hemos establecido ciertas formas de regular la vida en común y el parentesco, ¿por qué ciertos sujetos quedan dentro y otros fuera? ¿Sobre qué bases se trazan las distinciones? ¿Cómo se justifican? ¿A qué responden y qué efectos generan? Esta es la típica forma que adquiere la discusión “hacia fuera”; es decir, aquella que se centra en la igualdad entre heterosexuales y no heterosexuales frente al régimen matrimonial. Las críticas más radicales han tenido un lugar secundario producto de los procesos políticos, aún cuando recuperar algunas de ellas puede resultar útil y necesario para orientar los análisis futuros
.

3. Breves notas sobre la experiencia comparada: países con “matrimonio igualitario”
Las estrategias de reconocimiento familiar de personas LGTBI han avanzado en tiempos recientes alrededor del globo. Son distintos los países que cuentan con formas más o menos ambiciosas de reconocimiento familiar, aún cuando en ninguno de ellos puede hablarse ni remotamente de una igualdad sustantiva
. De manera previa a las reformas de “matrimonio igualitario”, buena parte de los países de Europa, así como algunos de América y Oceanía, tanto a nivel federal como estadual, habían consagrado formas de protección legal para parejas no heterosexuales -uniones civiles, pactos de convivencia y/o solidaridad, contratos civiles, etcétera-, con alcances usualmente dispares y más restringidos en términos materiales y simbólicos
. En muchos otros países, reclamos de similar tenor comenzaron a emerger. Al momento de este escrito, dos decisiones judiciales de la Corte Constitucional de Colombia
 y del Tribunal Superior de Justicia de Brasil
 abrían nuevos caminos para el reconocimiento legal de parejas y familias LGTBI en América Latina. 

Mientras que muchos de estos países dieron sus primeros pasos a través del reconocimiento de derechos restringidos mediante acciones atomizadas -judiciales, administrativas- y del establecimiento de regimenes legales para parejas LGTBI diferentes al de matrimonio
, en algunos de ellos la demanda comenzó a crecer en intensidad y las formas que otrora se consideraban vanguardistas comenzaron -en tanto únicas y/o segregadas opciones disponibles- a ser cuestionadas por su precariedad material y simbólica. 

En los últimos diez años se verifica entonces un posicionamiento creciente del reclamo por matrimonio. Países como Holanda (2001), Bélgica (2003), Canadá (2005), España (2005), Sudáfrica (2006), Suecia (2009), Noruega (2009), Portugal (2010), Islandia (2010), el Distrito Federal de México (2010) y algunos Estados de EE.UU. (Massachussets, Connecticutt, Iowa, Vermont, Distrito de Columbia, New Hampshire y New York)
 han reformados sus legislaciones para abrir el régimen a las parejas sin discriminación. La Argentina (2010) forma parte de ese proceso, siendo el décimo país en el mundo si se tiene en cuenta el alcance nacional de la reforma.

Todos los procesos mencionados revelaron diferentes formas de interacción entre espacios institucionales, destacándose la labor de los poderes legislativos y judiciales. En estos términos, resulta de utilidad repasar brevemente el papel del Poder Judicial en algunas de estas experiencias, en tanto ayuda a entender mejor lo sucedido en nuestro ámbito. 

Las reformas legales de países como Canadá y Sudáfrica se generaron en parte como consecuencia de decisiones judiciales previas de altas cortes favorables a la demanda igualitaria
. La experiencia de estos países, por las distintas decisiones judiciales de las cortes de provincia en el primero
 y por la decisión de la Corte Constitucional en el segundo
, suele señalarse como un ejemplo de la incidencia del Poder Judicial en la discusión. El aparato jurisdiccional tuvo un papel relevante a efectos de forzar la intervención de los poderes políticos. La experiencia de algunos Estados norteamericanos, tales como Massachussets (2003)
, Connecticutt
 (2008) e Iowa (2009)
, también es demostrativa del rol del Poder Judicial en el activismo alrededor del “matrimonio igualitario”
. Las cortes supremas de los mencionados Estados abrieron camino al reclamo, cuestionando la constitucionalidad de las regulaciones existentes
. 

El caso del Estado de California presenta aristas de importante complejidad. Allí, la Corte Suprema local
 intervino declarando la inconstitucionalidad del régimen matrimonial vigente y habilitando de tal manera cerca de 18.000 bodas en el período que transcurrió entre el 16 de junio -fecha en la cual entró en vigor la decisión de la Corte- y el 5 de noviembre de 2008 -fecha en la cual entró en vigor su revocación por vía de enmienda constitucional-. Un referéndum que generó un enorme despliegue de comunicación de actores a favor y en contra de la ampliación matrimonial
, derivó en la conocida “Propuesta 8”, que aprobada con un 52 % de los votos enmendó la constitución californiana y retomó la definición tradicional del matrimonio entre varón y mujer. La “Propuesta 8” fue impugnada judicialmente, pero la misma Corte que había posibilitado el “matrimonio igualitario” meses atrás validó la enmienda, dejando sin embargo a salvo los 18.000 matrimonios ya realizados. En agosto de 2010, un juez federal anuló la prohibición de matrimonio establecida por la “Propuesta 8”, en el marco de un caso que si bien todavía tramita ante los estrados de la justicia federal estadounidense, recientemente fue confirmado por la Corte de Apelaciones
.

Por otra parte, la experiencia comparada no sólo nos habla de una participación del Poder Judicial anterior a las reformas legales, sino también de una posterior. Casos como el de España y el del DF-México constituyen buenos ejemplos. Aquí el “matrimonio igualitario” llegó directamente por la vía legislativa y sin una intervención judicial previa inclinando la balanza en ese sentido. No obstante, con posterioridad sus decisiones soberanas fueron cuestionadas por distintos sectores opositores ante el Poder Judicial. La Corte Suprema mexicana validó la decisión de la Legislatura del Distrito Federal
, mientras que aún se encuentra pendiente de resolución un recurso ante el Tribunal Constitucional español, presentado por el Partido Popular hace más de cinco años, luego de su derrota legislativa. 

4. La experiencia argentina
A varios años de la sanción de la Ley de Unión Civil en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (2002), las discusiones posteriores avanzaron hacia la creación de regimenes similares a la LUC en las diferentes provincias, el establecimiento de un régimen de esas características a nivel nacional
 y/o la reforma del matrimonio, reclamo que en tiempos recientes caló profundo en la agenda de acceso a derechos y culminó con la Ley Nº 26.618, de modificación del Código Civil. Como se dijo, a ello se sumaba la existencia de procesos individuales administrativos y judiciales, dirigidos a extender ciertos derechos en particular
, o bien la realización de contratos privados para asegurar cuestiones de índole patrimonial. 

Fue en los últimos años cuando se intensificó el debate público sobre el “matrimonio igualitario” en nuestro país. El mismo “nombre” del reclamo por el matrimonio fue variando de diferentes maneras durante su proceso de discusión (Fernández Valle, 2010, pp. 179-180). Así, se ha referido al tema como “matrimonio gay”
, “matrimonio entre personas del mismo, igual o idéntico sexo”
, “matrimonio LGTBI”
 (y los diferentes posicionamientos de cada letra de la sigla), “matrimonio no discriminatorio”, “matrimonio para todos y todas”, “matrimonio universal” y “matrimonio igualitario”
, entre otras denominaciones. Todas reducen en exceso -como la mayoría de los rótulos-, pero pueden reconocerse diferentes ventajas y desventajas en ellas, en tanto alternativamente llaman la atención sobre muchas aristas que se han ido incorporando al complejo debate (Fernández Valle, 2010, pp. 179-180)
. A la par ejemplifican la influencia que el encuadramiento de un problema social y político tiene en las percepciones de los distintos actores involucrados en su abordaje (y viceversa). Como vengo haciendo desde el comienzo del escrito, aquí me referiré en general a “matrimonio igualitario”, en tanto es una de las formas que mayor notoriedad alcanzó en el ámbito público, fue aquella finalmente instituida para “nombrar” la demanda, y resulta distintiva de nuestra experiencia local (Fígari, 2011)
. 
5. La estrategia y los ámbitos de intervención
El “matrimonio igualitario” se alcanza en el país como parte de una acción medianamente coordinada, centrada tanto en los aspectos materiales como simbólicos que encierra la institución. Se enmarca, como fuera reseñado en las secciones anteriores de este trabajo, dentro una historia más extensa de relación con el derecho y las burocracias estatales por parte del activismo local. Adquiere asimismo las típicas formas de discusión centradas en la igualdad entre personas heterosexuales y no heterosexuales, en relación con su dignidad, con su capacidad generar utilidades sociales, de formar pareja y conformar núcleos familiares, de reproducirse, de ejercer roles de cuidado y atención de niños y niñas.

***

En términos específicos, la estrategia fue impulsada por diferentes organizaciones LGTBI; principalmente de la mano de la Federación Argentina de Lesbianas, Gays, Bisexuales y Trans
. De manera progresiva, fue generando apoyos y alianzas entre activistas de la diversidad sexual; actores sociales y políticos -incluso religiosos
-; organismos públicos como el INADI; referentes del espectáculo y el arte; medios de comunicación
. Sus acciones constitutivas fueron variadas y estuvieron informadas por experiencias propias y foráneas
, que fueron capitalizadas en los distintos ámbitos de intervención: social, judicial, legislativo y  ejecutivo.

En el ámbito social de intervención, en razón de las distintas actividades de comunicación desarrolladas por quiénes impulsaron las estrategias, que de manera gradual fueron ampliando su base de sustento, dentro y fuera del campo LGTBI. Diversas encuestas de opinión realizadas desde el año 2007 mostraron importantes apoyos de la ciudadanía
, que permitieron posicionar públicamente el debate y cuestionar los arraigados lugares comunes que indicaban que no existía el suficiente consenso o que la sociedad “no estaba preparada para discutir” sobre el reclamo, muletillas sumamente presentes en los inicios del proceso. Por otra parte, aún cuando la demanda suscita amplios acuerdos dentro del heterogéneo campo de la diversidad sexual
, se hizo todavía más presente y logró posponer las discrepancias teóricas y políticas más profundas que previamente se señalaron
.   

En el ámbito judicial de intervención, en razón de las diferentes acciones de amparo presentadas a lo largo del país, principalmente aquellas que tramitaron ante la Justicia Nacional Civil y aquellas que lo hicieron ante la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad de Buenos Aires. Estas presentaciones marcaron una fuerte polarización entre integrantes ambas sedes, mostrándose la primera de ellas más resistente al reclamo que la segunda
. 

En el ámbito legislativo de intervención, como consecuencia de diferentes proyectos destinados a reformar las normas de matrimonio civil, de intensas actividades de cabildeo de los grupos LGTBI y de muy ásperas negociaciones entre las fuerzas políticas y hacia su interior. 

Asimismo, los niveles ejecutivos de gobierno también se transformaron en importantes ámbitos de intervención y tuvieron un rol central en la dinámica política. Las decisiones del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y de la Provincia de Buenos Aires de no apelar los fallos judiciales pro-matrimonio; la decisión de la gobernadora de Tierra del Fuego de ordenar al Registro Civil de su provincia la celebración del primer casamiento LGTBI del país y la decisión del Poder Ejecutivo Nacional de definir un apoyo público al reclamo días antes de la votación en el Senado, sin lugar a dudas adquirieron un importante rol, cuya ausencia pudo cambiar la intrincada historia. 

***

Los diferentes componentes de la estrategia pública coexistieron cronológicamente y se influenciaron mutuamente, de allí que existen remisiones recíprocas en todos los terrenos de discusión. Sentencias que refieren a las discusiones legislativas
, discusiones legislativas que refieren a las sentencias, discusiones sociales que refieren tanto a las discusiones legislativas como a las judiciales (y viceversa), acciones administrativas que quebraron inercias
. Todos los poderes institucionales se miraron entre sí, lo cual derivó en discursos más o menos homogéneos (favorables/contrarios), con independencia del espacio institucional de traducción. Cierta polarización marcó el debate y enfrentó a grupos que -desde discursos seculares y/o religiosos- difirieron respecto de cómo entender la sexualidad, la familia, la autonomía, la igualdad y la democracia. 

A continuación describo con mayor detalle la intervención en los diferentes ámbitos señalados, principalmente en el judicial y el legislativo. A la par, incorporo las discusiones centrales que dichas intervenciones suscitan en tales espacios.

6. La intervención en el ámbito judicial: de litigios, problemáticas sociales y grupos vulnerados en sus derechos
6.1. Notas iniciales
En nuestro sistema, el control y la interpretación constitucional de las normas y actos/omisiones de los poderes públicos suele quedar en última instancia en cabeza de los órganos judiciales
, lo cual genera posibilidades a la par que desafíos para la determinación del alcance de los derechos, principalmente frente a grupos vulnerados. 

Como se señalara, la movilización legal a través del uso del aparato jurisdiccional
 no es nueva para los colectivos sociales y existe toda una tradición de estudios que debate tanto alrededor de la legitimidad democrática de la intervención de las cortes
 frente a las violaciones de sus derechos como alrededor de la efectiva aptitud de éstas para producir transformaciones profundas, capaces de revertir las matrices materiales y simbólicas de distribución de poder existentes. Así, las discusiones sobre legitimidad giran alrededor de las condiciones que hacen que la intervención de la justicia pueda ser razonablemente justificada en términos democráticos, mientras que aquellas que analizan el verdadero poder de las cortes se preguntan por su efectiva capacidad de intervenir en problemas sociales estructurales, canalizar conflictos profundamente divisivos, producir decisiones estables y hacerlas valer, determinar la conducta de sus destinatarios, aumentar la movilización y el poder político de los colectivos que acuden a la justicia, cambiar las percepciones sociales respecto del tema sobre el que se debate, etcétera (Rodríguez Garavito y Rodríguez Franco, 2010)
.

Por estas razones, la intervención del sistema de justicia está cruzada por distintas complejidades, frente a las cuáles los colectivos sociales no son indiferentes. Cuándo son éstos aquellos que movilizan el aparato jurisdiccional, la decisión tiende a estar cruzada por preguntas que tienen como base a las discusiones precedentes: ¿Mejorará la intervención de la justicia la posibilidad de participar como pares en la discusión política? ¿Fortalece o debilita a la democracia? ¿Es justificable? ¿Tomará una postura favorable al reclamo? ¿Sus fallos tendrán efectos prácticos y simbólicos? ¿Servirán para modificar problemas sociales estructurales? ¿Impactarán en las percepciones sociales existentes respecto del problema que se gestiona judicialmente? ¿Generarán consecuencias negativas no deseadas y/o procesos de retroceso? ¿Movilizarán a los actores sociales o atomizarán sus reclamos políticos? (Rodríguez Garavito y Rodríguez Franco, 2010; Jaramillo y Alfonso, 2011, entre otros).

En tanto no es nueva la intervención de la justicia frente a la determinación del alcance de derechos básicos para ciertos colectivos -los de la diversidad sexual, entre ellos- y en tanto esa intervención ha sido problemática y ambivalente, las discusiones en este campo replican en un terreno más específico aquellas adelantadas en la primera sección de este trabajo, respecto de la relación entre el derecho, sus centros de producción y los grupos sociales que sufren formas estructurales de discriminación y violencia. 

La justicia aparece entonces como un terreno de intervención, que si bien ha actuado en incontables oportunidades para reforzar un status quo injusto, podría ser reconducido en beneficio de los sectores antaño afectados si hace parte de una lucha política más amplia. 
6.2. El “matrimonio igualitario” a la Justicia
Como ya fuera mencionado, la movilización del aparato de justicia alrededor del “matrimonio igualitario” no es privativa de nuestro medio. Experiencias judiciales respecto del “matrimonio igualitario” tenían un desarrollo que preexistía a nuestra experiencia local, a propósito de las mencionadas intervenciones de tribunales en EE.UU., Canadá o Sudáfrica. Por otro lado, se enmarcan dentro de una tendencia internacional más general “…hacia el protagonismo de los jueces constitucionales en la realización de derechos” (Rodríguez Garavito y Rodríguez Franco, 2010, p. 86).

6.3. Los inicios
En la Argentina, la primera acción judicial por “matrimonio igualitario” fue presentada por dos activistas lesbianas ante la Justicia Nacional Civil en 2007
. Esta presentación, siguió los lineamientos que usualmente presentan las estrategias de “litigio de impacto, estratégico y/o de interés público”
: alta publicidad del reclamo
 y explicación clara a la ciudadanía; estructura en bases constitucionales y de derechos humanos; alianza estratégica con actores sociales, jurídicos, políticos y con medios de comunicación; interacción con distintos espacios institucionales. Ello, dentro de un reclamo más amplio vinculado con los alcances de la discusión democrática, con la necesidad de incluir puntos de vista usualmente excluidos del debate público y forzar así la ocupación por parte de los poderes políticos. 

Con posterioridad y como parte de una estrategia general, fueron varias las acciones judiciales iniciadas a lo largo del país en distintos fueros, con apoyo legal de organizaciones de la diversidad sexual, a las que luego se irían sumando organizaciones históricas de derechos humanos y otras dedicadas al derecho de interés público
. Los tribunales eran así movilizados en busca de objetivos materiales y simbólicos, a la par que se estrechaban contactos formales e informales en los diferentes ámbitos de discusión política. La voz judicial emergía en sintonía con una estrategia más general de los colectivos sociales, que finalmente fue posible aprehender como herramienta de movilización en otras esferas públicas de discusión.
6.4. La impugnación y su encuadre jurídico
Centralmente, se impugnó la interpretación vigente del Código Civil, en lo principal, de los artículos 172, 188 y normas concordantes
. Así, los diferentes recursos judiciales presentados persiguieron el objetivo de torcer la voluntad de los registros civiles de no unir matrimonialmente a personas del mismo sexo, resistencia basada en la lectura dominante de la legislación civil
, a la vez fundada en ideas tradicionales respecto de la familia, el matrimonio y los roles de género. En todos ellos, los y las demandantes señalaron que la denegatoria implicaba una forma de discriminación basada en su “orientación sexual”
, que acarreaba problemas tanto materiales como simbólicos. Por su parte, fundaron su pretensión en distintas cláusulas constitucionales (artículo 16 -derecho a igualdad-, artículo 19 -derecho a la autonomía personal-; artículo 20 -derecho a contraer matrimonio-; artículo 75 inc. 22 -integración constitucional de tratados internacionales de derechos humanos-, entre otros) y en disposiciones de tratados internacionales (Convención Americana sobre Derechos Humanos, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, entre otros).

La instalación previa -histórica- del discurso de derechos
 y del rol judicial como garante de éstos, colaboró con el encuadre planteado por los grupos demandantes y permitió sortear algunas de las críticas clásicas al rol de la justicia en este tipo de causas. Como se señaló, el uso de la justicia no era nuevo para los colectivos LGTBI y, menos aún, para la discusión pública sobre el alcance de los derechos constitucionales, el sistema democrático y la ciudadanía. Las acciones se enmarcaban dentro de tradiciones locales y foráneas que vienen discutiendo el rol de los tribunales y la justificación de su intervención en cierto tipo de conflictos constitucionales.

En lo referido específicamente al tema, antecedentes de la máxima judicatura como “Sejean”
 y “ALITT”
, por razones diferentes, sentaban algunas bases jurídicas de inteligibilidad del reclamo
. El primero de ellos, en tanto antecedente de intervención judicial de la CSJN en el ámbito de la institución matrimonial, declarando inconstitucional uno de los pilares centrales de las miradas tradicionales -la indisolubilidad del vínculo
-. El segundo, como antecedente cercano de intervención de la CSJN en el respeto y garantía de los derechos de colectivos de la diversidad sexual
. Algunos de los fallos favorables emitidos con anterioridad a la reforma legal se sirvieron de dichos precedentes judiciales
.

Por otra parte, las decisiones de cortes extranjeras estadounidenses, canadienses y sudafricanas también ofrecieron bases jurídicas de inteligibilidad, a la par que animaron a algunos tribunales locales a tomar partido en la disputa. Las acciones judiciales fueron acompañadas por alusiones a estos antecedentes judiciales, a los que se sumaron posicionamientos públicos de profesionales del derecho y otras disciplinas, así como la presentación de memoriales amicus curiae locales e internacionales
 que ampliaron en mayor medida los restrictivos marcos de discusión del aparato jurisdiccional.
6.5. De distintos fueros e instancias
Como se dijo, las primeras acciones judiciales fueron presentadas ante la Justicia Nacional Civil en 2007, que se mostró resistente a apoyar el reclamo de las parejas litigantes. Los casos tramitados ante ella obtuvieron decisiones desfavorables, basadas generalmente en ideas tradicionales sobre el matrimonio, que lo restringen a la unión entre un hombre y una mujer, destinado “…a la continuidad de la especie y a la educación de los hijos”, a “…lograr la continuidad de la humanidad” y a “…dar base a la sociedad argentina”
. Los dos casos llegados a la Corte Suprema de Justicia de la Nación habían tramitado por vía civil, con decisiones adversas en todas las instancias de trámite
.

Sin embargo, el bajo perfil que caracterizó a esas decisiones adversas fue contrastado por la enorme repercusión que adquirieron los casos favorables que comenzaron a emerger, no de integrantes de la Justicia Nacional Civil sino de la Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad de Buenos Aires. Es posible suponer que quiénes impulsaron la estrategia confiaban en un giro de esta índole, quizás alentados por las mayores posibilidades que a priori implicaba la intervención de la justicia local: una justicia con una imagen algo más renovada, dentro de un territorio históricamente permeable a los reclamos LGTBI, con un ordenamiento normativo generoso respecto del reconocimiento de derechos y específicamente comprometido contra la discriminación en razón de género y orientación sexual. 

6.6. Intervención de la Justicia de la Ciudad, conflicto institucional y proliferación de foros de discusión 
Así, el foco en la actuación del Poder Judicial cobró especial relevancia desde mediados de noviembre de 2009 -a la par de las primeras discusiones de comisión en sede parlamentaria-, con motivo del pionero fallo que permitió el casamiento entre dos varones activistas, dictado por el Juzgado Nº 15 del fuero en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad de Buenos Aires (Jueza Gabriela Seijas)
. Esta decisión se convirtió en la primera decisión favorable al “matrimonio igualitario” en el país y en América Latina.

El derrotero de esta causa colocó en la agenda pública la cuestión durante el final del año 2009. El fallo mencionado no fue apelado por el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires -parte demandada en el marco de la controversia-, lo que dejó firme la sentencia
. No obstante, aún cuando la pareja se encontraba habilitada por la justicia local para contraer matrimonio y tenía turno a tales efectos, el día previo a concretarlo y como consecuencia de presentaciones realizadas por grupos conservadores ante diferentes estrados y fueros judiciales (Vallejos, 2009c), decisiones de la Justicia Nacional Civil suspendieron provisoriamente la celebración
, re-actualizando la oposición previa al reconocimiento legal
. En razón de tal situación y ante sentencias contradictorias, el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires se abstuvo de celebrarlo y elevó una petición a la Corte Suprema
, lo que trajo aparejado un conflicto que continuó a través de una enredada vía judicial, que involucró a tribunales de diversos fueros e instancias. 

Sin perjuicio de lo señalado, finalmente el matrimonio se llevó a cabo en la Provincia de Tierra del Fuego el 28 de diciembre de 2009, habilitado por la Gobernadora
 y con el aval de las instituciones públicas y sociales que acompañaron el reclamo. 

En paralelo y motivados por las sentencias favorables, se intensificaba aún más la presentación de demandas judiciales en diferentes puntos y fueros del país, de la mano de la campaña nacional de amparos por matrimonio encabezada por la Federación Argentina LGBT, con apoyo del INADI y de otras instituciones
. A enero de 2010, medios de comunicación que dieron seguimiento a la estrategia informaban sobre acciones presentadas en las provincias de Santa Fe, San Luis, Chubut, Santa Cruz, Tierra del Fuego, Tucumán, Mendoza, Córdoba, Salta, provincia de Buenos Aires y Ciudad de Buenos Aires (Vallejos, 2009b), que aumentaron las discusiones públicas locales a lo largo del país. A estos casos, se sumaban algunos con aristas particulares. Uno de ellos, por ejemplo, perseguía el reconocimiento de un matrimonio de personas del mismo sexo celebrado en el extranjero (España), bajo las leyes que permiten tal posibilidad (Vallejos, 2009a)
.

Es así que, al momento de sancionarse la Ley Nº 26.618, alrededor de una decena de precedentes judiciales favorables se encontraban firmes
 y muchos de los casamientos ya se habían celebrado. La mayoría de los casos que tomaron estado público estaban protagonizados por referentes de organizaciones de la diversidad sexual, en su mayoría varones
 y con relatos judiciales con patrones de similitud -parejas “estables”, de mediana edad, de estratos socio-económicos medios y de momento sin hijos/as a cargo-
. En todos ellos, sin excepción, se estipulaba que la denegatoria que afectaba a parejas no heterosexuales violaba las cláusulas constitucionales de igualdad y no discriminación, en tanto la “orientación sexual” no resultaba un criterio válido de distinción a efectos de ingresar en la institución matrimonial
. 
7. La intervención en el ámbito parlamentario: sinergia y complejidades de la discusión democrática

Son muchas las razones para preferir que este tipo de demandas se gestionen, tramiten y decidan en el ámbito parlamentario del Congreso Nacional, sin que de ello se derive la inhibición del Poder Judicial. En tanto espacio de representaciones plurales, en teoría el Parlamento aparece como ámbito preferente para la gestión de conflictos sociales y políticos, máxime cuando éstos son marcadamente divisivos. Por su parte, es claro que la justicia no es ámbito suficiente para ofrecer las medidas de carácter general y no atomizado que la exclusión matrimonial vigente requería (Viturro, 2009). De tal forma y como fuera previamente marcado, los colectivos LGTBI apostaron a una estrategia en varios frentes que supieron balancear, depositando algunos de los esfuerzos en el sistema de justicia y capitalizando los logros allí obtenidos en la gestión parlamentaria del conflicto (y viceversa). 

Por otro lado, no podía escapar a quienes lideraron la estrategia que así como existía una serie de casos judiciales en otras latitudes que había reconocido la demanda por matrimonio, otra serie había directamente remitido la cuestión a los parlamentos, en tanto entendieron que el fondo de lo debatido dependía de su “margen de apreciación”

. A su vez, incluso aquellos casos judiciales decididos favorablemente en la experiencia comparada, habían requerido la posterior intervención de los parlamentos a efectos de reformar con alcance general las leyes que regulan el matrimonio civil
, trasladando la movilización política de los colectivos LGTBI hacia esa esfera.

7.1. El “matrimonio igualitario” al Congreso
Si bien los primeros proyectos de “matrimonio igualitario” en el Congreso de la Nación se remontan al año 2005
, en el terreno legislativo comenzaron a moverse con mayor intensidad hacia finales del año 2009, en sinergia con las acciones judiciales mencionadas y de la mano de muchos de los actores previamente citados. Este mayor movimiento, de alguna manera, abona cierto efecto de “desbloqueo” en la acción judicial (Rodríguez Garavito y Rodríguez Franco, 2010): aún cuando las reuniones de comisión comenzaron los días previos a la decisión de la jueza Seijas, la gestión parlamentaria del reclamo se profundizó en mayor medida y su trámite pasó a ser ineludible. A medida que se avanzaba en la discusión legislativa, nuevos fallos favorables se hacían públicos
.

En poco más de seis meses de debate, las organizaciones LGTBI desarrollaron sus posiciones y reclamos, mientras que los sectores opositores aumentaron su movilización contra ellos; intervinieron distintos “especialistas” con expresiones favorables y contrarias a los proyectos bajo trámite; se sucedieron distintas instancias de discusión en las provincias del país; se intentó “plebiscitar” la demanda por “matrimonio igualitario” y se propusieron formas alternativas y deficitarias de regulación legal. Por su parte, la fuerza política mayoritaria transformó su ambivalente posición inicial frente al reclamo en una que, si bien libró el voto a la “libertad de conciencia” de sus legisladores y legisladoras, utilizó distintas formas de negociación política para lograr los apoyos requeridos para sancionar la ley.

7.2. Reuniones de comisión y debate en Diputados
Así, se celebraron diferentes audiencias públicas en las cuales se escucharon voces “a favor” y “en contra” del matrimonio entre personas del mismo sexo, a tono con ciertos binarios rígidos que caracterizan la discusión política, y a propósito de los proyectos de Vilma Ibarra
 y Silvia Augsburger
. Los días 29 de octubre y 5 de noviembre de 2009, en una sala colmada, se sucedieron las primeras reuniones plenarias conjuntas de las comisiones de “Legislación General” y de “Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia” de la Cámara de Diputados de la Nación. En una tercera reunión, el día 10 de noviembre, se frustró la posibilidad de emitir dictamen sobre los proyectos por falta de quórum. No obstante algunos traspiés, finalmente la Cámara de Diputados discutió y dio media sanción al proyecto el día 05 de mayo de 2010
. Las palabras vertidas en el marco de ese proceso permitieron que el tema se posicione sostenidamente en los medios de comunicación y provocaron declaraciones públicas de los más diversos y enfrentados sectores sociales. 

Durante las audiencias públicas en comisiones, más de una docena de personas fueron invitadas en calidad de “especialistas” de diferentes ramas profesionales a efectos de dar su punto de vista sobre la materia objeto de discusión; con una particular preferencia por las “voces jurídicas”, preferencia que se extendería también al ámbito de la Cámara Alta
. También representantes del saber médico/psiquiátrico tuvieron su “día en el congreso”, algunos de los cuáles despacharon estadísticas basadas en una multiplicidad de sesgos y presentadas de forma tal de validar distintos prejuicios y estereotipos negativos contra colectivos LGTBI.

Esta característica marcaría muchos debates posteriores. Mientras que las “voces jurídicas” de alguna manera replicaban las discusiones que transcurrían ante la justicia (distintas miradas frente a la interpretación legal; frente a los alcances y la constitucionalidad de los artículos del Código Civil; frente a los “fines” del matrimonio; frente a las fórmulas de autonomía personal y de igualdad involucradas; frente al valor y utilidad de la experiencia foránea y de la normativa internacional; etcétera), el uso de información “científica” ponía el eje en las capacidades de los colectivos LGTBI para guiar sus propias vidas, conformar núcleos familiares “estables” y criar hijos e hijas “sanos”
. 

Estas dinámicas en la argumentación no son nuevas. Autores como Vaggione señalan el frecuente uso estratégico de información “científica” en contra de los reclamos de la diversidad sexual, sesgada por cosmovisiones religiosas y conservadoras, describiendo como “secularismo estratégico” al fenómeno “…que ha surgido en ciertos sectores religiosos que, cada vez con mayor frecuencia, articulan discursos científicos como una manera de oponerse a los derechos sexuales y reproductivos” (Vaggione, 2008, p. 78)
. Esta articulación ha permitido vestir de nuevos ropajes viejas y dañinas formas de asociar ciertas vivencias de la sexualidad con criterios patológicos, marcando los “ritmos” y “discursos” del debate.

Por supuesto, las organizaciones LGTBI estuvieron allí presentes, junto con activistas autónomos y público en general. Respondieron a las críticas armados de diversos argumentos (legales, sociales, políticos), entre los cuáles también destacó el uso de contra-información de carácter científico a efectos de rebatir aquella presentada por sectores opositores. Este despliegue argumentativo se trasladaría luego al recinto parlamentario, exponiendo a los colectivos LGTBI a una serie de paradojas: ¿Qué costos tiene debatir en términos “científicos”, cuando sólo uno de los actores del debate es escrutado en dichos términos? (en el caso: los colectivos LGTBI, sus parejas, sus familias, sus hijos e hijas)
, ¿Qué costos tiene debatir en términos “científicos”, cuando se gestionan conflictos valorativos y políticos lejanos de la presunta “objetividad” que caracteriza dichos términos? ¿Qué costos tiene erigir un saber particular por sobre otros?
 

7.3. Reuniones de comisión y debate en Senadores
En el Senado, el proyecto con media sanción tramitó ante la Comisión de “Legislación General” -presidida por una senadora explícitamente contraria al proyecto
-, que finalmente emitió un dictamen de mayoría y otro de minoría. En el primero de ellos, se proponía rechazar el proyecto que venía de la Cámara Baja, mientras que en el segundo ratificarlo. Así fue como a la hora de votar en el recinto, en primera instancia se votó rechazar el dictamen de mayoría (en otras palabras, “rechazar el rechazo” del proyecto de Diputados)
 y en segunda instancia se llamó a una nueva votación en la cual se validó el dictamen de minoría
 y, correlativamente, se convirtió en ley el proyecto proveniente de la Cámara de Diputados (Ley Nº 26.618, de Modificación del Código Civil). 

Días después, la Presidenta de la Nación firmaba el Decreto Reglamentario Nº 1054/2010 en un trascendente acto en el Salón de los Patriotas de la Casa Rosada
. Ese día la Casa de Gobierno estuvo abierta a un conjunto importante de organizaciones LGTBI y a diferentes actores/as que hicieron parte del proceso, abonando así el fuerte carácter simbólico y cultural de la demanda.

En el Senado, con anterioridad a la votación, también se sucedieron audiencias públicas, así como un recorrido por una selección de nueve provincias, con el declarado objetivo de “federalizar” un debate mayoritariamente centrado en la CABA. Así, se realizaron audiencias en Chaco, Corrientes, Catamarca, Misiones, Tucumán, Salta, San Juan, Mendoza, Córdoba. En estas audiencias, al igual que en la Cámara de Diputados, desfilaron viejos y nuevos “especialistas” para brindar heterogéneos puntos de vista sobre la reforma impulsada y sobre proyectos alternativos bajo trámite
. De forma paralela, se realizaron diversas movilizaciones en apoyo y en oposición a la reforma.  

Por su parte, desde sectores opositores se sugirió la posibilidad de llamar a un plebiscito para dirimir el tema, a efectos de someter a las lógicas mayoritarias el reclamo de la diversidad sexual. El plebiscito logró ser evitado por los sectores que apoyaron la demanda, que se movilizaron en su contra
. 

De esta manera, el intento por “federalizar” el debate, por someter a la lógica plebiscitaria el reclamo y por negociar deficitarias formas alternativas de reconocimiento legal, resultaron marcas distintivas de esta etapa de discusión, junto con la creciente movilización tanto de los sectores impulsores del reclamo como de sus opositores.

8. Corolario
En síntesis, el “matrimonio igualitario” se aprobó primero en Diputados y luego en Senadores, luego de muy ajustadas votaciones, en medio de una amplia movilización social y con cerca de una decena de fallos judiciales firmes y favorables a la demanda, la gran mayoría emanados de la judicatura porteña. 

La decisión legislativa vino a validar muchos de los criterios judiciales que la precedieron, a terminar con decisiones contradictorias de diferentes fueros y a transformar en “abstractas” las causas judiciales que aún continuaban bajo trámite
, como parte de la estrategia nacional llevada adelante. Entre ellas, los dos casos ante la Corte Suprema mencionados
. Mientras que se esperaba una decisión del máximo tribunal previa a la reforma, en línea con muchas de las experiencias internacionales reseñadas -y en línea con los estudios centrados en el activismo de altas cortes, no así de tribunales inferiores-, lo cierto es que si el rol de la Corte fue relevante fue más bien por su silencio e inacción -¿estratégicos?- que por la toma efectiva de partido en la disputa. 

Al final del día, fue el Parlamento el que reclamó para sí el privilegiado espacio que le corresponde en el marco de una democracia, en tanto espacio de representaciones plurales, de deliberación y de negociación de apoyos. 
ANEXOS TERCERA SECCIÓN

1. Anexo I: Cuadro síntesis. Cronología de sucesos relevantes
	
	Cronología de sucesos relevantes

	Año 2007
	· 14 de febrero de 2007, inicio de la acción de amparo de M. Rachid y C. Castro ante la Justicia Nacional en lo Civil.

· 22 de junio de 2007, rechazo por parte del Juzgado Nacional Civil Nº 88 de la acción de amparo de M. Rachid y C. Castro. 

· 26 de septiembre de 2007, rechazo por parte de la Cámara Nacional de Apelaciones Civil (Sala F) de la acción de amparo de M. Rachid y C. Castro. 

	Año 2009
	· Abril de 2009, inicio de la acción de amparo de A. Freyre y J. M. Di Bello ante la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la CABA.

· 05 de agosto de 2009, dictamen del procurador Esteban Righi en el marco de la causa de M. Rachid y C. Castro, en trámite ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

· 29 de octubre de 2009, inicio de las discusiones parlamentarias. Audiencias públicas de la Comisión de “Legislación General” y de la Comisión de “Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia” de la Cámara de Diputados de la Nación. 

· 12 de noviembre de 2009, sentencia de la titular del Juzgado en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la CABA Nº 15 (Jueza Seijas), declarando inconstitucional distintas disposiciones del Código Civil y habilitando el matrimonio de A. Freyre y J. M. Di Bello. El fallo no es apelado por el Poder Ejecutivo local.

· 01 de Diciembre de 2009, se suspende la celebración del matrimonio entre A. Freyre y J. M. Di Bello, a instancias de intervenciones de la Justicia Nacional en lo Civil. Decisiones del Juzgado Nº 85 y de la Sala E de la Cámara Nacional de Apelaciones Civil, suspenden de manera cautelar la celebración de la boda, en el marco de causas distintas.

· 01 de Diciembre de 2009, la justicia local insiste en el trámite de sus procesos, reafirmando sus decisiones frente a la Justicia Nacional Civil. Inicio de conflicto jurisdiccional. Se paraliza la celebración del casamiento.

· 28 de diciembre de 2009, se celebra finalmente el primer “matrimonio igualitario” del país entre A. Freyre y J. M. Di Bello, por intermedio del Decreto Nº 2996/09 de la Gobernadora de Tierra del Fuego, Fabiana Ríos. Esta decisión le valdría acusaciones ante la justicia, motorizadas por sectores opositores.

	Año 2010
	· Febrero-marzo de 2010, se resuelven favorablemente otros amparos presentados ante la justicia de la CABA y se concretan nuevos matrimonios. Continúa el conflicto jurisdiccional entre la Justicia Local y la Justicia Nacional en lo Civil.

· 03 de marzo de 2010, se celebra el primer “matrimonio igualitario” en la CABA

· 09 de abril de 2010, se celebra en la CABA el primer matrimonio de lesbianas del país, habilitado por la justicia.

· 05 de mayo de 2010, se obtiene la media sanción de la ley de “matrimonio igualitario” en la Cámara de Diputados de la Nación, con 126 votos a favor y 110 en contra.

· 18 de mayo de 2010, se inicia el tratamiento de la media sanción del proyecto de ley por parte de la Comisión de “Legislación General” del Senado de la Nación.

· Junio de 2010, en el marco del tratamiento en el Senado de la Nación, se celebran audiencias públicas en distintas provincias del territorio nacional.

· 13 de julio de 2010, amplias movilizaciones y marchas en el país con relación al proyecto

· 14 y 15 de julio de 2010, debates en el Senado de la Nación y sanción definitiva de la Ley Nº 26.618, por 33 votos a favor y 27 en contra.

· 21 de julio de 2010, firma del Decreto Reglamentario Nº 1054/2010 por parte de la Presidenta de la Nación. La ley entra en vigencia.

· 24 de agosto de 2010, sentencias de la Corte Suprema declarando abstractas las dos causas bajo su conocimiento (causas de M. Rachid y C. Castro  y de A. Vanelli y E. Larrese).




Fuente: Elaboración propia, basada en el material bibliográfico y periodístico citado a lo largo de la Tercera Sección. 
2. Anexo II: Cuadro síntesis. Caracterización de sentencias favorables. Ciudad Autónoma de Buenos Aires y Provincia de Buenos Aires
	 
	Caracterización de sentencias favorables - Fuero Contencioso Administrativo y Tributario de la CABA 

	Juzgado Nº 15, a cargo de la Dra. Seijas.

Causa: “Freyre, Alejandro y otro c. GCBA s/amparo” (Exp. 34.292/0).

	· Primer fallo favorable al “matrimonio igualitario”. Se detiene en distintos cambios en el régimen de matrimonio, el ordenamiento civil y el derecho de familia. Defiende un concepto evolutivo y socialmente mutable respecto de las instituciones sociales.

· Desarrolla aspectos vinculados con los principios de autonomía personal y de igualdad y no discriminación, en relación con la diversidad sexual.

· Utiliza un escrutinio estricto en materia de igualdad y la noción de “categorías sospechosas”.

· Entiende que las creencias religiosas no pueden ser vara de interpretación del ordenamiento civil ni, específicamente, del régimen matrimonial. Defiende la neutralidad estatal en materia religiosa.

· Afirma que en el contexto de discusión, la alternativa de la Unión Civil resulta insuficiente tanto en términos materiales como simbólicos 

· Apoya su decisión en precedentes nacionales de la CSJN: “Sejean”, “González de Delgado” y “ALITT”, entre otros. 

· Apoya su decisión en precedentes internacionales. Reseña los países que cuentan con “matrimonio igualitario” y otros regimenes de reconocimiento familiar. Cita las decisiones de la Corte Suprema de Massachussets y de California, en los Estados Unidos. Cita asimismo la decisión de la Corte Constitucional de Sudáfrica.

· Declara la inconstitucionalidad de los artículos 172, 188 y concordantes del Código Civil y habilita la celebración del matrimonio solicitado.

	Juzgado Nº 4, a cargo de la Dra. Liberatori.

Causas: “Bernath, Damián Ariel y otros c. GCBA s/amparo” (Exp. 36.117/0); “Castillo, Norma Edith y otros c. GCBA s/ amparo” (Exp. 36.408/0) y “Luna, Alejandro y otros c. GCBA s/amparo” (Exp. 37.110/0). 

	· En lo sustantivo, comparte la mayor parte de los desarrollos argumentativos de la sentencia recaída en la causa “Freyre”, que cita en extenso.

·  Hace referencia a los proyectos en debate ante la Cámara de Diputados de la Nación.

· No declara la inconstitucionalidad de los artículos 172, 188 y concordantes del Código Civil. Entiende que el “matrimonio igualitario” no fue contemplado por el ordenamiento civil y que ese silencio normativo puede ser subsanado mediante el uso analógico de las reglas establecidas para el matrimonio heterosexual. Aplica analogía para decidir la causa, sin establecer inconstitucionalidades. Habilita la celebración del matrimonio solicitado.


	Juzgado Nº 13, a cargo del Dr. Scheibler.

Causa: “Canevaro, Martín y otros c. GCBA s/ amparo” (Exp. 36.410/0). 


	· Hace referencia a las discusiones parlamentarias y a la necesidad de que el Congreso de la Nación debata al respecto, sin derivar de ello su inhibición como poder jurisdiccional.

· Desarrolla aspectos vinculados con los principios de autonomía personal y de igualdad y no discriminación, en relación con la diversidad sexual.

· Hace un amplio desarrollo del principio de autonomía personal y del principio de daño a terceros, con apoyo en distintos desarrollos teóricos. Sigue las ideas de Carlos Nino, así como doctrinas de fallos de la CSJN reconociendo nociones amplias en materia de autonomía personal. Analiza los argumentos usualmente ofrecidos contra el “matrimonio igualitario” y los rechaza. Introduce en el análisis la relación entre matrimonio y adopción, para descartar los argumentos opositores.

· Entiende que tesis perfeccionistas y/o religiosas no pueden ser vara de interpretación del ordenamiento civil. Defiende la neutralidad estatal en materia religiosa y con relación a la imposición de proyectos de vida.

· Utiliza un escrutinio estricto en materia de igualdad y la noción de “categorías sospechosas”.

· Apoya su decisión en precedentes nacionales de la CSJN: “Sejean”, “González de Delgado”, “ALITT” y “Arriola” (Fallos 332:1963), entre otros. Cita el precedente “Freyre”, del fuero local.

· Declara la inconstitucionalidad de los artículos 172, 188 y concordantes del Código Civil y habilita la celebración del matrimonio solicitado.

	Juzgado Nº 10, a cargo del Dr. Zuleta.

Causas: “Fernández, Alberto Darío y otros c. GCBA s/amparo” (Exp. 36320/0) y “Báez, Alberto Daniel y otro c. GCBA s/amparo” (Exp. Nº 36.322/0).


	· Reconoce la competencia del Congreso Nacional para legislar sobre el matrimonio, pero entiende que esa competencia encuentra su límite en los derechos, que operan como “cartas de triunfo”, siguiendo las ideas de R. Dworkin.

· Utiliza un escrutinio estricto en materia de igualdad y la noción de “categorías sospechosas”. Entiende al “sexo” y a la “orientación sexual” como tales.

· Cita el precedente del Juez Scheibler, del fuero local.

· Declara la inconstitucionalidad de los artículos 172, 188 y concordantes del Código Civil y habilita la celebración del matrimonio solicitado.

	Juzgado Nº 12, a cargo de la Dra. Petrella.
* Causa: “Arias Diego de Jesús y otros c. GCBA s/amparo” (Exp. 36.317/0)
	· Refiere que el Congreso de la Nación dio media sanción, a través de su Cámara de Diputados, al proyecto de ley ampliando la concepción tradicional de matrimonio.

· Hace una recorrida por distintas sentencias que jueces y juezas del fuero emitieron con relación al tema (causas “Freyre”, “Bernath”, “Canevaro” y “Fernández”, entre las citadas), sintetizando sus líneas centrales de argumentación.

· Apoya su decisión en precedentes internacionales. Reseña el fallo de la Corte Constitucional de Sudáfrica, así como decisiones de otras latitudes. Releva todos los países y Estados con regimenes de matrimonio abiertos a parejas no heterosexuales.

· Menciona la media sanción de la Cámara de Diputados y los fundamentos de los proyectos que le dieron origen. Entiende que trazar distinciones según la orientación sexual, que deriven en protecciones superiores para parejas heterosexuales, resulta discriminatorio.

· Cita normativa internacional, cláusulas de la Constitución Nacional (artículos 19 y 16) y de la Constitución de la CABA (artículos 10, 11, 16, 36 y 38). 

· Utiliza los desarrollos norteamericanos alrededor de la noción de “categorías sospechosas” y del escrutinio estricto. Entiende que la decisión de los actores de contraer matrimonio hace al desarrollo de su plan de vida (artículo 19, CN.).

· En la parte resolutiva, declara “inaplicables” en el caso concreto a los artículos 172, 188 y concordantes del Código Civil.




Fuente: Elaboración propia, basada en los contenidos de las sentencias recaídas en las causas citadas. 
	
	Caracterización de sentencias favorables - Provincia de Buenos Aires 

	Tribunal Oral en lo Criminal Nº 2 de La Plata, a cargo de la Dra. Palacios Arias (en disidencia), el Dr. Bernard (mayoría) y la Dra. Torrisi (mayoría).

Causa: “Dessio, Verónica y Pérez, Carolina Paola s/ amparo” (Causa Nº 3604/D-2037).
	Voto del Dr. Bernard:

· Se detiene en la evolución que ha tenido la institución matrimonial. Reconoce que la historia del matrimonio está marcada por distintas exclusiones que a la fecha resultan contrarias a la libertad (artículo 19) y la igualdad (artículo 16).

· Sostiene que negar la pretensión de la pareja es disminuir jurídicamente a sus integrantes, aislarlas del orden normativo y violar el compromiso con la protección de la familia.

· Utiliza elementos del escrutinio estricto en materia de igualdad y no discriminación.

· Apoya su decisión en precedentes nacionales de la CSJN, entre ellos la disidencia del Dr. Fayt en el caso “CHA” y el voto del Dr. Petracchi en el caso “Sejean”.

· Cita distintas normas internacionales en apoyo de su decisión. Utiliza también los “Principios de Yogyakarta”.

· Declara la inconstitucionalidad de los artículos 172, 188 y concordantes del Código Civil y habilita la celebración del matrimonio solicitado. 

Voto de la Dra. Torrisi:

· Adhiere al voto previo

· Agrega que los operadores del derecho no pueden desconocer la existencia de estudios socio-jurídicos sobre las transformaciones del concepto de familia y del matrimonio.

· Resalta el carácter laico y civil de la institución matrimonial, con regulaciones distintas a las del punto de vista religioso. Destaca el consentimiento como “causa y legitimación” del contrato nupcial, descartando la “ley natural”, la “liturgia”, el “rito”, la “costumbre” o la “tradición” como posibles impedimentos.

· También destaca que la historia del matrimonio reconoce exclusiones que hoy día son rechazadas e incluso combatidas legalmente.

· Declara la inconstitucionalidad de los artículos 172, 188 y concordantes del Código Civil y habilita la celebración del matrimonio solicitado.


Fuente: Elaboración propia, basada en los contenidos de la sentencia recaída en la causa citada. 
3. Anexo III: Trámite de la causa “Rachid”
	
	Trámite de la causa “Rachid, María de la Cruz y otro c. Registro Nacional de Estado Civil y Capacidad de las Personas s/ medidas precautorias”

	Juzgado Nacional Civil Nº 88 


	· Entiende que la letra y el espíritu de la ley vigente sólo contemplan el matrimonio heterosexual; que la institución del matrimonio “…no atiende sólo a los intereses privados de los contrayentes o al desarrollo de su personalidad, sino que regula actos que van más allá de la esfera de la intimidad y que se relacionan directamente con la organización de la sociedad misma”; que esta institución “…se funda en la propia esencia humana, que en razón de la diversidad de sexos, impulsa la unión de un hombre y una mujer, con la finalidad de lograr el bien de los esposos y la procreación y educación de la prole que hace a la perpetuación de la especie humana” y que la reglamentación actual del derecho a casarse no es arbitraria ni discriminatoria, en tanto fija distinciones necesarias “…para lograr la finalidad del instituto que se está legislando”.

· Considera que las normas locales e internacionales no reconocen el matrimonio entre personas del mismo sexo, en tanto “…emplean exclusivamente las expresiones hombre y mujer”.

· Rechaza la acción de amparo interpuesta, considerando que las normas civiles demandadas no violentan el orden constitucional.

	Cámara Nacional de Apelaciones Civil, Sala F
	· Sostiene que las leyes no suelen definir que se entiende por matrimonio porque sobreentienden “…que el derecho positivo recoge una realidad aceptada universalmente: la unión intersexual”. Y que las leyes vigentes deben entenderse de manera tal de negar la posibilidad de matrimonio entre personas del mismo sexo.

· Considera que “en principio”, la “…cohabitación estable de homosexuales atañe, como decisión personal de cada uno, a una opción que se desempeña en la esfera de la intimidad que queda amparada por el principio de reserva que consagra el art. 19 de la Constitución Nacional” pero que “…el matrimonio trasciende la esfera íntima de los cónyuges”.

· Señala que si bien es “…innegable que en la cultura contemporánea los homosexuales han sido tradicionalmente discriminados socialmente por su orientación sexual en un marco de referencia agresivo hacia ellos”, “…debe observarse que los homosexuales no son discriminados a priori en razón de su orientación sexual para acceder al matrimonio” ya que “…la orientación sexual no integra el elenco de requisitos para casarse”. Dice el tribunal: “[l]o que el homosexual no puede, por exigencia legal, es contraer matrimonio con alguien que sea de su mismo sexo”.

· Reconoce la existencia de sentencias extranjeras que declaran inconstitucionales las prohibiciones para contraer matrimonio a parejas formadas por personas del mismo sexo, pero señala que existen otros precedentes foráneos que van en sentido contrario. 

· Insiste con la ausencia de discriminación, en tanto la “…norma que establece que el matrimonio debe celebrarse entre personas de distinto sexo tiene una justificación absolutamente objetiva y razonable, que consiste en el interés del Estado en privilegiar las uniones que tienden a continuar la especie, sirven para la procreación y dan base a la familia, por lo tanto, el distinto tratamiento es proporcionado con respecto a su finalidad”. 

· Argumenta que el Poder Judicial no puede sustituir la ley o dejar de aplicarla, “…recurriendo al deleznable expediente de considerarla inconstitucional”, ya que ello implicaría violar la separación de los poderes.

· Confirma la sentencia del Juzgado Nº 88 y rechaza el amparo interpuesto. 

	Corte Suprema de Justicia de la Nación
	· Decide el caso con posterioridad a la entrada en vigencia de la Ley Nº 26.618, declarando la cuestión abstracta.


Fuente: Elaboración propia, basada en los contenidos de las decisiones recaídas en las instancias citadas. 
CUARTA SECCIÓN: Matrimonios, familias y algunos desafíos persistentes
“…una política que incorpore una comprensión crítica es la única que puede lograr que una afirmación sea autorreflexiva y no dogmática” (Butler, 2007, p. 28).
En resumen, la reforma puede ins​cribirse dentro de aquellos intentos por extender los marcos de reconocimiento, alcanzar igualdad jurídica y despojar al régimen matrimonial de algunos pa​rámetros explícitos de desigualdad que lo han determinado, a la par que leerse dentro de una narrativa democrática más vasta alrededor de cómo entender los principios de justicia frente a grupos tradicionalmente vulnerados (Fernández Valle, 2010, pp. 183-184). Esta narrativa se encuentra en constante transformación y cada nuevo punto que alcance no debe ser cristalizado, naturalizado y resguardado de toda comprensión crítica.

Así, a continuación comienzo con la construcción de un balance de lo sucedido, para ir luego hacia algunas reflexiones más profundas sobre la materia. Con apoyo de literatura especializada, identifico sintéticamente los elementos característicos de la experiencia argentina y sus aportes a una lucha por la ampliación de ciudadanía, para pasar al análisis de desafíos persistentes, que se vinculan a la par que exceden la movilización por “matrimonio igualitario”. Entiendo que si bien no hay amenazas inmediatas a las conquistas obtenidas (a diferencia de lo acaecido en otras latitudes), es necesario cubrir algunos puntos problemáticos que dejó la reforma así como estudiar las condiciones de accesibilidad a los derechos formalmente reconocidos. Por otra parte y en términos más ambiciosos, defiendo la necesidad de recuperar algunas de las críticas que el propio campo LGTBI -entre otros- lanzó contra estrategias centradas únicamente en el “matrimonio igualitario”, para posibilitar -ahora que es una realidad- acciones que extiendan las protecciones legales y los derechos hacia una mayor cantidad de personas, dentro de un pensamiento más amplio sobre nuevas formas de ingeniería en políticas sociales. 

1. Elementos distintivos de la experiencia
Con posterioridad a la sanción de la ley se han abierto una serie de estudios e investigaciones dirigidas a explicar lo sucedido, a analizar críticamente el proceso y a reflexionar de cara al futuro -este trabajo, de hecho, intenta integrar buena parte de ellos-. Autores como Corrales y Pecheny (2010) analizan el hecho a partir de seis factores distintivos, que desde un análisis político ayudan a explicar porqué Argentina se convirtió en el primer país de América Latina en alcanzar el “matrimonio igualitario”: (a). una población mayoritariamente católica que sin embargo no asiste a la Iglesia y un movimiento evangélico todavía bajo en número; (b) la inexistencia de partidos políticos confesionales de peso; (c). el uso de formas de “legalismo transnacional”, consistentes en emular normas extranjeras, importar precedentes judiciales e incluso utilizar discursos y argumentos presentes en el activismo de grupos LGTBI de otras latitudes; (d). la existencia de una tradición local de demandas asociadas a derechos humanos, así como de movimientos y actores con experiencia en su reclamo; (e). la habilidad para sortear formas de democracia plebiscitaria y (f). la decisión presidencial de apoyar la demanda matrimonial
. Por su parte, Hiller (2010) se detiene en el estudio de las ventanas de oportunidad y del aprovechamiento estratégico de un contexto político “mutante”, sin descartar también cierta dosis de fortuna
. Fígari (2011) agrega que uno de los elementos distintivos de la experiencia, entre muchos, fue el de enmarcar el reclamo tras una retórica “igualitaria”, funcional y útil dentro de un contexto de hegemonía populista. Por otra parte, comienzan a publicarse estudios más localizados, que agregan información importante sobre cómo estos procesos fueron teniendo cabida a nivel provincial (Sgro Ruata, 2011), abandonando así miradas centradas en la experiencia porteña.

De los desarrollos de la Tercera Sección y de la literatura referenciada, pueden sintetizarse algunos elementos característicos de la experiencia local, aún cuando no sean necesariamente privativos de ella.

Así, la acción política tuvo lugar dentro de una historia de complejas relaciones entre el activismo de la diversidad sexual y las burocracias estatales. Pudo capitalizar algunas enseñanzas de esa historia, en relación con las formas de: posicionar públicamente y dar visibilidad a sus reclamos; vincularse con los poderes legislativos, mediante el contacto formal e informal con legisladores/as y el desarrollo de estrategias de incidencia; activar procesos judiciales y litigios tras una retórica de acceso a derechos; intervenir en políticas públicas en los ámbitos ejecutivos. También la movilización LGTBI logró explotar recursos y desarrollos internacionales, así como integrarlos de manera balanceada en los distintos espacios de acción política. Finalmente, construyó un marco de inteligibilidad para el reclamo (reducciones y estereotipos mediante
), capaz de suscitar amplios y heterogéneos apoyos sociales. Apoyos que, por un lado, revelaron quiebres en organizaciones tradicionalmente autoritarias y verticales, como sugiere la visibilidad de un activismo religioso disidente. Y que, en otro sentido, también incluyeron a aquellas posturas más refractarias dentro del propio campo LGTBI, que, o bien modificando sus posiciones, o bien matizándolas, o bien guardando un estratégico y -para muchos- “solidario” silencio, facilitaron el posicionamiento público de la demanda. Frente a este último auditorio, resultó particularmente efectiva una retórica que (aún con dificultades y excepciones) centró el reclamo en la igualdad legal y la lucha contra la discriminación, más que en la institución matrimonial en sí.  

De manera más específica, quienes moldearon los contornos de la estrategia legal lograron forzar la intervención de la Justicia de la CABA en un asunto tradicionalmente gestionado por la Justicia Nacional Civil. Supieron dar un importante rol a los precedentes judiciales favorables al matrimonio -así como desembarazarse de aquellos adversos-, aún cuando éstos no emanaban de altas cortes sino de tribunales inferiores y locales. Asimismo, evitaron formas que, en el contexto específico de discusión, implicaban reconocimientos materiales y simbólicos más precarios para las personas, familias y colectivos LGTBI. La acción política no escindió cuestiones relacionadas con el matrimonio de cuestiones vinculadas con la maternidad/paternidad y no aceptó regimenes alternativos ni segregados de regulación
. Por su parte, en esa dinámica, tampoco aceptó revisar más profundamente el concepto mismo de matrimonio “sin la comunidad LGTBI dentro”. 
2. Aportes para una ciudadanía inclusiva
Como sostuve a lo largo de este escrito, los debates enfrentaron miradas diferenciales respecto de cómo entender asuntos tales como la autonomía personal, la igualdad y la no discriminación. A su vez, también sobre las formas de reconocer y valorar los núcleos familiares que en ejercicio de su libertad las personas con mucho esfuerzo construyen. En definitiva, entiendo que estos debates dejaron activos importantes para la ampliación de ciudadanía democrática, que deben ser ampliados en mayor medida a futuro. La argumentación del movimiento de la diversidad sexual y sus sectores aliados fue lo suficientemente efectiva para mostrar que (a) la autonomía personal se desarrolla más allá de esferas íntimas y privadas; que (b) el principio de igualdad y no discriminación requiere incorporar la experiencia de las sexualidades disidentes y conectarse con las historias/contextos de violencia contra ellas; que (c) los arreglos familiares reconocidos por el derecho resultan restrictivos para un variopinto conjunto de experiencias unitivas y amorosas que exceden los modelos tradicionales. 
2.1. Autonomía
Así, la discusión por “matrimonio igualitario” permitió poner nuevamente de resalto que la autonomía personal no sólo implica una faz negativa de no interferencia, o una habilitación para el desarrollo personal en el ámbito de la intimidad, sino una discusión más estructural alrededor de las condiciones sociales e institucionales para su ejercicio, así como del rol estatal en su mantenimiento o transformación
.
Uno de los activos de la discusión fue entonces empujar los límites de la autonomía personal, mostrando como ella puede reclamar espacio más allá de la intimidad. Una mirada de este tipo permite rechazar el ideal que entiende que los individuos se construyen únicamente en soledad. Es difícil negar que las personas intentamos decidir sobre nuestras vidas y materializar esas decisiones dentro de una comunidad específica, cruzada por privaciones, por opciones limitadas y sesgadas, por relaciones de poder. Esto vale para cualquier persona y grupo. La mirada ajena, las representaciones sociales y el lenguaje mismo afectan nuestras posibilidades de desarrollo autónomo. 

Asimismo, vemos en las relaciones de las cuáles formamos parte límites y liberaciones, que se negocian de forma permanente. Es de aquello que conocemos de lo cual nos servimos -y, según el caso, lo que resistimos- para desarrollar vidas diversas, en tanto valoramos de formas diferentes. De allí la importancia de no subestimar, con independencia de la opinión que nos merezca la institución matrimonial, el peso de la descalificación pública que una ley democrática instituye contra sexualidades no normativas.

2.2. Igualdad y no discriminación
Por otro lado, también permitió poner sobre la mesa que las discriminaciones por “orientación sexual” forman parte del grupo de distinciones odiosas que los Estados no debieran de validar y que si dicha variable ha de ser tenida en cuenta no será para negar el acceso a derechos sino, por el contrario, para posibilitarlo en mayor medida y corregir desigualdades de larga data. 

Parafraseando a Rita Segato (2010), la ley reconoció e inscribió la silueta de las comunidades demandantes. Todas las parejas que acudieron a la justicia en busca de un remedio a la desigualdad jurídica estructuraron argumentalmente su caso como discriminatorio en función de su orientación sexual, pretensión que fue respaldada en esos términos por aquellos que tuvieron acogida favorable
. Mediante el uso del concepto de “categorías sospechosas”
, buena parte de estas decisiones conectaron la distinción existente con matrices estructurales de violencia contra sexualidades disidentes, que generan problemas de acceso a recursos materiales a la par que refuerzan imágenes culturales devaluadas. Asimismo, la discriminación contra ciertos grupos sociales no se entiende únicamente en razón de intenciones de los agentes que discriminan, sino también a partir de los efectos más o menos visibles de esas matrices estructurales de las cuáles participamos
. 

De esta manera, la demanda por igualdad depositó directamente la mirada en el Estado y en cómo éste estaba tratando a las mismas personas a las que reclama obediencia. Esto, teniendo en cuenta asimismo que no todos los grupos que coexisten dentro del esquema democrático lo hacen en condiciones de igualdad y que revertir el sometimiento que pesa sobre algunos de ellos (cuya contra-cara es el privilegio de otros
) requiere una actividad intensa de las instituciones en su favor (así como la revisión profunda de sus propias prácticas). En otros términos, puede reconocerse que el Estado no tiene frente a la comunidad LGTBI los mismos deberes que frente a otras, sino deberes adicionales y derivados de la opresión en su contra. 

2.3. Modelos y transformaciones familiares
Finalmente, como parte de su principal atractivo, el proceso por “matrimonio igualitario” parece romper algunos sentidos naturalizados, que se traducen en modelos familiares que distribuyen beneficios materiales y simbólicos con una impronta expulsiva. Deja sentidos más interesantes para pensar las formas en que estructuramos nuestras uniones afectivas y sexuales, así como los núcleos familiares y los roles de género. 

La progresiva aparición de realidades “múltiples y diversas” vinieron a interpelar las categorías tradicionales y a impugnar el régimen vigente. Esto, dentro de una narrativa de cambios más amplia y profunda, que desmiente a la mirada tradicional no sólo en términos valorativos sino también como hecho sociológico (Fígari, 2010). Así, las miradas restrictivas -religiosas
 y seculares- fueron refutadas tanto históricamente (la familia tradicional no ha sido una constante en todo tiempo y lugar) como por la proliferación de formas familiares actuales, que redefinen los “márgenes” de ese modelo y de la legitimidad/legalidad (Vaggione, 2008). Esto explica también porqué el discurso favorable al “matrimonio igualitario” estuvo constituido por adecuadas referencias a la evolución de las familias, sus modificaciones a lo largo del tiempo, a la existencia de otras unidades de solidaridad, etcétera
. 

Lemas como “nuestras familias ya existen” o “no estamos legislando sobre el futuro”, corroboran el enorme rol que este hecho sociológico jugó a efectos de repeler las argumentaciones de los sectores reticentes, a la par que desnudó el carácter no natural -sino político e ideológico- de las formas reconocidas hasta el momento por el derecho
. Este carácter político e ideológico tiene a su vez un doble efecto: por un lado rechaza las formas de regulación antaño naturalizadas y, por otro lado, rechaza la naturalización de nuevas formas de regulación, manteniendo abiertos el debate y la reflexión crítica. 
3. “Después del matrimonio igualitario” 
Algunas experiencias extranjeras donde se han sancionado normas matrimoniales a favor de parejas LGTBI, demuestran la necesidad de mantener la guardia en alto, aún luego de alcanzados los objetivos perseguidos. Un ejemplo paradigmático es el de California, donde la primavera de “matrimonio igualitario” libre duró apenas entre julio y noviembre de 2008, y alcanzó a beneficiar a 18.000 parejas antes de ser revertida por una enmienda de la constitución estatal
. Tal enmienda fue impulsada por sectores conservadores y validada con posterioridad por la misma Corte Suprema local, que meses atrás había posibilitado el matrimonio LGTBI. Por su parte, la experiencia de México-DF fue amenazada por demandas ante la Corte Suprema de Justicia del país, sin éxito. No obstante, a la reforma del DF se respondió con amenazas de cambios en los regimenes constitucionales estatales, consagrando miradas tradicionales de la familia y expulsivas de los colectivos LGTBI
. Finalmente, el caso español también demuestra cierta inestabilidad, en tanto aún se encuentra pendiente de decisión una impugnación realizada por el Partido Popular ante el Tribunal Constitucional, luego de su derrota legislativa. A la par, referentes del Partido Popular habían manifestado públicamente su objetivo de volver a la noción tradicional de matrimonio si lograban acceder a ser gobierno
.

En nuestro país no se han suscitado reacciones de cuidado hasta el momento. Un amague de impugnación se hizo público en 2010, sin mayor repercusión. Agencias de información confesionales indicaron que la “Red Federal de Familias” había iniciado la recolección de firmas para una iniciativa popular dirigida a “proteger” a la familia a nivel nacional y anular las uniones no heterosexuales. La iniciativa en cuestión pretende volver a las nociones tradicionales previamente identificadas en este escrito sobre la familia y la sexualidad, colocando al matrimonio entre un hombre y una mujer por encima de cualquier otro arreglo familiar
. Así, puede leerse en el artículo Nº 2 de la iniciativa, que la política familiar nacional deberá cumplir con objetivos tales como “…reconocer a la familia  como sociedad natural y primaria, que existe antes que el Estado o cualquier otra comunidad, que posee derechos propios que son inalienables que le deben ser reconocidos en forma expresa en el ordenamiento jurídico…” y tales como “…reconocer como familia a la fundada sobre el matrimonio, entendido como unión íntima y estable  entre un  varón y una mujer, constituido por un vinculo, libremente contraído, públicamente afirmado y abierto a la transmisión de la vida, donde varón y mujer gozan de una misma dignidad y de iguales derechos…”. Sostiene a su vez que “…debido a su función primordial y, a los fines de su promoción y protección, el matrimonio así entendido, debe gozar de un tratamiento jurídico especial superior al que se pudiera conceder a otras formas de convivencia”. Por si quedara alguna duda, indica en su artículo Nº 33 que se derogan “…todas y cada una de las modificaciones introducidas por la Ley Nº 26.618, tanto en la el [sic] Código Civil, como en la Ley Nº 18.248”. La iniciativa no ha tenido mayor consecuencia, pero cabe destacar que es más amplia que esta breve síntesis y resulta problemática en aspectos que exceden las discusiones sobre el reconocimiento familiar de parejas LGTBI, afectando también otras demandas históricas para el amplio acceso a derechos sexuales y reproductivos. 

Si bien al momento de escribir estas líneas, las preocupaciones precedentes no parecen ser aquellas que definen la discusión local
, es posible analizar en otro nivel la persistencia de obstáculos sociales e institucionales para el acceso de los colectivos LGTBI a sus derechos formales. Por otra parte, es también posible habilitar preguntas respecto de algunos desafíos, a propósito de la reforma matrimonial y más allá de ella.

3.1. Condiciones de accesibilidad y puntos problemáticos de la reforma

Sancionada la norma, creo que son varios los análisis posibles. En lo que sigue me detengo en el estudio de las condiciones de accesibilidad al “matrimonio igualitario”, para lo cual repaso algunos obstáculos sociales e institucionales existentes, así como puntos problemáticos que persisten. 

Una posible pregunta se relaciona con las posibilidades efectivas de acceder a derechos y beneficios antes negados (o limitados a opciones restrictivas) una vez que las leyes son modificadas. A la par, invita a reflexionar sobre el grado en que las reformas generales reconfiguran los simbolismos existentes a un nivel más cotidiano, a efectos de aspirar a una verdadera igualdad sustantiva. Asumiendo que las reformas generales son útiles y necesarias para tales configuraciones -y, de allí, ansiadamente perseguidas por colectivos sociales oprimidos-, es necesario detenerse también en otros niveles
 de la relación interpersonal, social e institucional. 

Así, con la ley en las manos podemos mirar específicamente sus condiciones de accesibilidad y disponibilidad, así como su real impacto en las vivencias/experiencias de personas cuyos derechos continúan siendo violados de forma corriente. Aún cuando un abordaje más sólido requeriría de estudios específicos cuantitativos y cualitativos
, es posible adelantar algunas líneas que puedan orientarlos. Siguiendo a Pecheny y De la Dehesa (2010):

Uno de los dilemas centrales en el avance de los derechos sexuales en América Latina (…) ha sido la notoria disparidad entre las leyes y políticas públicas formales y su ejecución, de modo similar a lo que sucede con varios de los derechos humanos reconocidos positivamente (p. 34, citas omitidas). 
3.1.1. Los obstáculos sociales
En un sentido, un riesgo posible es que no todas aquellas personas que deseen o requieran
 registrar su matrimonio puedan efectivamente hacerlo en condiciones de igualdad, adecuadas y no hostiles. En tanto la discriminación contra sexualidades no normativas se sustenta en un entramado de relaciones de poder que excede los marcos jurídicos, es dable suponer que no cualquiera que desee utilizar esta posibilidad legal vaya, sin más, a utilizarla -o a utilizarla sin inconvenientes-. Asumir ello implicaría suponer paralelamente que el único costo existente era la exclusión legal y no precisamente todos aquellos elementos que ayudan a explicarla. Entonces, la “visibilidad” que implica el acceso al reconocimiento legislativo, es un paso que requiere un recorrido previo, que no cualquiera está en condiciones de plena libertad para caminar. Ejemplo de ello es que la mayoría de las parejas que hicieron parte de la estrategia judicial y parlamentaria contaban con algún tipo de exposición anterior, en tanto activistas LGTBI
 o en tanto figuras reconocidas públicamente. A su vez, incluso algunas de estas parejas demandaron ante el Poder Judicial con reserva de sus identidades, que sólo posteriormente se revelaron socialmente. 

Prueba de lo anterior, también, que tras los numerosos votos legislativos positivos existe una enorme cantidad de votos negativos; que tras los fallos favorables al “matrimonio igualitario” hubo otros que resistieron la pretensión; que tras los amplios apoyos sociales, numerosos rechazos continúan. La experiencia local e internacional está conectada por muchos factores, pero un patrón común es el carácter divisivo del reclamo. Asimismo, en un sentido adicional y más profundo, ninguna persona escapa de la reproducción de distintas formas de prejuicios sexuales y de género (Libson, 2010).

Así, es razonable creer que continuarán existiendo condicionamientos en casos donde el acceso a derechos antes jurídicamente inaccesibles, esté marcado por la posibilidad -real o imaginada- de perder otros (por ejemplo, el empleo; el apoyo económico; la tenencia, custodia y contacto con hijos/as
) o de soportar costos inadmisibles (el retiro del apoyo familiar y del círculo íntimo; la exclusión de diversos espacios; la hostilidad, el prejuicio y la violencia). Volviendo al comienzo de este escrito, debe recordarse que incluso hacia el interior de espacios frecuentemente idealizados como las propias familias se suscitan hechos de violencia, hostilidad y expulsión del hogar de personas LGTBI. Lamentablemente, el debate no pudo poner de resalto que la familia es también una realidad conflictiva, que no siempre está cruzada por el amor, la solidaridad y el apoyo recíproco -imágenes y estereotipos frecuentes en los discursos públicos, tanto favorables como desfavorables al “matrimonio igualitario”-. 

Este llamado de atención pretende revitalizar una crítica usual a las estrategias centradas en las reformas legales, cuando éstas no se acompañan de medidas culturales más profundas para revertir relaciones interpersonales cruzadas por la violencia y la discriminación. Son muchos y variados los dispositivos que sostienen y refuerzan las relaciones de poder existentes.  Volviendo a Segato (2003a), aún cuando el derecho tiene un importante papel en los procesos de transformación y es posible agitar ese poder de “propaganda” de la ley, “…un trabajo sobre la sensibilidad ética es la condición única para desarticular la moralidad patriarcal y violenta en vigor” (p. 15)
. 

3.1.2. Los obstáculos institucionales
En otro sentido, aunque vinculado, el derrotero de diferentes denuncias contra la discriminación demuestra el peso de los obstáculos institucionales. En tanto las leyes requieren operadores/as, en ocasiones su aplicación se dificulta en sus manos
, sobre todo cuando forman parte de aquellos poderes que con insistencia se oponen a lo que deben cumplir. Como suele indicarse, ejemplos paradigmáticos de estos obstáculos son los que enfrenta la acción contra la discriminación y la violencia de género. Distintas experiencias en Latinoamérica señalan de forma consistente, cómo reformas legales impulsadas por organizaciones de mujeres, feministas y de la diversidad sexual son obstaculizadas y/o privadas de efecto por la actitud de muchas de las personas que las operan
, así como por los sesgos/prejuicios que persisten en los diversos ámbitos institucionales (la administración pública y el sistema de justicia, entre otros)
. Así, es frecuente señalar como riesgo (por ejemplo, desde el campo de las teorías críticas) el que las reformas legales terminen operando como distracciones, construyendo una igualdad artificial que encubra los dispositivos restrictivos que operan a niveles políticos menos visibles.

Por ello, es posible que muchos operadores de las normas continúen actuando -voluntaria e involuntariamente- bajo imágenes negativas, devaluadas y estereotipadas de diferentes vivencias de la sexualidad. Si volvemos a los debates previos, son varios los y las profesionales que intervinieron en ellos que no parecen estar bien dispuestos a hacer efectivo el derecho a adoptar de ciertas personas y parejas en condiciones de igualdad, a garantizar plenamente los derechos derivados de las leyes vigentes en sus ámbitos de competencia o a intervenir en situaciones/conflictos familiares desde una posición desprejuiciada y adecuadamente informada. Menos aún si los arreglos familiares en cuestión no sólo subvierten “la tradicional pareja de varón y mujer legitimada por el matrimonio” para incorporar variantes de parejas “entre varones” y “entre mujeres”, sino que también subvierten un conjunto más vasto de imaginarios normativos reproducidos alrededor de lo que personas y parejas “deben ser” (el estricto cumplimiento de reglas, roles y expresiones de género; la satisfacción de ciertas normas de vivencia de la sexualidad, del afecto, del amor, etcétera)
. 

No deben perderse de vista estas alertas, en tanto quienes de forma intensa se opusieron a la reforma legal continúan influenciando los ámbitos de aplicación/interpretación de las leyes, y en tanto no es posible suponer linealmente que las nuevas miradas sobre las conformaciones familiares tengan el poder necesario para modificar resistencias
. Todavía en mayor medida si se acepta que el derecho tiene una textura suficientemente indeterminada; que su aplicación está cruzada por posicionamientos subjetivos, ideológicos y políticos
; que son varios los frentes legales abiertos con posterioridad a la reforma y que no sólo involucran el acceso al matrimonio sino a todo un entramado normativo relacionado. 

La sanción de la ley dejó algunos puntos problemáticos, que al momento de redactar este escrito aún no habían sido cubiertos. Entre ellos, preocupa en particular a los colectivos de la diversidad sexual la situación de madres lesbianas que han tenido hijos de forma previa a la entrada en vigencia del “matrimonio igualitario” -o que no tienen pretensión de contraerlo- y que no han logrado que sean reconocidos en los registros pertinentes como hijos e hijas de ambas progenitoras, colocándolos en una situación de mayor desprotección y fragmentando el núcleo familiar
. Son varias las intervenciones que están evaluándose en este sentido, entre ellas la sanción de normativa que regularice esta situación y permita el acceso al reconocimiento compartido
. La última “Marcha del Orgullo” (2011) llevaba como consigna prioritaria la sanción de la “ley de identidad de género ya”, pero asimismo incorporaba también “el reconocimiento de nuestras hijos e hijas”, en alusión al problema mencionado
.

*** 

Finalmente, los obstáculos sociales e institucionales se refuerzan cuando se añaden al análisis dos factores adicionales. El primero, la debilidad de los mecanismos de queja existentes contra las formas que usualmente se registran de maltrato, máxime cuando se revela en “pequeñas dosis” que no alientan el reclamo. Desde la naturalización de ciertas prácticas (así, la asunción tácita y/o expresa de que cierta hostilidad forma parte de la dinámica “lógica”, “normal” y “esperable” de determinadas relaciones y del contacto con las instituciones estatales), pasando por los problemas básicos que operan en materia de acceso a la justicia -costos económicos, de tiempo, de distancia; falta de información; sobre-exposición y victimización secundaria; obstáculos culturales-, hasta las diferentes mecánicas de complicidad que se dan entre operadores de estructuras elitistas, género-sesgadas y marcadamente homogéneas. El segundo, la compleja estructura federal de nuestro Estado, que en la práctica reconoce tantos sistemas de protección y acceso a derechos como divisiones territoriales, políticas y administrativas posee
. 

En esos términos, la reforma del derecho debe ser capaz de llegar con sus efectos hasta las relaciones interpersonales y hasta las relaciones de las personas con las instituciones, alterando la correlación de fuerzas preexistente. 
3.1.3. Recuperando la especificidad de los grupos
En términos más específicos, cabe preguntarse si el impacto de los obstáculos descritos es homogéneo y afecta por igual a todas las personas
. A la afirmación obvia de que todas las personas son diferentes unas de otras (y, por tanto, únicas), puede agregarse el hecho también evidente que la discriminación social que sufren muchos colectivos es disímil, aún cuando puedan compartir una común exclusión del reconocimiento legal y simbólico. Como señala Young (2000), “…allí donde existen diferencias de grupo social y algunos grupos son privilegiados mientras otros son oprimidos, la justicia social requiere reconocer y atender explícitamente a esas diferencias de grupo para socavar la opresión” (p. 12).

A la hora de realizar un análisis más específico, es posible detenerse en las desigualdades de género. Ello, para denunciar los elementos que en sociedades patriarcales y heteronormativas (Vaggione, 2008), suelen condicionar las experiencias de varones, de mujeres, de personas trans, así como sus posibilidades de realización de derechos. 
En primer lugar, en el caso particular de las mujeres que se unen con otras mujeres, los costos y obstáculos sociales pueden adquirir una dinámica especial. Si bien a más de un año y medio de la sanción de la ley de “matrimonio igualitario” en la Argentina no se cuenta con registros sobre la cantidad y perfil de las parejas que la han utilizado, la experiencia foránea tiende a registrar índices de uniones entre mujeres inferiores al de unión entre varones
. Lo mismo sucede en sistemas con regimenes de asociación y reconocimiento legal no matrimoniales. En estos casos, la utilización de estas herramientas por parte de las parejas de mujeres es menor y/o tardía, lo cual habilita reflexiones acerca de la posible vivencia o representación de obstáculos adicionales para el acceso a derechos.

Aún cuando estas diferencias pueden estar influenciadas por discursos y prácticas feministas que caracterizan a la institución matrimonial como espacio de subordinación y jerarquías de género (Libson y Hiller, 2006), en otro sentido también pueden estar determinadas por una multiplicidad de barreras asociadas a roles sociales genéricos estereotipados de varones y mujeres en la sociedad; a condiciones de pobreza
 y precariedad laboral más acentuadas en la población femenina; a formas de organización política debilitadas por patrones sexistas; a condiciones de visibilidad que acarrean numerosos perjuicios; a un menor acceso al poder, a las instituciones
, a la información y a las instancias de reclamo; a temores asociados con perder derechos y relaciones en contextos violentos/hostiles (el empleo
; la tenencia, custodia y contacto con hijos/as
; el apoyo económico familiar)
, entre otras. 

Existen históricos reclamos de los colectivos lésbicos asociados con sus particulares condiciones de visibilidad, hacia el interior de los movimientos LGTBI y hacia el interior de los movimientos feministas y de mujeres (Gimeno, 1999; Fernández, 2006; Sardá et al., s./f.). En otras palabras, sus demandas usualmente han quedado marcadas por enfoques excluyentes tanto en las agendas de movimientos LGTBI como de movimientos feministas, aspectos usualmente puestos de resalto por los enfoques “interseccionales”. 

Por su parte, distintas dinámicas de “lesbofobia” persisten en nuestras sociedades, como queda de resalto una vez que se repara en que de forma paralela a los reclamos por “matrimonio igualitario” una multiplicidad de organizaciones lésbicas y LGTBI denunciaban la persistencia de crímenes de odio
. También resulta significativo que sólo 15 días después de sancionada la reforma civil, las Observaciones Finales del Comité CEDAW para la Argentina reconocían por primera vez la discriminación contra mujeres lesbianas, bisexuales y trans en el país
, haciéndose eco de una serie de reclamos por parte de organizaciones nacionales. 
En segundo lugar, la experiencia comparada también estudia el impacto y los efectos que las demandas por “matrimonio igualitario” han tenido en las relaciones de género, más allá de los colectivos LGTBI. Autoras como Smith (2010), a propósito del caso norteamericano, centran su análisis en los efectos de los procesos de “backlash” que se han enfrentado y, en particular, en su impacto sobre los intereses de las mujeres, incluidas aquellas en relaciones heterosexuales. Así, preocupa a la autora que las reacciones al reclamo por matrimonio validen las ideas más tradicionales y expulsivas alrededor de la familia, afectando no sólo a los colectivos LGTBI sino también a las parejas que conforman núcleos familiares no regulados por la institución matrimonial y, en particular, a las mujeres dentro de ellos (Smith, 2010)
. Si bien la reflexión está centrada en experiencias distintas a la propia, vale como nota de análisis y como orientación para pensar alianzas transversales frente a reacciones conservadoras. 
En tercer lugar, un llamado a analizar el impacto del orden de género en la configuración social e institucional, no puede soslayar la particular situación y condiciones de reconocimiento de personas trans. Parece difícil determinar cómo impactan estas reformas y discusiones en dicha comunidad
, sometida a lógicas dicotómicas y excluyentes que las dejan fuera incluso de la recolección estadística. Ninguno de los informes sobre la utilización de la institución matrimonial alcanza a relevar identidades que excedan las combinaciones entre “varones y mujeres”. Las uniones en las que participan personas trans apenas si llegan a anécdotas en los medios de comunicación, que de tanto en tanto recuerdan su existencia, casi como excentricidad
. Las dificultades de satisfacer condiciones elementales de acceso a derechos, como ser el reconocimiento de la propia personalidad y su adecuado reflejo en las partidas de identificación, colocan a este conjunto de la población en una situación de exclusión acentuada de ciudadanía. Respecto de la documentación, sobra decir que es un elemento indispensable para el ejercicio de derechos básicos y que el efectivo reconocimiento de la identidad de género auto-percibida continúa en nuestro país estrechamente vinculado a brutales requerimientos, altos costos, a la vía judicial y a la comprobación de los arbitrarios criterios exigidos por el discurso jurídico y de salud dominantes (Viturro, 2010). 

La agenda centrada en el tema aquí analizado no necesariamente alcanza a demandas más específicas y urgentes de personas trans, en buena medida definidas por la situación de pobreza, explotación y violencia en la que se encuentran inmersas (Maffía, 2003; Fernández, 2004; Berkins y Fernández, 2005; Jones, Libson y Hiller, 2006; Cabral, 2009, entre otros). Cualquier política de antemano se encuentra restringida para estos colectivos, que sufren políticas de negación y exterminio -reconocidas incluso por la propia Corte Suprema Nacional, como fuera previamente señalado
-, a las cuáles han resistido activamente a través de muy diversas estrategias (acciones en el espacio público; investigación social, producción y transmisión de conocimiento; emprendimientos literarios y artísticos; apuestas cooperativas
; bachilleratos populares
) y de una organización política que ha colaborado crítica y fuertemente con las dinámicas de visibilidad de las sexualidades no normativas (Berkins, 2003). Así las cosas, los desafíos que aquí se generan van mucho más allá del “matrimonio igualitario” y sus derivados, aunque sea necesario también detenerse en las condiciones de acceso a esos regímenes
 y encontrar denominadores comunes que permitan abrazar de una forma más amplia las reivindicaciones de diversas personas maltratadas por los prejuicios sociales e institucionales. A la par, pueden encontrarse allí nuevos espacios de acción política, con un piso un poco más cercano a la igualdad -jurídica, al menos-. Será tiempo entonces de que se escuchen las también heterogéneas voces de otras expresiones/vivencias, frecuentemente subalternas en el propio campo de los derechos humanos y de la diversidad sexual. Algo de ello comienza a suceder, a propósito de las discusiones sobre proyectos de ley de identidad de género existentes en sede parlamentaria
 y de una renovada línea jurisprudencial que emerge de muchos de los tribunales que fueron punta de lanza en el debate por “matrimonio igualitario”
.

3.2. Formas familiares que exceden el marco matrimonial, vectores de asignación de derechos y futuras discusiones
Como debate centrado en el “matrimonio igualitario”, lógicamente tuvo un eje definido que no permitió habilitar reflexiones mucho más allá de él. De tal manera, las discusiones se enfocaron en la (in)justicia de la exclusión de ciertas parejas de las instituciones existentes, pero no fue posible abarcar también aquellos arreglos que exceden el marco matrimonial. A un año de la sanción de la ley, Viturro (2011) escribía: 

Podríamos preguntarnos e imaginar cómo sería hoy la sociedad si se hubiera consagrado otra estrategia, por ejemplo una que dé cuenta de las organizaciones familiares que exceden el marco matrimonial. Podemos también preguntarnos qué posibilidades de éxito hubiera tenido antes de la ley de matrimonio igualitario, y/o cuáles podría tener ahora. 

Preguntas en ese sentido son válidas y parten de presupuestos que considero adecuados. Aún cuando la agenda de debate, en rigor, tuvo algunos guiños a demandas que la excedían
 y ciertos llamamientos a una discusión todavía más amplia sobre los arreglos familiares
, su eje medular acarrea algunos desafíos. Muchos de ellos se encuentran emparentados con las observaciones críticas sobre el matrimonio que fueran adelantadas en la Tercera Sección de este escrito. Autores como Fígari llaman a ser conscientes de, por un lado, “…la limitación en parte exclusoria de todo y cualquier derecho” y, por otro lado, a “…asumir el gesto crítico que implica pensar siempre a quienes dejamos afuera y cuáles son los límites que fija y aquello que reifica la política de reconocimiento ante cualquier demanda”
. En un sentido similar, Meccia (2010) advierte que el “matrimonio igualitario” “…reveló algo muy importante de nosotros mismos” y, con todo, “…hacia futuro, lo más importante sería pensar qué otras cosas de nosotros no reveló, a qué otros no reveló y actuar en consecuencia” (p. 82). De una forma aún más contundente, afirma Flores (2010) que “…el matrimonio debe ser un derecho disponible para tod*s, pero comprendamos de antemano que ese tod*s se recortará sobre un gran espectro de otr*s de la comunidad lgtbi que pagaremos un generoso precio” (p. 12). 

La larga discusión en el campo de las sexualidades alrededor de cómo pararse ante la institución matrimonial, deja varias líneas de reflexión que podrían ser re-visitadas, aprovechando algunos corrimientos simbólicos generados por el debate que tuvo lugar. La agenda que fue impulsada en nuestro país puede ser capitalizada de manera tal de colocar en una mejor posición a los colectivos sociales para llamar a discusiones de transformación más profunda, incluso más allá de su propia situación. A los colectivos LGTBI puede liberarlos de algunas de sus tensiones internas
, mientras que a los críticos de la institución matrimonial puede permitirles “no quedar pegados” a los discursos tradicionales y conservadores, mejorando las posibilidades de inteligibilidad de sus intervenciones críticas. 

Así, en primer lugar, es necesario habilitar también las más amplias discusiones acerca de cómo proteger y en qué condiciones a las personas y comunidades para las cuáles el matrimonio no resulte una opción disponible, útil o valorada
. Mientras que para muchas personas quedar fuera del importante terreno simbólico delimitado por el matrimonio civil ha generado importantes perjuicios -cruciales para comprender cierta dimensión de la exclusión-, otras entienden que regímenes de ese tenor implican el sometimiento a normas consideradas costosas y arbitrarias, o a la rutina y comercialización de sus relaciones íntimas
. Otros arreglos familiares continúan sin siquiera poder hacerse la pregunta, en tanto carecen de opciones institucionales. 
En estos términos, las teorías queer, junto con otros enfoques, han contribuido moviendo permanentemente los ejes del debate (Vaggione, 2008), advirtiendo sobre los riesgos de establecer políticas asociadas con la sexualidad centradas sólo en el matrimonio y sobre los potenciales efectos de “normalización” y “asimilación” de la intervención estatal que impide una desarticulación más profunda de los condicionamientos existentes. Serán posiblemente nuevas demandas sociales las que obliguen a reflexionar sobre el punto de cara al futuro, en tanto son múltiples y variadas las maneras que las personas (de cualquier orientación sexual) encuentran para organizar sus hogares, sus familias y sus vidas. De allí que deben examinarse el tipo de desigualdades y privilegios que pudieran derivarse de ellas (Ettelbrick, 1989; Warner, 2002; Polikoff, 2008)
. 

Es claro que el modelo tradicional de la familia nuclear hace tiempo viene cediendo paso a un conjunto diverso de variantes. El “matrimonio igualitario” no debiera venir a negar esa diversidad, sino a ser una evidencia más de que ella existe y debe ser atendida. La historia siempre muestra que los marcos del reconocimiento no suelen moverse a la misma velocidad que aquello que debe ser reconocido. Las relaciones de interdependencia -emocional, económica- que las personas establecemos son sumamente complejas
. Sentimos, deseamos, imaginamos, necesitamos y exigimos de maneras diversas. La invitación ahora es evaluar lo que se tiene e ir más allá de eso, explorando alternativas, debatiendo y superando los criterios que han implicado la segregación de diferentes personas, por razones no sólo vinculadas con la sexualidad.

Un antecedente de este tipo de ejercicio puede verse en la experiencia comparada. Así, por ejemplo, el documento de incidencia Beyond same-sex marriage: a new strategic vision for all our families & relationships
, ofrece diferentes supuestos para pensar tanto en las diversidades existentes (personales, familiares, sociales) como en las posibilidades de su reconocimiento y respeto, de manera tal de acceder a un flexible conjunto de beneficios económicos y opciones, independientemente de factores relacionados con la orientación sexual, la raza, el género, la identidad de género, la clase o el estatus de ciudadanía. Ejercicios similares podrían ser llevados adelante aquí
, o por lo menos ser tenidos en cuenta como criterios futuros de generación de políticas, según nuestras particularidades y requerimientos. Los datos del último censo dan cuenta de estructuras familiares que no se ajustan en múltiples aspectos a las ideas tradicionales, entre ellas un incremento de la cantidad de personas que conviven sin estar unidas por matrimonio civil
, una cantidad mayor de solteros que de casados en el país y un aumento significativo de jefaturas de hogar femeninas (Vallejos, 2011).
En segundo lugar, cercano a lo señalado precedentemente, también sería necesario llamar a una reflexión detenida acerca de los vectores actuales de asignación de ciertos derechos. Los derechos básicos que hacen a la justicia social y a la vida digna en todas sus etapas, deberían desligarse progresivamente de elementos tales como el estado civil o las formas de unión que elegimos, si así lo hacemos. Son derechos demasiado importantes como para conectarse con los criterios equivocados. Es el hecho de ser personas el que en cualquier lugar, en cualquier momento y en cualquier circunstancia debiera garantizarnos la posibilidad efectiva de gozar de los derechos más elementales. La discusión por “matrimonio” no pudo poner en cuestión la pertinencia de la conexión entre la institución y el paquete de beneficios que trae aparejada, en tanto se centró mayormente en la validez de la exclusión de no heterosexuales de esos beneficios. Butler (2007) se lo pregunta en estos términos: 

¿Por qué el matrimonio o los contratos legales deberían ser la base sobre la que se asignan beneficios de atención médica, por ejemplo? ¿Por qué no debería haber formas de organizar los beneficios de salud de modo tal que todos, independientemente del estado civil, tengan acceso a los mismos? Si se argumenta a favor del matrimonio como forma de asegurar tales derechos, ¿no se afirma también, entonces, que derechos tan importantes como la salud deberían seguir dependiendo del estado civil? ¿Qué significa eso para la comunidad de quienes no se casan, los célibes, los divorciados, los que no tienen interés, los que no son monógamos; y cómo se reduce la propia legibilidad del campo sexual una vez que extendemos el matrimonio como norma? (pp. 29-30)
.

Sin embargo, hace ya muchos años William Eskridge (2000) llamaba a ver las oportunidades más allá de los límites: 

“La concepción transformadora de la igualdad sostiene que, en ciertas circunstancias, la igualdad ofrece oportunidades para que el Estado moderno reflexione [sobre] las prácticas pasadas y rediseñe instituciones de tal manera que sean mejores para la sociedad en su totalidad, y no sólo al grupo previamente marginado. Bajo esta concepción, las desigualdades anteriores no son únicamente las discriminaciones que deben terminar de producirse (igualdad formal) o los males que necesitan ser corregidos (igualdad reparadora), sino que son los defectos que también revelan imperfecciones en las instituciones existentes y que sugieren la posibilidad de reformar instituciones o crear nuevas que sirvan mejor a los propósitos sociales” (p. 218). 

Y nos recordaba que “…la experimentación en política social comenzada por el movimiento a favor del matrimonio entre personas del mismo sexo puede, y quizás debería, crear nuevas instituciones disponibles para todas las clases de pareja, no sólo a las de igual sexo” (p. 219), en tanto se pueden “…imaginar muchas otras posibles instituciones” (p. 220). 

QUINTA SECCIÓN: CONCLUSIONES
1. Reconstrucción
En este trabajo me propuse lo siguiente. En la primera sección, explicar la acción política de los colectivos de la diversidad sexual y reconstruir ciertas formas de movilización legal e interacción con el derecho, fenómenos que no son privativos de este país sino de buena parte de las democracias establecidas y al nivel del sistema internacional. En la segunda, bajar a un escalón más específico estas dinámicas de intervención, centrándome en el campo local y repasando algunas agendas legales que los colectivos LGTBI tramitaron ante las burocracias estatales, sea por la vía legislativa, judicial y/o ejecutiva. En la tercera, presentar algunas discusiones teóricas y políticas que suscitaron los reclamos del campo de la diversidad sexual en relación con las formas de reconocimiento estatal de sus parejas y arreglos familiares; repasar brevemente algunas experiencias foráneas y reconstruir -desde un estudio y seguimiento del caso argentino, apoyado por literatura especializada, material de archivo y trabajos recientes- el proceso que culminó con la sanción de la ley de “matrimonio igualitario”. En la cuarta, sintetizar algunos elementos característicos de la estrategia local, sus aportes al campo jurídico y los desafíos que genera de cara a procesos de democratización más profundos, capaces de convertir los derechos formales en accesibles, detenerse en la especificidad de los grupos y mantener abierta la reflexión crítica.
2. Balance y perspectivas
La interacción con el derecho y las instituciones no ha sido lineal ni carente de sobresaltos, sino que ha originado fuertes discusiones tanto hacia el “exterior” de los movimientos de la diversidad sexual como hacia su “interior”. Estas formas de interacción a menudo implican interpelarlo como soporte ideológico de muchas discriminaciones y violencias y, paralela y paradójicamente, como posible vehículo para superarlas. Así, tanto en el plano material como simbólico, buena parte de los colectivos de la diversidad sexual han encontrado en la movilización del derecho la posible solución de males actuales, así como la promesa de mejoras futuras. Este carácter bivalente del derecho -como instrumento de opresión y como instrumento de emancipación- ayuda a explicar cómo diferentes colectivos sociales se paran frente a él con ilusión, pero también con reserva y con sospecha (incluso cuando el derecho y sus instituciones “responden positivamente”), en tanto sus luchas están marcadas de antemano por las asimetrías existentes
 y por los condicionamientos contextuales. 

Al momento de escribir este trabajo, muchas demandas históricamente politizadas del campo de la diversidad sexual continúan insatisfechas, entre ellas: una reforma de la ley antidiscriminatoria que incorpore a la “orientación sexual” y la “identidad de género” -y su expresión- como categorías explícitamente protegidas; la eliminación de las restricciones existentes para la donación de sangre y la derogación de diferentes códigos de convivencia y de faltas que habilitan formas de violencia inadmisibles contra colectivos LGTBI y personas en prostitución. También, como se dijo, lesbianas madres intentan regularizar la situación de sus hijos e hijas nacidos antes de la sanción de la ley de “matrimonio igualitario” o en el marco de relaciones no legalizadas por dicha vía; mientras que, a la par, abogan por leyes que regulen el acceso a la fertilización asistida para llevar adelante proyectos vitales asociados con la maternidad
.

Por el lado del activismo trans, la movilización posterior al “matrimonio igualitario” logró colocar en agenda los urgentes reclamos asociados con las condiciones de acceso al derecho a la identidad. Actualmente, las comunidades travesti, transexual y transgénero despliegan sendas estrategias ante los poderes ejecutivo, legislativo y judicial para el reconocimiento de sus identidades de género en las partidas documentales, así como para el acceso a intervenciones hormonales y quirúrgicas consentidas dentro de un mucho más amplio derecho a la autonomía personal. Algunas de ellas comienzan a surtir efectos, a propósito de los renovados bríos que este pensante, imaginativo y potente activismo trajo a la arena de discusión. 

La judicatura porteña, de la mano de integrantes que tuvieron un rol central en los casos por “matrimonio igualitario”, ha comenzado a modificar los criterios tradicionales de gestión judicial de reclamos asociados con la identidad de género, dando lugar así a una renovada jurisprudencia
, más atada al principio de autonomía personal que a la constatación de brutales recaudos médico/legales. 

Por su parte, en tanto se requieren medidas más profundas y de alcance general, el trámite parlamentario de distintos proyectos legislativos está dando resultados más tangibles. A poco de finalizar este trabajo, la Cámara de Diputados de la Nación ha dado media sanción al proyecto de “ley de identidad de género”, generado a partir de propuestas de organizaciones LGTBI y trans
. Una de ellas, surgida al alero del Frente Nacional por la Ley de Identidad de Género
, sentó la estructura general/ integral del proyecto consensuado y con media sanción, que establece tanto los requerimientos para el respeto a la identidad de género auto-percibida de las personas en los procesos de cambio de su documentación y registros, como los procedimientos para el acceso al derecho a la salud integral, particularmente aquello que tiene relación con las intervenciones quirúrgicas y hormonales consentidas. Entre sus pilares más salientes, se establecen trámites administrativos ágiles (y ya no judiciales) para la modificación de la documentación, sin intermediación de criterios bioéticos, biomédicos o periciales sobre la identidad de quienes pretenden dichas modificaciones y/o el acceso a técnicas quirúrgicas y hormonales de intervención corporal; prestaciones que, por otro lado, pasan a formar parte del Plan Medico Obligatorio (PMO) como parte del derecho a la salud integral. Así, la Argentina va camino a la sanción de una ley que se ubica a la vanguardia, sin parangón en otras latitudes
.

3. Reflexiones finales 
En términos de balance entiendo que estas estrategias de incidencia posibilitaron transformaciones legales importantes, mejorar la participación como pares en las discusiones políticas y poner en discusión algunas manifestaciones de la opresión. Sin idealizar la intervención organizada de los colectivos LGTBI -y, por supuesto, de ningún otro-, ha permitido desestabilizar ciertos sentidos que atraviesan el sistema general, interpelando paradigmas reguladores que afectan a todas las personas sin excepción
. Su acción teórica, social y política ha revelado nuevas formas de ver el mundo, pensar las sexualidades, reflexionar sobre el poder, redefinir los límites del sistema sexo/género establecido, revisar las prácticas propias y ajenas. 

Por su parte, tanto los colectivos feministas como LGTBI han hecho una enorme contribución al denunciar la falta de objetividad que caracteriza el derecho, así como su carácter no neutral, político e ideológico. Tanto mejor y mayor será esa contribución si no es olvidada ahora que se han logrado reformas ansiadamente pretendidas, como la ley de “matrimonio igualitario”. Al fin y al cabo, reformas legales mediante, lejos se está de desmantelar una estructura que responde de manera muy hostil a la diversidad.

La medición de los logros de un modo de intervención sobre la realidad -sobre todo cuando tiene pretensiones tanto materiales como simbólicas- requiere miradas de largo plazo, estudios detenidos y, sobre todo, una apertura a la reflexión crítica. Así, una buena forma de avanzar en transformaciones más profundas es no perder de vista algunas de las tensiones y riesgos que suelen venir junto con los beneficios de un activismo enfocado en el acceso a derechos y en la transformación de las leyes
. Entre ellos, quisiera finalizar con dos: 

(a). Habilitar sólo un lenguaje de reclamo antidiscriminatorio, así como de privilegiar en demasía a quienes mejor manejan ese lenguaje. La centralidad del derecho y la movilización legal usualmente convierte también en actores centrales a quiénes operan con sus lógicas -abogados, jueces, funcionarios públicos, etcétera-, sobre todo cuando se canaliza por la vía del sistema de justicia
. En esos términos, la tensión que se presenta es cómo hacer participar a estos recursos sin trasladar a ellos el poder de definir los alcances de la democracia y de la discusión. 

(b). Reducir complejas biografías personales/políticas a estereotipos de sufrimiento, privación y dolor. La acción política de los colectivos LGTBI a menudo sufre muchos de los problemas propios de hacerse visible en matrices expulsivas: apelación a estereotipos positivos para enfrentar estereotipos negativos, reducciones excesivas, sobre-valoración, e incluso cristalización (y esencialismo) de muchas identidades. El discurso de derechos en ocasiones únicamente se hace inteligible dentro de una matriz de sufrimiento y violencia; en tal sentido, sólo permite entender la situación de ciertos sujetos en tanto sujetos que “sufren”. Aquí se presenta una tensión corrientemente identificada por la praxis teórica y política: ¿Cómo garantizar el reconocimiento y los derechos de sujetos privados de ellos sin reducir sus identidades a tales privaciones? ¿Cómo superar la potencial construcción de estereotipos de vulnerabilidad que reduzcan y distorsionen biografías personales/políticas mucho más ricas y complejas? ¿Cómo recuperar en el espacio público el conocimiento de quien mejor conoce
? ¿Cómo expandir la alegría, la celebración, el deseo?
4. Epílogo
La reflexión sobre las ventajas y nudos problemáticos de las estrategias de trabajo con el derecho no son privativas del campo de la diversidad sexual, sino que vienen siendo largamente desarrolladas por otros movimientos sociales. Algunas de las reflexiones precedentes son compartidas por una multiplicidad de grupos violentados y discriminados, de allí que su respuesta quizás dependa de la construcción de mayores posibilidades de articulación entre ellos y de la ampliación de los foros de intercambio reflexivo. Sus luchas han puesto de resalto las oportunidades que existen para modificar leyes y acceder a derechos, pero en el mismo sentido han demostrado su fragilidad para transformar radicalmente los sistemas de opresión existentes. 

Con posterioridad a la ley de “matrimonio igualitario”, es posible que se abran nuevos espacios promisorios para modificaciones legales y para la ampliación de ciudadanía. Es todavía pronto para saber cómo las transformaciones sociales, políticas e institucionales redefinirán el tablero de discusión futura alrededor de las sexualidades, el control sobre el cuerpo, los roles de género, las familias y las políticas de acceso a derechos. Por ello, resulta fundamental seguir pensando acerca de cómo generar estrategias sólidas, que permitan minimizar costos y superar algunos de los límites que las ensayadas revelan.
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�	 Esta sigla, marcada por la revisión, la impugnación, la transformación y la apertura, tiende a utilizarse para referir al activismo de colectivos de lesbianas, gays, travestis, transexuales, transgéneros, bisexuales e intersexuales, sin perjuicio de las diferencias (y jerarquías) entre ellos y hacia su interior. Como se verá a lo largo de este escrito, la situación de estos colectivos suele diferir, lo cual se traduce en diversos tipos de vivencias, tensiones, exigencias, alianzas, acciones políticas, estrategias y, por supuesto, prioridades. Si bien aquí se usará esta sigla, al citar trabajos, investigaciones y documentos ajenos frecuentemente sufrirá variaciones, que se mantendrán por respeto a los originales y como evidencia concreta de esa revisión, impugnación, transformación y apertura. Asimismo, en tanto el lenguaje -como instrumento de poder que moldea realidades- es interpelado por válidas razones por la militancia LGTBI, se respetará aquí el uso de ciertas formas de escritura que pueden no estar reconocidas oficialmente por las reglas que rigen el idioma castellano. Finalmente, intentaré a lo largo de estas páginas utilizar un lenguaje inclusivo, pero adelanto mis disculpas respecto de los casos en que no lo logre. 


�	 Entre ellas, la presentación del Anteproyecto de nuevo Código Civil y Comercial para la República Argentina (marzo de 2012), que aborda cuestiones relacionadas con este trabajo, en especial respecto de algunos contenidos de la Cuarta Sección. Asimismo, el inminente tratamiento del proyecto de “Ley de Identidad de Género” con media sanción de la Cámara de Diputados, al cual me refiero en la Sección de Conclusiones.


�	 Opto aquí por el reconocimiento genérico, en tanto nombrar a cada una de esas personas derivaría en involuntarias e injustas omisiones. Sus trabajos, pensamientos y reflexiones podrán verse en buena parte de la literatura que utilizo en este escrito. Sin embargo, agradezco especialmente a quien fuera mi Directora de Tesis, la Dra. Marcela Rodríguez, por su enorme generosidad, por su acompañamiento permanente a lo largo del proceso, por los largos intercambios y por la atenta lectura de cada uno de los borradores previos de este trabajo. También extiendo el agradecimiento a quienes se tomaron la molestia de discutir conmigo algunos desarrollos preliminares y acercarme un conjunto de sugerencias de estructura y bibliografía para mejorar la calidad de esta tarea.


�	 Fernández Valle, Mariano (2010). “Después del matrimonio igualitario”. En Aldao, Martín y Clérico, Laura (Coords.), Matrimonio igualitario. Perspectivas sociales, políticas y jurídicas. (pp. 179-204). Buenos Aires: Eudeba. El escrito citado fue realizado en el marco de los estudios para este trabajo, durante una estadía como becario residente en el Instituto Internacional de Sociología Jurídica de Oñate, España (octubre-diciembre 2010). Principalmente, retomo buena parte de sus desarrollos y citas en la Cuarta Sección (epígrafe inicial y acápites 3.1 y 3.2), con distintas modificaciones y agregados a modo de actualización.


�	 Sostiene Fraser (2006): “A pesar de la contradicción y la complejidad culturales, los patrones de valor que impiden la paridad siguen regulando la interacción en las instituciones sociales más importantes; prueba de ello son la religión, la educación y la ley (…) las normas que favorecen a los blancos, europeos, heterosexuales, hombres y cristianos están institucionalizadas en muchos lugares de todo el mundo. Siguen impidiendo la paridad de participación y, en consecuencia, definiendo los ejes de la subordinación de estatus” (p. 58). 


�	 Agrega la autora: “Históricamente las diferencias han sido establecidas de diversas maneras (…) Las diferencias biológicas, culturales y económicas con frecuencia se entrecruzan y se configuran entre sí. Uno de los más importantes desafíos de las sociedades democráticas contemporáneas es saber cómo reconocer e incluir mejor esas diferencias sin reproducir las jerarquías” (Gómez, s./f., p. 1, citas omitidas). 


�	 Así, tanto las formas de activismo que apelan a “políticas de identidad” como formas de activismo que apelan a “políticas más allá de las identidades” coinciden en un diagnóstico que habla de distintos tipos de maltrato contra sexualidades no normativas. 


�	 Como se verá en diferentes secciones de este escrito, no es idéntico el maltrato sufrido por gays, lesbianas, bisexuales, trans e intersex (ni las exigencias y resistencias derivadas de él), máxime cuando las marcas de identidad sexual se cruzan con otras tales como el género, la edad, la etnia, la pobreza y la apariencia.


�	 Ver Human Rights Watch (2009). 


�	 Los autores indican que: “[p]or heteronormatividad designamos a un principio organizador del orden social y de las relaciones sociales, política, institucional y culturalmente reproducido, que hace de la heterosexualidad reproductiva el parámetro desde el cual juzgar (aceptar, condenar) la inmensa variedad de prácticas, identidades y relaciones sexuales, afectivas y amorosas existentes”, agregando también que los “…cuestionamientos a la heteronormatividad se plantean cada vez más desde los lugares más heterogéneos. La interseccionalidad de los ejes de opresión (género, sexualidad, clase, raza, etnia, educación, estilos de vida, trabajo, incluyendo el trabajo sexual, etc.), la complejidad de los fenómenos, se hacen evidentes e imposibles de soslayar” (Pecheny y De la Dehesa, 2010, p. 16, nota al pie Nº 2).


�	 Como señala Libson (2010): “[l]os efectos derivados de la heteronormatividad no sólo forman parte de los diversos sentidos comunes de una sociedad excluyente, sino también de las representaciones sociales que, incluso entre aquellos y aquellas que experimentan la discriminación, las reproducen” (acápite 2.2, párr. 2). Utilizo esta cita en Fernández Valle (2010), p. 180. 


�	 Afirma Segato (2003a) que “…la normalidad del sistema es una normalidad violenta, que depende de la desmoralización cotidiana de los minorizados” (p. 12). Ver también Segato (2003b).


�	 Ver nota al pie Nº 8 de este trabajo. 


�	 A 2010, se señalaban por lo menos 76 países en los que se perseguía a las personas por su orientación sexual e identidad de género. Ver Otosson (2010), p. 4.


�	 Ver Ottoson (2010), utilizado en Fernández Valle (2008). Específicamente para América Latina, algunos patrones de abuso se registran en Human Rights Watch (2009), pp. 39-41.


�	 Agrega el estudio citado que: “La cuantificación de la violencia homofóbica y transfóbica es complicada debido al hecho de que pocos Estados cuentan con sistemas para vigilar, registrar y denunciar estos incidentes. Incluso cuando se dispone de esos sistemas, cabe la posibilidad de que los incidentes no se denuncien o se denuncien mal porque las víctimas desconfían de la policía, temen represalias o amenazas contra su vida privada o son reacios a identificarse como lesbianas, gays, bisexuales o trans o porque los encargados del registro de los incidentes no reconocen el móvil de los autores” (párr. 23).


�	 Ver posición de Amnistía Internacional en � HYPERLINK "http://www.amnesty.org/en/node/14820"��http://www.amnesty.org/en/node/14820�


�	 En algún sentido, estos desarrollos siguieron el señero camino marcado por los Principios sobre la Aplicación de la Legislación Internacional de Derechos Humanos en relación con la Orientación Sexual y la Identidad de Género (“Principios de Yogyakarta”, 2006), que redactados por un panel de especialistas en la materia, constituyen un completo y ambicioso avance de años recientes. Los “Principios de Yogyakarta” fueron receptados con posterioridad a su publicación por algunos organismos de la ONU, entre ellos el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) y el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, entre otros. El ya citado Informe del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (2011) también los recoge.


�	 Un panorama sobre el desarrollo del derecho internacional en este campo puede verse en Miller (2009) y en Quinn (2010).


�	 Esta Declaración reconoce varios antecedentes, entre los cuales puede señalarse una resolución presentada por Brasil en 2003 a la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas (actual Consejo de Derechos Humanos), que el propio gobierno luego pospuso ante la oposición de otros Estados, en particular de la Organización de la Conferencia Islámica (OCI). También puede señalarse la declaración presentada por Noruega al Consejo de Derechos Humanos en 2006, acompañada por cincuenta y cuatro Estados miembros de las Naciones Unidas. Reseña extraída de Quinn (2010), pp. 34-35.


�	 Ver Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas (2011), Resolución Nº 17/19: Derechos Humanos, Orientación Sexual e Identidad de Género. 


	El estudio encargado es el citado en nota al pie Nº 16 de este trabajo. Fue publicado el 17 de noviembre de 2011 y releva distintas formas de maltrato contra personas LGTBI, leyes y prácticas discriminatorias, así como desarrollos internacionales aplicables y recomendaciones para superar las afectaciones de derechos identificadas.


�	 Ver Asamblea General de la Organización de Estados Americanos (2008), AG/RES. 2435 (XXXVIII-O/08). Derechos Humanos, Orientación Sexual e Identidad de Género. 


�	 Ver Asamblea General de la Organización de Estados Americanos (2009), AG/RES. 2504 (XXXIX-O/09). Derechos Humanos, Orientación Sexual e Identidad de Género.


�	 Ver Asamblea General de la Organización de Estados Americanos (2010), AG/RES. 2600 (XL-O/10). Derechos Humanos, Orientación Sexual e Identidad de Género.


�	 Ver Asamblea General de la Organización de Estados Americanos (2011), AG/RES. 2653 (XL-O/11). Derechos Humanos, Orientación Sexual e Identidad de Género.


�	 También puede verse la flamante creación de una Unidad para los derechos de lesbianas, gays, trans, bisexuales e intersex al interior de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). Ver Comisión Interamericana de Derechos Humanos (2011b), Comunicado de prensa Nº 115/2011. 


	La CIDH había afirmado con anterioridad estar “…profundamente preocupada por la información que ha recibido durante los últimos años sobre la discriminación de jure y de facto contra estas personas, sus efectos en todos los ámbitos de su vida y, en particular, los intolerables niveles de violencia a los que están sujetas en Estados del continente”. Ver Comisión Interamericana de Derechos Humanos (2011a), Anexo al comunicado de prensa 28/11 sobre el 141º período ordinario de sesiones de la CIDH. 


�	 Días atrás, cerraba este trabajo diciendo que la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) nunca había decidido un caso contencioso relacionado con la orientación sexual y la identidad de género. Sin embargo, hechos sucedidos el 24 de febrero de 2012 me obligaron a modificar dicha afirmación. En la fecha referida, la Corte IDH se pronunció en la causa “Atala, Karen e hijas c. Chile” (petición Nº 1271-04), reconociendo la discriminación sufrida por la peticionaria en razón de su orientación sexual, entre otros puntos demandados. 


	En la demanda ante la Corte IDH, la Comisión Interamericana había hecho hincapié en la “orientación sexual” como categoría protegida por el derecho internacional; en la prohibición de discriminación; en la necesidad de realizar un escrutinio estricto frente a violaciones de derechos que encuentren su base en ella; en la situación general del colectivo homosexual y en los prejuicios generales que lo afectan, tanto en lo social como en lo institucional. El fallo posterior de la Corte IDH reconoce muchos de estos requerimientos, establece la responsabilidad del Estado chileno por violaciones de distintas cláusulas convencionales y ordena reparaciones a las víctimas. 


�	 La Comisión Interamericana había tenido una oportunidad similar con anterioridad (1999), en el marco del caso de Marta Lucía Álvarez Giraldo, quien denunciaba discriminación por parte del sistema penitenciario colombiano, que negaba su derecho a las visitas íntimas de la mujer que era su pareja. Este caso finalmente se resolvió por la vía de una solución amistosa. Ver Comisión Interamericana de Derechos Humanos, “Marta Lucía Álvarez Giraldo c. Colombia” (caso Nº 11.656). 


	Más de diez años después, la Comisión IDH tramitaría el caso “Atala” y lo enviaría luego a la Corte IDH para el ejercicio de su competencia contenciosa, tal y como se describe en la nota al pie precedente.


�	 En América Latina, pueden verse algunos recientes análisis y estudios de caso que se centran en la movilización legal y en sus posibilidades: Lemaitre Ripoll (2007); Bergallo (2008); Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS) (2008); Arcidiácono, Espejo Yaksic y Rodríguez Garavito (Coords.) (2010); Jaramillo y Alfonso (2011), Albarracín Caballero (2011b); Puga (2012), entre muchos otros. Con anterioridad y en paralelo, también pueden verse los desarrollos del litigio en derechos humanos, en derecho de interés público y en litigio estructural desplegados a lo largo de nuestro continente. 


�	 Para una introducción a estos estudios, se recomienda Rodríguez (1999). 


�	 Ver, a modo de ejemplo, Kennedy (2006). Por su parte, Brown (2003) pone de resalto una serie de paradojas y complejidades del uso del discurso de derechos, aún cuando llama a análisis situados y contextuados.


�	 Algunos reparos frente a las posibilidades de articular los desarrollos de los estudios críticos con políticas efectivas de emancipación de colectivos sociales oprimidos, pueden verse en Crenshaw (2006). También son muy conocidos los desarrollos de Williams (2003), sobre la insuficiencia de las teorías críticas del derecho para dar cuenta de la experiencia de los colectivos oprimidos frente a la negación y el reconocimiento de sus derechos.


�	 Por otra parte, respaldado por la amenaza de la fuerza y por el temor ante su incumplimiento (Facio y Fries, 1999, pp. 56-57). Ver también Jaramillo y Alfonso (2011), 268-269.


�	 Nos dice Crenshaw (2006) que la lucha de los grupos subordinados es una lucha por la inclusión, “un intento por manipular elementos de la ideología dominante para transformar la experiencia de la dominación” (p. 122). 


�	 Para Crenshaw (2006): “Los intentos de aprovechar el poder del Estado a través de la retórica y los ensalmos jurídicos apropiados deben ser apreciados como actos políticos intensamente poderosos y calculados” (p. 119).


�	 “Desde esta perspectiva, el Olimpo del discurso de los derechos puede ser efectivamente una altura apropiada desde la cual quienes están en el extremo rico de la desigualdad, quienes ya tienen el poder de los derechos, pueden querer saltar”. Ver Williams (2003), pp. 54-55. Viturro (2011) también hace uso de esta cita.


�	 Sobre ella, señala la autora: “La primera es la injusticia socioeconómica, arraigada en la estructura político-económica de la sociedad. Los ejemplos de este tipo de injusticia incluyen la explotación (es decir, la apropiación del usufructo del trabajo propio en beneficio de otros); la marginación económica  (esto es, el verse confinado a trabajos mal remunerados o indeseables, o verse negada toda posibilidad de acceder al trabajo remunerado); y la privación de los bienes materiales indispensables para llevar una vida digna” (Fraser, 1997, p. 21).


�	 Sobre ella, señala la autora: “La segunda forma de entender la injusticia es la cultural o simbólica. En este caso, la injusticia está arraigada en los patrones sociales de representación, interpretación y comunicación. Los ejemplos de este tipo de injusticia incluyen la dominación cultural (estar sujeto a patrones de interpretación y comunicación asociados con otra cultura y ser extraños u hostiles a los propios); el no reconocimiento (hacerse invisible a través de prácticas representativas, interpretativas y comunicativas de la propia cultura); y el irrespeto (ser calumniado o menospreciado habitualmente en las representaciones culturales públicas estereotipadas o en las interacciones cotidianas)” (Fraser, 1997, pp. 21-22).


�	 También destacando tanto la esfera material como simbólica para delinear los contornos de la opresión que sufren ciertos grupos, Crenshaw (2006). Ver también Young (2000) y Fraser y Honneth (2006), entre otros.


�	 Las ideas de Nancy Fraser con relación a la acción política de los movimientos de diversidad sexual, son utilizadas en el análisis de otros trabajos citados aquí. Pueden verse algunos en las compilaciones de Pecheny; Fígari y Jones (Comps.) (2008) y Aldao y Clérico (Coords.) (2010). 


�	 Segato (2003a) toma la tesis de García Villegas (1995) sobre la “eficacia simbólica” del derecho, y redefine su uso destacando su importancia en la lucha de los colectivos vulnerados (pp. 15-16).


�	 En otro de sus trabajos, Segato sostiene que si bien “…un trabajo sobre la sensibilidad ética es la condición única para desarticular la moralidad patriarcal y violenta en vigor”, el Derecho posee “…un papel fundamental en ese proceso de transformación”. Ver Segato (2003a), p. 15.


	También Lemaitre Ripoll (2007), en su sentido diferente, desarrolla la importancia que tiene para los colectivos oprimidos “ser nombrados” por el derecho, de una manera más cercana a criterios de justicia y más allá del “…cálculo de la utilidad que resultara de la victoria o la derrota” (p. 9). 


�	 García Villegas (1995) señala que la caracterización del discurso jurídico como legítimo, verdadero, justo -más allá de la correspondencia de tales adjetivaciones con la realidad- ayuda a explicar la fuerza que adquiere el derecho, y su rol en los cambios sociales.  


�	 “Nuestro Mundo” se constituye como una de las organizaciones pioneras, mientras que posteriormente, en 1971, se forma el “Frente de Liberación Homosexual”, que según Litardo (2007) “…se erige como una organización política combativa que reunía a varias agrupaciones militantes…”, que “…gestionó estrategias de articulación junto a movimientos feministas…” e intentó “…alianzas con los principales partidos políticos de izquierda de la Argentina…”. Ver Litardo (2007), p. 4. 


�	 Indica el Plan Nacional contra la Discriminación (2005) de nuestro país: “Con anterioridad a la dictadura 1976-1983 ya existían varios movimientos de defensa de los derechos de las personas con sexualidades e identidad de género diversas. La dictadura promovió la desaparición de estos movimientos y el escarnio y persecución para los/as homosexuales argentinos/as. Como ya ha sido señalado, son miles los casos de torturas y persecuciones policiales durante este período contra estas personas”. Ver Instituto Nacional contra la Discriminación, la Xenofobia y el Racismo (INADI) (2005), p. 163.


�	 A modo de ejemplo, como se señalará posteriormente, fue recién en el año 1991 que la Comunidad Homosexual Argentina (CHA) consiguió su personería jurídica, por decisión administrativa y luego de un costoso proceso judicial que le fuera adverso. 


�	 En sentido complementario, se indica que: “La irrupción en la esfera pública y política de un movimiento GLTTBI y de cuestiones de derechos relativas a la diversidad sexual, consolidada en los años noventa, se suma al progresivo desarrollo de las temáticas reproductivas hacia un lenguaje de derechos y, junto al VIH/sida y los históricos temas del feminismo, dan forma al panorama actual del campo de los derechos sexuales en la Argentina” (Pecheny, 2007, p. 73).


�	 La “Marcha del Orgullo LGTBI” se realiza anualmente desde 1992 y tiende a ser considerada por el activismo como un espacio tanto de lucha como de celebración. Para más información sobre su historia, ver: � HYPERLINK "http://www.marchadelorgullo.org.ar/01-historia.php"��http://www.marchadelorgullo.org.ar/01-historia.php�. 


	La existencia de una “Contra-marcha”, impulsada por grupos LGTBI que difieren en sus reclamos y construcción política respecto de la marcha “oficial”, muestra a las claras las tensiones que conviven en este espacio (Moreno, 2008, pp. 234-236).


�	 Las experiencias recientes de “matrimonio igualitario”, así como las actuales a propósito de las leyes de “identidad de género”, refuerzan algunas de estas alianzas.


�	 Son muchas las instituciones internacionales que se agrupan alrededor de temáticas LGTBI (o de cada uno de los subgrupos), con cierta incidencia en las discusiones actuales, entre ellas: Comisión Internacional para los Derechos Humanos de Gays y Lesbianas (IGLHRC); International Lesbian, Gay, Bisexual, Trans and Intersex Association (ILGA); Espacio Latinoamericano de Sexualidades y Derechos (MULABI) y Global Action for Trans* Equality (GATE), entre otras. También organizaciones internacionales de derechos humanos como Human Rights Watch y Amnistía Internacional han incorporado como parte de su agenda asuntos asociados con la orientación sexual y la identidad de género. 


�	 Ver la Primera Sección de este trabajo.


�	 CHA (2006). Diferentes iniciativas de la organización pueden verse en: � HYPERLINK "http://www.cha.org.ar/"��www.cha.org.ar� 


�	 Las severas condiciones de vida de las colectividades travesti, transexual y transgénero, así como su completa falta de acceso a  derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, fueron puestas de resalto por dos estudios llevados adelante en forma conjunta por la organización citada y por profesionales de las ciencias sociales. Estos estudios se han transformado en hitos paradigmáticos de la investigación en este campo. Ver Berkins y Fernández (Coords.) (2005) y Berkins (2008). Puede verse también Fernández (2004). 


	Para un panorama más reciente, se recomienda Cabral (2009).


�	 El Grupo de Estudios sobre Sexualidades (GES) funciona en el marco del Instituto de Investigaciones Gino Germani, de la Universidad de Buenos Aires. Ver:


� HYPERLINK "http://gesgermani.wordpress.com/about/"��	http://gesgermani.wordpress.com/about/� 


�	 La Federación Argentina LGBT reúne organizaciones de diversidad sexual de todo el país y se constituye en 2006 tomando como inspiración, según se señala, a la Federación Estatal Española LGTB (FELGBT) (Litardo, 2007, p. 6). Sus iniciativas pueden verse en:


� HYPERLINK "http://www.lgbt.org.ar/home.php"��	http://www.lgbt.org.ar/home.php�


	Junto con la CHA, suelen ser reconocidas -favorable o críticamente- como las organizaciones hegemónicas dentro del campo de la diversidad sexual, sea por actores que participan de él, sea por actores externos. Para un análisis de las tensiones entre ambas organizaciones y en el más amplio campo político LGTBI, ver Litardo (2007).


�	 Ver la Tercera Sección de este trabajo. 


�	 Iniciativas de la organización pueden verse en: � HYPERLINK "http://www.lesmadres.com.ar/"��http://www.lesmadres.com.ar/�


�	 A 2010, informaban algunos medios de comunicación que el Partido Socialista se convertía en el primero que a nivel país institucionalizaba la participación LGTBI en su interior, creando la Secretaría de la Diversidad Sexual en su Comité Nacional.


�	 Siguiendo a Vaggione (2008), entiendo por “politización” el llevar ciertos asuntos al ámbito de discusión y deliberación pública.


�	 En el año 1993, la campaña del partido “Frente por la Democracia Avanzada” (FDA) junto con la organización “Gays por los Derechos Civiles” incorporaba una amplia plataforma de reclamos centrados en la situación de los colectivos LGTBI, que anticipaba muchos de los esfuerzos y avances del activismo de años posteriores. Ver Bellucci (2010), p. 105.


�	 A través del artículo 75 inc. 22, la Argentina incorporó con jerarquía constitucional once tratados de derechos humanos, a la par que reguló los procedimientos a través de los cuáles otros pueden adquirir dicha jerarquía. Su importancia en el ordenamiento local se ve reflejada en numerosos -y disímiles- fallos de nuestros tribunales y, en particular, de la Corte Suprema de Justicia. Ver fallos “Giroldi, Horacio D. y otro” (Fallos 318:514), 7 de abril de 1995; “Felicetti, Roberto y otros” (Fallos 323:4130), 21 de diciembre de 2000 y “Simón, Julio Héctor y otros” (Fallos 328:2056), 14 de junio de 2005, entre otros.


�	 El artículo 75 inc. 23 estipula como una de las atribuciones del Congreso Nacional: “Legislar y promover medidas de acción positiva que garanticen la igualdad real de oportunidades y de trato, y el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por esta Constitución y por los tratados internacionales vigentes sobre derechos humanos, en particular respecto de los niños, las mujeres, los ancianos y las personas con discapacidad…”. Por su parte, mediante el citado artículo 75 inc. 22 se incorporaron con jerarquía constitucional tratados de derechos humanos centrados en la situación particular de ciertos colectivos sociales en su relación con otros. Ver, por ejemplo, la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés).


�	 Entre varias, la consagración constitucional del amparo, del amparo colectivo, del hábeas corpus y del hábeas data en el artículo 43 de la Constitución Nacional. A su vez, la Corte reconoció la existencia del hábeas corpus colectivo en el precedente “Verbitsky, Horacio s/hábeas corpus” (Fallos 328:1146), 03 de mayo de 2005.


�	 Para la Organización Internacional del Trabajo (OIT), la discriminación en el ámbito laboral “…no es un acto excepcional ni aberrante, sino un fenómeno sistémico, a menudo intrínseco a las pautas de funcionamiento de los lugares de trabajo y arraigado en los valores y normas culturales y sociales dominantes”. Ver Organización Internacional del Trabajo (2007), p. 9. Para formas en que esta discriminación se manifiesta con relación a la orientación sexual, ver p. 47. 


�	 En el año 2010, el Ministerio de Salud de la Nación constituyó una “Mesa Participativa en Diversidad y Salud”, a través de una convocatoria federal a organizaciones LGTBI. Algunos de los resultados relevados en la “Primera Jornada Nacional de Diagnóstico Participativo: Diversidad Sexual y Derechos Sexuales y Reproductivos”, así como las propuestas de las personas que participaron, pueden verse en Ministerio de Salud de la Nación (2011). 


�	 En el año 2008, la Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) mediante la Resolución Nº 671/2008 incluyó a los convivientes del mismo sexo en los alcances de la ley Nº 24.241. Así, el artículo Nº 1 de la Resolución dispone: “Declárese a los convivientes del mismo sexo incluidos en los alcances del artículo 53 de la Ley Nº 24.241, como parientes con derecho a la pensión por fallecimiento del jubilado, del beneficiario de retiro por invalidez o del afiliado en actividad del Régimen Previsional Público o del Régimen de Capitalización, que acrediten derecho a percibir el componente público…”.


�	 También en otros campos, como el contexto de encierro y la privación de libertad, se registran gestiones judiciales, administrativas y legales asociadas con formas de discriminación y violencia contra colectivos LGTBI.


�	 Se suman a las organizaciones señaladas otras de enorme relevancia actual, tales como el Movimiento Antidiscriminatorio de Liberación (MAL) y Futuro Transgenérico. También destaca la formación del Frente Nacional por la Ley de Identidad de Género, surgido al alero de los reclamos vinculados con el derecho a la identidad y el acceso a la salud integral. Ver:


	http://frentenacionaleydeidentidad.blogspot.com/


�	 “Durante la segunda mitad del siglo veinte, distintas provincias argentinas dictaron códigos contravencionales o de faltas. Algunas de estas normas han sido sancionadas durante gobiernos de facto y responden a ordenamientos propios de estados autoritarios. Otras fueron elaboradas o modificadas durante períodos democráticos. Pero tanto unas como otras contienen disposiciones de carácter discriminatorio y represivo que recaen sobre determinados grupos y sectores de la población, restringiendo sus derechos y su capacidad de participación política. A pesar de las diversas acciones, presentaciones judiciales y declaraciones de inconstitucionalidad sobre los códigos o parte de su articulado, estas normas siguen teniendo plena vigencia y son aplicadas con todo el rigor de la ley a lo largo y ancho del territorio nacional” (Parchuc, 2008, p. 1). 


�	 Señala la editorial inaugural de El Teje -primer periódico latinoamericano travesti- que su objetivo principal es: “Dar voz a través de la palabra materializada y con cierta sistematización al silencio social histórico del que somos victimas las travestis y transexuales. Porque el silencio, lejos de ser inmaterial, se traduce sobre los cuerpos en dolor, desaparición y muerte”. Ver Wayar (2007a), p. 2.


�	 Sobre masculinidades trans y su ausencia/marginalidad en los debates sobre derechos sexuales y reproductivos, se sugiere Cabral (2010).


�	 Ver la campaña internacional “STP-StopTrans Pathologization”, disponible en:


� HYPERLINK "http://www.stp2012.info/old/es/manifiesto"��	http://www.stp2012.info/old/es/manifiesto�. Se sugiere también Maffía y Cabral (2003); Cabral (2006); Cabral (2010).  


�	 La gestión y el trámite de los casos de modificación de registros documentales de personas trans puede servir de ejemplo. La justicia en general ha demostrado gestionar inadecuadamente las demandas por cambios de documentación y aún fallos considerados “favorables” (en tanto ordenan las modificaciones documentales requeridas, o las intervenciones quirúrgicas y hormonales reclamadas) a menudo se encuentran plagados de referencias a las ciencias médicas, psicológicas y psiquiátricas -que, incluso, son exigidas como prueba y/o como narrativa privilegiada en las demandas-, reforzando los dispositivos que “patologizan” las vivencias de la sexualidad y las someten a condicionamientos inadmisibles. Es decir, incluso fallos “celebrados” como avances de los derechos de personas trans no han hecho demasiado por impugnar ciertos requerimientos que el derecho instituye como necesarios cuando son absolutamente arbitrarios (por ejemplo, un “reconocimiento” sujeto a diagnostico médico-psiquiátrico, o a cruentas intervenciones corporales no consentidas). Algunos apuntes críticos sobre estos discursos pueden verse en Cabral (2003 y 2010) y Viturro (2010). 


	Hacia el final de este trabajo de tesis, se señalan algunas experiencias legislativas, judiciales y administrativas recientes que dan cuenta de transformaciones que permiten sortear en mayor medida las observaciones críticas precedentes. 


�	 Constitución de la Ciudad de Buenos Aires, artículo 11. Ver también artículos 37 y 38. No son muchos los ordenamientos constitucionales alrededor del mundo que incorporan explícitamente a la “orientación sexual” como categoría prohibida de discriminación: Constitución de Ecuador (artículo 23.3), de Islas Fiji (artículo 38.2), de Sudáfrica (sección 9.3), de Bolivia (artículo 14.II). La Constitución de Bolivia también incorpora a la “identidad de género” (artículo 14.II).


�	 Se entiende por “Unión Civil” en los términos de la LUC a aquella conformada libremente por dos personas con independencia de su sexo u orientación sexual, que satisfaga los restantes requisitos enumerados por la norma; entre ellos: la convivencia en una relación de afectividad estable y pública por un período mínimo de dos años; la posesión de un domicilio en la Ciudad de Buenos Aires y la inscripción de la unión en el Registro Público de Uniones Civiles creado por la propia ley a tales efectos. Por su parte, la LUC permite el acceso a una limitada serie de derechos, principalmente vinculados con cuestiones patrimoniales y de cobertura social. A varios años de su establecimiento, su utilización actual es marcadamente “heterosexual”. Por otra parte, dentro de las parejas no heterosexuales, se registra una mayor utilización de la LUC por parte de parejas de varones y una menor utilización por parte de parejas de mujeres. Ver Fernández Valle (2010), pp. 195-196..


�	 Por la estructura de nuestro sistema federal, las posibilidades de una Ley de Unión Civil sancionada en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires eran de antemano restringidas. En tanto los códigos de fondo son sancionados por el Congreso de la Nación (artículo 75 inc. 12, CN), el acceso a la adopción y a la herencia no pudo contemplarse. 


�	 Por esos años también se daban fuertes discusiones a propósito de programas de salud sexual y reproductiva de la CABA, que ponían de resalto la incomodidad de ciertos grupos frente a los reclamos LGTBI y feministas. Entre otros ejemplos, la “Liga de Amas de Casa, Consumidores y Usuarios de la República Argentina” y la “Asociación Pro Familia” impugnaron ante el Tribunal Superior de la Ciudad de Buenos Aires distintas disposiciones de la Ley Nº 418 (“Ley de Salud Reproductiva y Procreación Responsable”). El Tribunal rechazó por unanimidad la demanda, con distintos votos y argumentaciones por parte de todos sus miembros. Ver Tribunal Superior de Justicia, “Exp. Nº 480/00 - Liga de Amas de Casa, Consumidores y Usuarios de la República Argentina y otros c. GCBA s/acción declarativa de inconstitucionalidad”, 14 de octubre de 2003. 


	Sobre las consecuencias que la eliminación de dichas disposiciones hubiese tenido respecto de colectivos LGTBI, pueden verse algunas apreciaciones en el voto de la jueza Ruiz: “…La acción como ha sido planteada contiene una pretensión de carácter discriminatorio en razón del sexo (porque la derogación de la norma influiría sobre todo en niñas y adolescentes de sexo femenino), de la clase (porque afectaría de forma directa a los sectores más pobres de la población), de la orientación sexual (porque al poner énfasis en la salud reproductiva invisibiliza las demandas de información y prevención de adolescentes lesbianas, homosexuales y travestis que con la derogación de la norma sólo podrían ser satisfechas en el ámbito de la salud privada), y de la edad (porque ser joven predispone a la discriminación y marginación de manera más intensa y notoria que para el resto de la sociedad, y la derogación de las normas cuestionadas no haría más que agravar esta situación)” (Del Considerando Nº 3, voto de la Dra. Alicia Ruiz).


�	 Existen otro tipo de experiencias a nivel municipal. Entre ellas, el “Área de Diversidad Sexual”, del Municipio de Rosario (Provincia de Santa Fe), creada en el año 2006 mediante la Ordenanza Nº 8045 y la “Coordinación de Políticas de Género y Diversidad Sexual”, del Municipio de Lanús (Provincia de Buenos Aires), creada en 2008 por medio de la Ordenanza Nº 10.603.


�	 Poco tiempo atrás, la Defensoría General de la Ciudad de Buenos Aires extendió la aplicación de la norma mediante el dictado de la Resolución Nº 278/11, requiriendo a su vez a las autoridades de la Policía Federal, de la Policía Metropolitana y del Ministerio Público Fiscal que cumplan las disposiciones de la Ley Nº 3062. Ver nota periodística de Carbajal (2011), en Diario Página 12 (en línea), 14/11/2011. 


�	 Una disposición de similar tenor rige actualmente en Tierra del Fuego, para el ámbito de la Administración Pública Provincial (Decreto Nº 2726, de 2009). También en las Provincias de Buenos Aires y San Luis, en el ámbito específico de la salud (Resolución Nº 2359/07 -Ministerio de Salud, Bs. As.- y Resolución Nº 824 Mdes-2008 -San Luis-). También en otros distritos del país.


	Recientemente, el Ministerio de Seguridad de la Nación, por vía de la Resolución Nº 1181, reconoció formalmente algunas manifestaciones del derecho a la identidad de género de agentes de Policía Federal, Gendarmería, Prefectura Naval y Policía de Seguridad Aeroportuaria (uso de uniformes, baños y vestuarios, por ejemplo), así como de personas detenidas bajo su competencia. Por su parte, el Ministerio de Trabajo, por vía de la Resolución Nº 248/2012, garantiza el derecho a la identidad de género de personas travestis, transexuales y transgénero.


�	 A la fecha, el Consejo Superior de la UBA se encuentra debatiendo proyectos para garantizar el respeto a la identidad de género de su comunidad académica. Ver nota periodística de Saavedra (2011), en Diario Página 12 (en línea), 09/12/2011.


	Como señala la crónica, en el plano de la educación superior la Universidad Nacional de Córdoba, la Universidad Nacional del Litoral y las Universidades de la Patagonia Austral y del Comahue ya habían transitado ese camino. También lo habían hecho algunas Facultades específicas de la Universidad de Buenos Aires.


�	 Cabe decir que también la Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires se movilizó, con proyectos y acciones dirigidas a dar visibilidad a los reclamos de la diversidad sexual, el de “matrimonio igualitario” entre ellos. Ver Maffía (Coord.) (2011).


	Ya con posterioridad a la reforma civil, se sancionó en la Legislatura de la CABA la Ley Nº 3571, instituyendo el día 15 de julio como día de la “…igualdad de derechos, en conmemoración de la sanción de la Ley Nacional 26.618…”.


�	 Ver Fernández Valle (2010), pp. 181-182. 


�	 La rígida distinción (público/privado) otrora resultó un mecanismo de defensa para las propias personas LGTBI y lo es aún en muchísimos contextos, sobre todo en aquellos en que se penaliza su misma existencia. Como sostiene Hiller (2008): “[l]a escisión entre una esfera íntima de permisividad (en tanto se mantenga como tal) y el ámbito público en otro momento ha posibilitado a alguno de los grupos del campo GLTTBI “a luchar” contra la discriminación a partir de políticas de tolerancia” (p. 160). 


	Sin embargo, el pasaje de posiciones defensivas a posiciones activas del campo LGTBI, la reivindicación de derechos no sólo negativos sino también positivos y la exigencia de reconocimiento legal y jurídico igualitario a sus vivencias y lazos unitivos reconfiguraron las distinciones público/privado, acentuando asimismo el ataque de los sectores opositores. Ver Meccia (2010).


�	 Un ejemplo paradigmático de las políticas de visibilidad es, como se dijo, la “Marcha del Orgullo LGTBI”. 


�	 Esta apelación liviana a bienes colectivos, sumamente indeterminados y de difícil precisión, no es privativa de la oposición a colectivos LGTBI sino que frecuentemente opera para cercar principios democráticos en casos que exceden aspectos vinculados con las sexualidades (Nino, 1993, pp. 304-327). Sin perjuicio de ello, han tenido particular presencia en el campo de los derechos sexuales y reproductivos, apareciendo como moneda corriente en las argumentaciones de sectores que se oponen a muchas de las exigencias de diferentes feminismos y movimientos de la diversidad sexual. Ejemplos representativos suelen darse a propósito de la discusión de programas de salud sexual y reproductiva, incluida la educación sexual, el acceso a métodos anticonceptivos, a la anticoncepción de emergencia y a la interrupción voluntaria del embarazo.


�	 Sobre los alcances del artículo 19 y la relación entre “derechos” y “bienes colectivos”, puede verse Nino (1993), pp. 304-327.


�	 Corte Suprema de Justicia de la Nación, “Comunidad Homosexual Argentina c. Resolución Inspección General de Justicia s/ personas jurídicas y recurso de hecho” (Fallos 314:1531), 22 de noviembre de 1991. Por mayoría, la Corte denegó a dicha institución la personería jurídica solicitada. 


�	 Así, la promesa del espacio público se limita a ciertas manifestaciones (no todas, por supuesto) alineadas con el parámetro heterosexual dominante, mientras que otras que lo desafían, en el mejor de los casos, obtienen cierto respeto sólo a costa de mantenerse anónimas e invisibles. 


�	 Corte Suprema de Justicia de la Nación, “Asociación Lucha por la Identidad Travesti - Transexual c. Inspección General de Justicia” (Fallos 329:5266), 21 de noviembre de 2006, párrafos 15 y 16. Ver también párrafo 17. 


�	 El amicus curiae presentado en esta causa por el Coordinador del Programa para Latinoamérica y el Caribe de la Comisión Internacional para los Derechos Humanos de Gays y Lesbianas (IGLHRC), aportaba elementos útiles para la decisión y se enfocaba particularmente en las condiciones de ciudadanía (o falta de ella) de la colectividad travesti y transexual. Tal documento ayuda a dar adecuado sentido y contenido a muchas de las afirmaciones que habían provocado el rechazo de la Inspección General de Justicia (IGJ) y de la Cámara Civil (entre ellas, las relativas al “travestismo como identidad propia” y a la construcción de una “ciudadanía travesti y transexual”). El escrito puede consultarse en: 


� HYPERLINK "http://www.asylumlaw.org/docs/sexualminorities/ArgentinaAmicusCuriaetrans102306IGLHRC.pdf"��	http://www.asylumlaw.org/docs/sexualminorities/ArgentinaAmicusCuriaetrans102306IGLHRC.pdf� 


�	 Con cita a referentes de la discusión académica, las autoras señalan que aquello que se define como un debate entre heterosexualidad y no heterosexualidad tiende a centrarse en la “igualdad”, mientras que el debate hacia el interior de los colectivos de la diversidad sexual en la “resistencia a la asimilación”. Como se verá en breve, la discusión es aún más compleja que aquello que esta apretada síntesis sugiere. 


�	 Respecto de ese carácter histórico, político, social y cultural, Fígari (2010) afirma que: “El tipo de familia nuclear que suele identificarse como el modelo tradicional, no se remonta a mucho más de cien años atrás y pertenece sólo a la experiencia de determinadas clases sociales y emplazamientos geográficos” (p. 129).  


�	 A propósito del uso de la letra “Q” en la sigla referida en la cita, señala el autor que se agrega cuando se incorpora a las personas y comunidades “queer”. Así, sostiene: “El término “queer”, original del inglés, no ha tenido una traducción apropiada al español. Su traducción literal sería “raro”, “rara”, pero su valor político radica en que alude a prácticas de resistencia contra la explicación absoluta del mundo social a partir de binarios jerárquicos, sean éstos de género, orientación sexual o raza, entre otros (la letra “q”, en inglés, incluye también la idea de questioning, que se refiere a las personas cuya identidad está en cuestionamiento)” (Vaggione, 2008, p. 13).


�	 En opinión de Aldao (2010): “Bien pensado el asunto, la familia siempre ha sido un asunto público, en tanto sujeto a regulación, pero recién ahora aparece como un asunto público en tanto abierto a la discusión” (pp. 176-177).


�	 “[E]ste reclamo no supone que el matrimonio sea la forma exclusiva de organización de la sexualidad y el parentesco, ni quita valor a otras formas no matrimoniales de arreglos familiares, sino que pretende –meramente- corregir la aplicación desigual de una norma jurídica. A su vez, el acceso al matrimonio no agota las demandas de igualdad civil, política y social que deben seguirse construyendo para hacer viable la vida de la gente LGBTTI” (Fígari, 2010, p. 127). 


�	 En la reconstrucción que sigue se toman aportes de literatura crítica del contexto norteamericano, canadiense, español y argentino, por la importancia que revelan para las discusiones locales. 


�	 La utilización de esta cita es frecuente. La propia opinión de Butler sobre el reclamo por matrimonio es consistente con esa negativa a adoptar una “posición única y persistente”.  


�	 La autora, con posterioridad, morigeraría su posición, defendiendo en ciertos contextos de discusión las demandas por matrimonio LGTBI y participando de ellas. Para apreciaciones más recientes, ver Ettelbrick (2008), pp. 190-191. 


�	 En su opinión: “Construida sobre un sistema patriarcal que ve la posesión, la propiedad y la dominación de los hombres sobre las mujeres como su base, la institución del matrimonio ha sido desde hace mucho tiempo la diana del rechazo del feminismo radical. El matrimonio define ciertas relaciones sociales como más válidas que otras (…) Dada el aura de aprobación social y personal que el matrimonio proporciona, no es sorprendente que algunas lesbianas y gays entre nosotros fijen su mirada en el matrimonio legal para autoafirmarse. Después de todo, aquellos que se casan pueden transformarse instantáneamente y pasar de estar “fuera” a estar “dentro”, y tenemos una necesidad desesperada de estar dentro” (Ettelbrick, 1989, p. 217). 


	En el terreno local, alguna sospecha similar se identifica en Flores (2010). 


�	 Ver Ettelbrick (1989). Esta crítica también es desarrollada por uno de los autores más representativos dentro de la “teoría queer” norteamericana, Michael Warner (2002).


�	 “En este momento, convertir el matrimonio legal entre parejas lesbianas y gays en una prioridad fijaría una agenda en la que se ganarían derechos para unos pocos, pero no haría nada para corregir los desequilibrios de poder entre los que están casados (sean gays o héteros) y los que no lo están” (Ettelbrick, 1989, p. 219). En una línea similar, ver Warner (2002) y Polikoff (2008). 


	En el terreno local, ver Flores (2010). 


�	 “Para poder pedir protección igualitaria, se nos exigirá proclamar que las relaciones gays y lesbianas son lo mismo que las relaciones heteros. Para ganar el derecho, debemos compararnos con las parejas casadas. La ley contempla a los que están “dentro” como la norma, no importa cuan defectuosas o injustas sean sus instituciones, y exige que aquellos que buscan la protección equitativa de la ley se sitúen en una postura similar a la de aquellos que ya están protegidos” (Ettelbrick, 1989, pp. 219-220). 


	A un año de la sanción de la ley argentina, Paula Viturro observaba algo similar: “Una primera cuestión es la relacionada con los límites del concepto de igualdad. La ley, al consagrar el matrimonio igualitario, estableció como patrón normativo el matrimonio heterosexual. La igualdad no es un valor que se predica en abstracto y, por lo tanto, cualquier demanda estructurada en términos de igualdad tiene por límite las aspiraciones de quienes ya gozan del derecho reclamado” (Viturro, 2011). 


�	 Ver Ettelbrick (1989), p. 221. 


	Estas miradas críticas son recuperadas y desarrolladas por distintos estudios empíricos ya no centrados únicamente en el debate normativo sobre matrimonio sino en mayor medida en sus efectos y consecuencias, según contextos localizados y específicos. Para un panorama general, ver Peel y Harding (2008). Ver también los desarrollos de Smith (2010) -centrados en la experiencia norteamericana y canadiense- y de Platero (2007 y 2009) -centrados en la experiencia española-. Sobre la experiencia local, puede verse la Cuarta Sección de este trabajo, que plantea preocupaciones en este sentido.


�	 Ver Butler (2007) y Platero (2007 y 2009), entre otras. También la influyente filósofa española Beatriz Preciado ha realizado aportes críticos a estas discusiones (ver “Entrevista con Beatriz Preciado” (2010), en Diario Perfil, en línea, 15/08/2010). 


	Por su parte, señala Platero (2007) que: “Las principales críticas al matrimonio provienen de personas y colectivos queer y feministas, que consideran el matrimonio homosexual como un objetivo poco atractivo; sin embargo han tenido poco impacto a la hora de desafiar el matrimonio como una demanda unánime del colectivo LGTB…” (pp. 8-9).  


�	 En el terreno local, ver Fígari (2011), p. 131.


�	 Desarrollo con mayor profundidad estas observaciones en la Cuarta Sección de este trabajo.


�	 Reflexiones sobre la situación de personas trans respecto de la demanda por matrimonio se ofrecen con posterioridad en este escrito.


�	 A falta de una traducción apropiada, opto aquí por utilizar la palabra “backlash”, para hacer referencia al contraataque, contragolpe o reacción que pueden generar ciertas demandas, así como a la posibilidad de que se generen retrocesos como consecuencia. 


�	 En esta orientación me detengo en la Cuarta Sección de este trabajo.


�	 Ver Primera Sección y Segunda Sección de este trabajo.


�	 El posicionamiento de la demanda por matrimonio vis a vis otras alternativas aparece fuertemente vinculado con una multiplicidad de factores contextuales, específica y temporalmente localizados.


�	 La Corte Constitucional de Colombia ha dictado numerosas sentencias tendientes a ampliar el reconocimiento jurídico de parejas LGTBI. Señalaba Daniel Bonilla en 2010 que: “En los últimos dos años, la Corte Constitucional colombiana se ha pronunciado en siete ocasiones sobre el estatus jurídico y los derechos de las parejas del mismo sexo (…) las sentencias C-075/2007, C-811/2007, T-856/2007, C-336/2008, C-798 de 2008 y T-1241/2008, C-029/2009 reconocen por primera vez en la historia del país la existencia jurídica de las parejas del mismo sexo y les otorga un conjunto importante de derechos y obligaciones constitucionales y legales” (citas omitidas). Agrega también el autor que con anterioridad a la sentencia C-075/2007 la Corte había reconocido derechos de personas no heterosexuales en tanto individuos pero se había negado a reconocer estatus jurídico a las parejas que conformaban. Ver Bonilla (2010), pp. 183-184. Para un desarrollo sobre el uso del derecho por parte de colectivos LGTBI en Colombia, se recomiendan Lemaitre Ripoll (2007) y Albarracín Caballero (2011a y 2011b).


	Durante el año 2011, la Corte Constitucional tuvo oportunidad de pronunciarse expresamente sobre el reconocimiento de parejas LGTBI frente a las normas que rigen el matrimonio, pero derivó la cuestión al Parlamento para que en el plazo de dos años legisle sobre su situación. La sentencia aún no se ha publicado, pero fue adelantada a través de un comunicado oficial de prensa, que en su encabezado indica: “La Corte declaró la exequibilidad de artículo 113 del Código Civil que define el matrimonio civil en Colombia y exhortó al Congreso de la República a legislar de manera sistemática y organizada sobre los derechos de las parejas del mismo sexo, con el objeto de  eliminar el déficit de protección existente”. Ver Corte Constitucional de Colombia (2011), Comunicado Nº 30, 26/07/2011. 


�	 Hacia mediados del año 2011, el Tribunal Superior de Brasil, por cuatro votos contra uno, determinó que dos mujeres podían casarse por la vía civil, luego de que dicha petición fuera denegada por tribunales inferiores en Río Grande Do Sul. Así, señaló que: “La orientación sexual no puede servir de pretexto para excluir a las familias de la protección jurídica representada por el casamiento”. Meses atrás, el Tribunal había reconocido que la unión estable entre personas del mismo sexo debía ser entendida como “entidad familiar”. Ver “Matrimonio gay en Brasil” (2011), en Diario Página 12 (en línea), 26/10/2011.


�	 En muchos casos, también abiertos a parejas heterosexuales.


�	 Hacia comienzos de 2012, la Legislatura de New Jersey también amplío su régimen matrimonial, pero la ley fue vetada por el Gobernador del Estado. Al momento de cerrar este trabajo, el Estado de Maryland se encaminaba hacia una reforma de su régimen matrimonial. También se dirigía a lo mismo Dinamarca, que en 1989 se había convertido en el primer país en el mundo en diseñar y poner en práctica regímenes de unión civil abiertos a parejas LGTBI.


�	 La siguiente es sólo una manera de presentar la intervención de las cortes en este debate, sin que ello implique de modo alguno homogeneizar la experiencia de los diferentes países, omitir la importancia de los procesos sociales de cada una de esas comunidades y/o sugerir que los diseños institucionales hacia su interior son los mismos. Por ejemplo, tanto en EE.UU. como en Canadá se han dado interacciones entre los poderes judiciales y legislativos, pero autoras como Smith (2005) señalan varias diferencias entre una experiencia y la otra. 


�	 Una glosa de los casos de las cortes de Ontario y de British Columbia que declararon la inconstitucionalidad de la prohibición de matrimonio entre personas del mismo sexo puede verse en Von Opiela (2011), pp. 137-138. El Tribunal Supremo de Canadá finalmente elaboró un dictamen en el que confirmó la constitucionalidad del proyecto de Ley C-38, que legalizó el matrimonio igualitario en el país (Bill C-38, Ley de Matrimonio Civil). Ver ídem, p. 138. 


�	 Corte Constitucional de Sudáfrica, “Minister of Home Affairs and another v. Fourie and another”, Case C.C.T. 60/04, 01/12/2005. Una reseña del fallo y la reforma legal sudafricana pueden verse en Fernández Valle (2008). 


�	 Corte Suprema de Massachussets, “Goodridge v. Dept. of Public Health”, 798 N.E.2d 941. La decisión fue tomada por cuatro votos a favor y tres en contra.


�	 Corte Suprema de Connecticut, “Kerrigan v. Commissioner of Public Health”, 289 Conn. 135, 957 A.2d 407. La decisión fue tomada por cuatro votos a favor y tres en contra.


�	 Corte Suprema de Iowa, “Varnum v. Brien”, 763 N.W.2d 862. Aquí, la decisión fue adoptada por unanimidad.


�	 Más allá de los casos citados, una pionera decisión de la Corte Suprema de Hawai en el año 1993 (“Baehr v. Lewin”, 74 Haw. 645, 852 P.2d 44) inició buena parte de las discusiones sobre el rol del Poder Judicial frente al matrimonio igualitario en EE.UU. Como contrapartida, en el año 1996, el Congreso norteamericano sancionó una ley federal (Defense of Marriage Act –DOMA-) por la cual se estipula al matrimonio como la unión legal entre un hombre y una mujer, excluyendo a las parejas LGTBI de los beneficios federales que se otorgan a las parejas bajo ese régimen. Por otra parte, permite a cada Estado no reconocer ni dar efectos a las uniones matrimoniales contraídas en otros Estados. Ver Vaggione (2008), p. 28 y nota al pie Nº 38. 


�	 Ver Von Opiela (2011), pp. 134-146. Para un análisis de los fundamentos del fallo de la Corte Constitucional de Sudáfrica, ver Fernández Valle (2008).


�	 Corte Suprema de California, “In re Marriage Cases”, 43 Cal.4th 757, año 2008. La decisión fue tomada por cuatro votos a favor y tres en contra.


�	 Este enorme despliegue de comunicación ayuda también a comprender los reclamos críticos de parte del activismo LGTBI en ciertos contextos, en tanto son cuantiosos los recursos económicos y humanos que se invierten en la movilización de esta agenda de incidencia.


�	 Ver “Court strikes down ban on gay marriage in California” (2012), en The New York Times (en línea), 07/02/2012. La Corte Federal de Apelaciones entendió que la “Propuesta 8” violaba derechos constitucionales de gays y lesbianas. La decisión fue adoptada por dos votos a favor y uno en contra.


�	 Ver Corte Suprema de Justicia de México, “Acción de inconstitucionalidad 2/2010”, 16 de agosto de 2010. La acción había sido impulsada por el Procurador General de la República, que demandó la invalidez de la reforma al Código Civil con relación al matrimonio y la adopción, realizada por la Asamblea Legislativa del Distrito Federal.


�	 La Comunidad Homosexual Argentina presentó en el 2005, ante el Congreso de la Nación, un proyecto de unión civil a nivel nacional para parejas heterosexuales y no heterosexuales, que incorporaba buena parte de los derechos asociados al régimen matrimonial a la par que flexibilizaba algunos de sus requisitos. 


�	 Por ejemplo, con posterioridad a la reforma de “matrimonio igualitario” en nuestro país, la Corte Suprema de Justicia de la Nación decidió por unanimidad reconocer el derecho de pensión del Sr. P. (y su pago retroactivo), derivado del fallecimiento de su conviviente del mismo sexo. Ver autos “P., A. c. ANSeS s/ pensiones”, 28 de junio de 2011. El fallo recae en una causa que tramitaba hace años y se centra prioritariamente en el desarrollo de los alcances del derecho de pensión, no así en los criterios discriminatorios que habían sido esgrimidos a efectos de excluir al Sr. P. de su goce. Como contrapartida de esa ausencia, quizás de forma casual, quizás como tácito homenaje, la sentencia fue dictada un 28 de junio, fecha en que se celebra el día internacional del orgullo LGTBI, en conmemoración de la “revuelta de Stonewall”.  


�	 La crítica a este rótulo se asocia mayoritariamente con reducir al colectivo LGTBI a la situación del colectivo gay, principalmente teniendo en cuenta el carácter androcéntrico de dicha reducción. Este rótulo también fue criticado por sugerir que se legisla una especie de matrimonio segregado, “sólo para gays”. 


�	 Estos rótulos fueron criticados por las dificultades que encierra su larga pronunciación y por su frecuente reducción a “parejas del mismo sexo”, como si el sexo fuese de las parejas y no de las personas. Por otra parte, fue impugnado por reforzar un binario que asume que sólo existen “dos sexos”. Finalmente, también por sugerir que se habla de un matrimonio segregado, sólo para parejas no heterosexuales. 


�	 Este rótulo fue criticado por sugerir que se habla de un matrimonio segregado, en los términos señalados previamente.


�	 Todas estas denominaciones permitieron superar algunas de las objeciones alegadas contra las anteriores, pero también fueron impugnadas por implicar que el matrimonio -con colectivos LGTBI dentro- constituye un régimen “igualitario”, lo que paralelamente sugiere que el único parámetro no igualitario, no universal y no discriminatorio del matrimonio es la exclusión de los colectivos LGTBI de su seno.


�	 Ver notas al pie Nº 131-134 precedentes. Considero también útil recordar que estas discusiones exceden largamente dicotomías rígidas varón/mujer, homosexual/heterosexual, etcétera, aún cuando en el discurso general y en nuestras formas de relacionarnos caigamos permanentemente en diferentes formas de excesiva simplificación, que desde una mirada más fina podrían ser especificadas. Algo relacionado mencionaba en un escrito anterior (Fernández Valle, 2008, pp. 602-603). 


�	 Sin embargo, cabe decir que el rótulo “matrimonio igualitario” se construye como tal a lo largo del proceso y no es preexistente a el. Vale la aclaración, en tanto utilizaré esa denominación aún para referir a sucesos cronológicos durante los cuáles dicha denominación no existía aún como tal. Una explicación posible del surgimiento de la denominación “matrimonio igualitario”, puede verse en Hiller (2010), p. 120, nota al pie Nº 69. 


�	 A través de campañas tales como “matrimonio para todos y todas” y “los mismos derechos con los mismos nombres”.


�	 El proceso de discusión del “matrimonio igualitario” puso de resalto distintos quiebres existentes en el campo de la religión. Si bien son conocidas las oposiciones a las demandas sobre derechos sexuales y reproductivos por parte de la cúpula jerárquica de la Iglesia Católica, así como por los liderazgos del evangelismo conservador, la aparición pública de discursos con base religiosa en apoyo del “matrimonio igualitario” evidenció que existen disidencias y que las posiciones religiosas no son monolíticas (Jones, 2011). Valga como muestra la posición del sacerdote cordobés Nicolás Alessio, que debió enfrentar un juicio canónico y fue expulsado de la Iglesia por sus declaraciones públicas en favor del “matrimonio igualitario”. 


�	 Diarios de tirada nacional como Página 12 han dado un importante espacio en sus ediciones a posturas favorables al “matrimonio igualitario” y, a la par, sus periodistas han seguido de manera sostenida el proceso. También periodistas del Diario Crítica de la Argentina han seguido el tema de forma persistente, pero el diario dejó de circular meses antes de la reforma (Hiller, 2010). Como contrapunto, diarios de tinte conservador como La Nación, mantuvieron su tradicional línea editorial hostil a los reclamos de la comunidad LGTBI, más allá de que de tanto en tanto sorprendieron con alguna información favorable. 


�	 Como se verá, las experiencias internacionales detalladas en el acápite Nº 3 de esta Sección tuvieron notoria influencia en nuestro país. En particular, la experiencia española jugó un rol fundamental en el diseño de la estrategia y en el posicionamiento público del reclamo. Una historia de relación entre naciones y elementos similares con relación al peso político de algunos actores -la cúpula jerárquica de la Iglesia Católica, por ejemplo-, se señalaron a efectos de trazar simetrías. Militantes de la Federación Estatal Española LGTB y referentes políticos del Partido Socialista Español (PSOE) fueron invitados como disertantes en el marco de las reuniones de comisión parlamentarias, mientras que activistas locales alcanzaron a afirmar que la experiencia española corrió el eje del debate y dio la pauta de que aquí también era posible replicar sus conquistas. Puede verse Vaggione (2008), p. 49 y Hiller (2010), p. 92.  


�	 Como antecedente preparatorio de este trabajo de tesis, relevé distintas encuestas de opinión sobre el reclamo por matrimonio publicadas de 2007 a 2010, todas encargadas por diferentes actores, con metodologías de medición distintas y con abordajes territoriales disímiles, lo que atenta contra las posibilidades de comparación. Entre aquellas que señalaban apoyos generales explícitos al reclamo mayores al 50 %, pueden señalarse las encuestas de Analogías 2007 (73,1 %) y de Analogías 2009 (66,3 %); esta última, según se informó, fue encargada por el Gobierno Nacional. La primera coincidió con el inicio de la estrategia judicial, mientras que la segunda coincidió con el inicio de las discusiones legislativas. Por su parte, ambas fueron utilizadas por activistas en la comunicación mediática y sus resultados citados en el marco de las reuniones de comisión parlamentaria del 29 de octubre de 2009 en la Cámara de Diputados, como demuestran las intervenciones de María Rachid (presidenta de la FALGBT) y de Antonio Póveda (presidente de la FELGBT). 


	Para mayor información sobre las encuestas de opinión citadas, pueden verse, respectivamente, las notas periodísticas de Osojnik (2007), en Diario Página 12 (en línea), 18/02/2007 y de Bimbi (2009), en Diario Crítica de la Argentina (en línea), 10/11/2009.


�	 Los resultados de la Segunda Encuesta de la Marcha del Orgullo GLTTBI (2005) revelaban acuerdos mayoritarios por parte del colectivo LGTBI respecto del reconocimiento legal de las parejas del mismo sexo. Sin perjuicio de ello, es dable señalar que los niveles de desacuerdo son mayores entre lesbianas y personas trans, por razones que con posterioridad se explorarán. Es interesante igual un breve repaso por los motivos detrás de algunas respuestas que alcanzan a relevarse en el estudio citado, así como atender a las variaciones según la orientación/identidad sexual de las personas encuestadas. Entre los motivos para “estar de acuerdo” con el reconocimiento legal de las parejas del mismo sexo, en diferentes y significativas variaciones porcentuales, se relevan: “porque es un derecho”, “para que haya beneficios sociales”, “porque debe haber libertad de elección”, por la visibilidad del colectivo GLTTBI”, “porque me quiero casar y formar una familia”, “porque no tiene nada de malo, es algo lógico”, “por amor”, entre otros. Por el lado de las razones para “no estar de acuerdo”, también con diferentes y significativas variaciones porcentuales, se identifican: “no modifica/no mejora las condiciones de vida”, “es una mentira política”, “es discriminatorio”, y otros. Ver Libson y Hiller (2006), pp.69-72.


�	 Por su parte, durante el proceso político de discusión lograron limarse algunas asperezas públicas entre las dos organizaciones hegemónicas del campo LGTBI (la Federación y la Comunidad Homosexual Argentina), que tenían agendas que privilegiaban distintos aspectos del reconocimiento legal de parejas LGTBI.


�	 Quedará para futuras indagaciones el porqué de esta dicotomía. Como hipótesis exploratorias, mencionaría tres: (a) el peso de la tradición continental en el derecho de familia y en la estructura del ámbito civil vis a vis el peso del constitucionalismo en las áreas de derecho público; (b) la imagen de una Justicia Civil menos renovada y formada con paradigmas diferentes, en comparación con la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la CABA y (c) los distintos materiales normativos aplicables, principalmente el peso de la constitución local y su robusto compromiso con los derechos, entre otras posibles. 


�	 Ver el Anexo II de esta Sección.


�	 Tal es el caso de la decisión de la Gobernación de la Provincia de Tierra del Fuego que habilitó la celebración del primer matrimonio entre varones en su jurisdicción. Sobre el dictamen legal que posibilitó dicha determinación, puede verse Carnota (2011).


�	 En nuestro país el control constitucional es judicial porque la judicatura se lo confirió a sí misma (casos “Sojo” -Fallos, 32:120- y “Municipalidad de la Capital c. El Ortondo” -Fallos 33:162-), emulando a su par norteamericana en el famoso caso “Marbury v. Madison” -5 U.S. 137 1803-. En el caso de la Argentina, la reforma de 1994 incorporó un reconocimiento explícito a la facultad de controlar la constitucionalidad de las normas en el artículo 43 de la CN, reconocimiento de importancia si se atiende a que las acciones de “matrimonio igualitario” se canalizaron por la vía del amparo. 


�	 Sostienen Jaramillo y Alfonso (2011), con cita a McCann (1994), que: “El litigio sobre derechos es un modo particular de movilización legal que implica reclamar ante los estrados judiciales la protección de un derecho que ha sido negado por las actuaciones de funcionarios públicos a pesar de estar garantizado por la Constitución” (p. 272).


�	 Desde esta mirada, la intervención judicial y su “última palabra” respecto de la interpretación y la adjudicación constitucional requiere ser adecuadamente justificada, en tanto su legitimidad democrática se encuentra comprometida. Siguiendo a autores como A. Bickel, se suele hablar de “dificultad contra-mayoritaria” para señalar la dificultad para justificar en términos democráticos la posibilidad de que el Poder Judicial contradiga las decisiones adoptadas por los poderes políticos. En la tradición constitucional norteamericana, influyentes autores tales como J. H. Ely, B. Ackerman, R. Dworkin y J. Waldron (Gargarella, 1996 y 2008) se han enfrentado desde distintos puntos de vista a la pregunta por la legitimidad y la justificación democrática de la intervención de las cortes en conflictos constitucionales. También la línea teórica del “constitucionalismo popular” se ha enfrentado desde nuevas miradas a esta cuestión, dando cuenta no sólo de los debates normativos/valorativos sino también de cuestiones empíricas. 


	En el terreno local, pueden verse sobre el tema los importantes trabajos de Nino (1997) y de Gargarella (1996). 


	Sin perjuicio de lo anterior, Courtis (2003b) alerta que: “La pregunta por la legitimidad requiere información empírica sobre el funcionamiento del sistema político, y el conocimiento concreto del contexto histórico en el cual se desempeñan los jueces. En este sentido, el análisis de la legitimidad de la actuación judicial supone la necesaria comparación con el análisis de la legitimidad de la actuación de los demás poderes” (p. 321).


�	 Ambos autores/as señalan que: “Existe, de un lado, una fructífera tradición internacional de estudios sociojurídicos que indaga empíricamente el impacto político, económico y social de las sentencias judiciales; de otro lado, una de las áreas más dinámicas del derecho constitucional comparado ha sido construida alrededor del debate sobre la legitimidad, la utilidad y el funcionamiento del activismo de las cortes en relación con problemas sociales estructurales, a la luz del creciente protagonismo de los jueces en la protección de los derechos en diferentes partes del mundo en las últimas dos décadas” (Rodríguez Garavito y Rodríguez Franco, 2010, p. 91). Se sugiere también Rosenberg (1991), pp. 9-41 y toda la bibliografía citada en nota al pie Nº 29 de este escrito, que informa estos párrafos. 


�	 Este caso fue presentado por María Rachid y Claudia Castro y recibió sentencias adversas tanto en primera instancia (Juzgado Nacional Civil Nº 88, junio de 2007) como en la instancia de apelación (Cámara Nacional Civil, Sala F, septiembre de 2007). El caso fue sometido a la Corte Suprema, que lo decidió con posterioridad a la sanción de la Ley Nº 26.618, declarando abstracta la cuestión. Ver Anexo III de esta Sección.


�	 Señala Bergallo (2008) que “[e]l auge del discurso de los derechos ha sido acompañado por la práctica de acudir con mayor frecuencia a los tribunales como espacios para la promoción de cambios sociales y por el incremento de diversas formas de reclamos judiciales individuales y colectivos, en ocasiones como formas de litigio de interés público” (pp. 559-560, citas omitidas). Esta apreciación es confirmada por los propios actores que hicieron parte de la estrategia judicial, como se referencia en Von Opiela (2011) y en Campana (2011). Sobre el desarrollo y los usos del derecho de interés público en la Argentina pueden verse Böhmer (1998); Böhmer y Saba (1999); Courtis (2003a); Bergallo (2008), entre muchos otros.


�	 Como fuera previamente resaltado, la primera presentación judicial recibió cobertura mediática y coincidió con la publicación de encuestas que marcaban importantes apoyos de la ciudadanía al reclamo por matrimonio. Ver nota al pie Nº 141 de este trabajo.


�	 El rol secundario de las organizaciones de derechos humanos trajo aparejada una consecuencia positiva; esta es: el protagonismo central de los colectivos LGTBI, que reforzó los aspectos simbólicos de la discusión y las políticas de visibilidad. Sin perjuicio de ello, en el tramo final de la discusión, crecieron algunos apoyos explícitos por parte de organizaciones de amplia trayectoria en el campo de los derechos humanos y del derecho de interés público, que hasta el momento o bien no habían incorporado dentro de sus agendas las reivindicaciones de la diversidad sexual o bien sólo lo habían hecho de forma tangencial. Ya con posterioridad a la reforma, se iniciaron algunas acciones de intervención conjunta, como aquellas llevadas adelante por LESMADRES, 100 % Diversidad y Derechos y el Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS) con respecto a la inscripción de hijos e hijas de parejas de mujeres lesbianas (ver la Cuarta Sección de este trabajo). 


�	 Esta alegación de las parejas demandantes surge de la lectura de las sentencias favorables recaídas en los juicios bajo trámite, así como del trámite de otros expedientes. Puede verse en las sentencias dictadas por el fuero Contencioso Administrativo y Tributario de la CABA: Juzgado Nº 15, autos “Freyre, Alejandro y otro c. GCBA s/amparo” (Exp. 34.292/0); Juzgado Nº 4, autos “Bernath, Damián Ariel y otros c. GCBA s/amparo” (Exp. 36.117/0), “Castillo, Norma Edith y otros c. GCBA s/amparo” (Exp. 36.408/0) y “Luna, Alejandro y otros c. GCBA s/amparo” (Exp. 37.110/0); Juzgado Nº 13, autos “Canevaro, Martín y otros c. GCBA s/ amparo” (Exp. 36.410/0); Juzgado Nº 10, “Fernández, Alberto Darío y otros c. GCBA s/amparo” (Exp. 36.320/0) y “Báez, Alberto Daniel y otro c. GCBA sobre amparo (Exp. Nº 36.322/0); Juzgado Nº 12, “Arias Diego de Jesús y otros c. GCBA s/amparo” (Exp. 36.317/0), entre otras. En la Provincia de Buenos Aires, puede verse en la sentencia del Tribunal Oral en lo Criminal Nº 2 de La Plata, autos “Dessio, Verónica y Pérez, Carolina Paola s/ amparo” (Causa Nº 3604/D-2037). 


	También los artículos 172, 188 y normas concordantes del Código Civil habían sido impugnados en la causa de María Rachid y Claudia Castro, así como en la causa de Alejandro Vanelli y Ernesto Larrese, que tramitaron ante la Justicia Nacional Civil y obtuvieron decisiones adversas en todas las instancias de trámite, antes de ser declaradas abstractas por parte de la CSJN con posterioridad a la Ley Nº 26.618.


�	 Acá en general se apostó a una estrategia de argumentación bifronte. Por un lado, se sostuvo que era posible interpretar la legislación civil de una manera alternativa y más respetuosa de los preceptos constitucionales, habilitando el “matrimonio igualitario”. Por otro lado, se sostuvo que en caso de no reconocer esas posibilidades interpretativas alternativas, se debía declarar inconstitucional la normativa vigente, habilitando el “matrimonio igualitario”. Este segundo camino fue el que siguieron la mayoría de los fallos judiciales favorables. Ver el Anexo II de esta Sección.


�	 Esta alegación de las parejas demandantes puede verse en todas las decisiones judiciales citadas en la nota al pie Nº 155. Este dato es de importancia, en tanto algunas líneas teóricas señalan que la exclusión matrimonial tiene base en el “sexo” y no en la “orientación sexual”. Según mi opinión, configurar el caso como discriminación centrada en la orientación sexual es adecuado y encaja con los objetivos simbólicos y de visibilidad tras muchas intervenciones en el terreno legal. Por otra parte, así fue configurado el caso por los propios actores, en su mayoría parejas (autodenominadas) gays y lésbicas. No obstante, cabe destacar que las restricciones existentes para la entrada a la institución matrimonial excedían aquellas vinculadas con la orientación sexual, para incorporar otras relacionadas también con la identidad de género. En otras palabras, las restricciones no sólo afectaban a gays, lesbianas y bisexuales, sino también a travestis, transexuales y transgéneros, entre otros. Algunas de esas barreras persisten, por ejemplo aquellas que condicionan a la población trans a utilizar la ley resignando su identidad de género vivenciada y auto-percibida. Ver Fernández Valle (2010).


�	 Así como el trazado de paralelismos con algunos de los hitos históricos en la ampliación de derechos civiles, por ejemplo las luchas por el acceso al sufragio femenino y por la eliminación de ciertas formas de discriminación y segregación racial. Estos paralelismos fueron constantemente utilizados en la discusión pública por parte de colectivos LGTBI y aliados de la causa.


�	 Ver Corte Suprema de Justicia de la Nación, “Sejean, Juan B. c/ Zaks de Sejean, Ana M. s/ inconstitucionalidad del art. 64 de la ley 2393” (Fallos: 308:2268), 27 de noviembre de 1986. 


�	 Ver Corte Suprema de Justicia de la Nación, “ALITT”, Op. cit.


�	 Estas bases también eran dadas por una serie de antecedentes jurisprudenciales reconociendo la invalidez de la utilización de “categorías sospechosas” para trazar ciertas distinciones en el acceso a derechos. Entre ellos, fallos de la CSJN como “González de Delgado, Cristina y otros c. Universidad Nacional de Córdoba s/amparo”, 19 de septiembre de 2000 (voto del Dr. Petracchi). 


�	 En el razonamiento utilizado por la CSJN en esta causa, cabe destacar el valor otorgado al principio de autonomía personal -junto con el rechazo de “tesis perfeccionistas” (Nino, 1993 y 1997) sobre el rol del Estado respecto de los planes de vida- y al principio de neutralidad del Estado en materia religiosa. 


�	 Si bien la CSJN pudo ir algo más allá en esta causa (Saldivia, 2011) atendiendo a su escasa jurisprudencia sobre la materia, cabe destacar en el razonamiento utilizado el valor otorgado al principio de autonomía personal y al principio de igualdad y no discriminación en relación con la sexualidad.


�	 A modo de ejemplos, el fallo “Sejean” fue utilizado como apoyo en las decisiones recaídas en la causa “Freyre, Alejandro”, Op. cit.; “Canevaro, Martín”, Op. cit. y “Dessio, Verónica”, Op. cit. El fallo “ALITT” fue citado en “Canevaro, Martín”, Op. cit. Ver el Anexo II de esta Sección.


�	 Una de las causas que llegaron a la CSJN, la causa “Rachid”, fue apoyada por diversos memoriales amicus curiae a lo largo del proceso, entre ellos: uno presentado por profesionales de distintas disciplinas (entre quienes me incluyo como firmante); uno presentado por el profesor Robert Wintemute de la Universidad de Londres junto con el INADI; uno presentado por la Gobernadora de Tierra del Fuego junto con legisladores nacionales por ese distrito; uno presentado por referentes del Partido Socialista de Santa Fe y uno presentado por el Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS) junto con el Centro Interdisciplinario para el Estudio de Políticas Públicas (CIEPP).


�	 Las citas pertenecen a la sentencia emitida por el Juzgado Nacional en lo Civil Nº 88, en el caso impulsado por María Rachid y Claudia Castro, del 22 de junio de 2007. Estas ideas campean a lo largo de la sentencia y de las obras de doctrina que cita en apoyo. 


�	 Ver el Anexo III de esta Sección.


�	 Ver autos “Freyre, Alejandro”, Op. cit.


�	 Lo mismo sucedería con otras causas en trámite que fueron resolviéndose de forma favorable a las parejas demandantes.


�	 Ver las decisiones del Juzgado Nacional Civil Nº 85 (autos: “L., S. M. y otro c/GCBA s/nulidad”, 30 de noviembre de 2009) y de la Sala E de la Cámara Nacional Civil (autos: “A., P. J. M. c/ F., A c/ GCBA s/amparo (art. 14 CCABA) y otro s/nulidad”, 30 de noviembre de 2009), que de manera cautelar paralizaron la realización de la boda. Lo mismo sucedería contra otras causas dictaminadas por la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad.


�	 En tal sentido, pueden recrearse dos tipos distintos de oposición entre integrantes de la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad y de la Justicia Nacional Civil. La primera es con relación al reconocimiento de las demandas interpuestas para contraer matrimonio: mientras que integrantes de la Justicia Nacional Civil se mostraron resistentes, integrantes de la Justicia de la CABA las aceptaron en mayor medida. La segunda es con posterioridad al reconocimiento de esas demandas: mientras que integrantes de la Justicia de la CABA habilitaron a las parejas a contraer matrimonio, intervenciones por parte de la Justicia Nacional Civil obstaculizaron algunas de esas bodas.


�	 La petición fue rechazada. La Corte consideró en una muy breve resolución del día 15 de diciembre de 2009, que “…la presentación no constituye acción o recurso alguno que, con arreglo a los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional, habilite la competencia ordinaria o extraordinaria de la Corte Suprema”. 


�	 Mediante el Decreto Nº 2996/09, 28/12/09. 


�	 Por su parte, en la Provincia de Córdoba se conformó la “Multisectorial por la Democratización del Matrimonio” (MxDM), que según Rabbia y Iosa (2011) permitió “…articular una demanda transversal a distintos grupos LGTB a la vez que a organizaciones tan diversas como la universidad, secretarías de la gobernación y partidos políticos” (p. 47).


�	 Es el caso de dos activistas de la Comunidad Homosexual Argentina, César Cigliutti y Marcelo Suntheim.


�	 Ver sentencias citadas en la nota al pie Nº 155.


�	 La referencia es interesada y se coloca precisamente para hacer notar la menor visibilidad del colectivo lésbico. Si bien la demanda que marcó el inicio de la estrategia fue presentada por dos mujeres lesbianas, la gran mayoría de los casos que fueron haciéndose públicos antes de la reforma legal (entre ellos, el primero en obtener sentencia favorable y materializarse) fueron de parejas de varones. De las nueve sentencias favorables relevadas en este escrito, siete corresponden a parejas de varones mientras que dos a parejas de mujeres. Como señalan las crónicas periodísticas, el primer matrimonio de lesbianas del país tuvo lugar el día 09 de abril de 2010.


�	 Esta suerte de “homogeneidad” abona algunas de las observaciones críticas y temores del propio campo LGTBI frente a las demandas por matrimonio.


�	 Por su parte, declaraban inconstitucionales los artículos demandados, con excepción de los fallos dictados por el Juzgado Nº 4 en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la CABA. La Jueza Elena Liberatori entendió que no era necesario declarar la inconstitucionalidad de los artículos 172, 188  y concordantes del Código Civil, en tanto existía un silencio legal respecto del tema, que podía ser cubierto utilizando las reglas de la analogía. Ver el Anexo II de esta Sección.


�	 Un rechazo de este ejercicio del “margen de apreciación” puede verse en Clérico (2010). La autora refiere que fue utilizado por la Corte Suprema de Italia, que dejó librada la cuestión al margen de apreciación legislativa en su sentencia Nº 138, del 14 de abril de 2010 (Clérico, 2010, pp. 146-147). 


	Por su parte, también la reciente decisión de la Corte Constitucional colombiana podría ameritar lecturas similares, en tanto si bien señaló que las parejas LGTBI constituían familias y que su desprotección violaba una serie de derechos y la cláusula de igualdad, declaró exequible la definición de matrimonio del Código Civil, derivando la cuestión al Legislativo. No obstante, una mirada optimista puede verse en Uprimny (2011). 


	En nuestro país, el Dictamen del Procurador General de la Nación Esteban Righi en la causa “Rachid” seguía un camino emparentado, criticado por Alegre (2011). Este caso finalmente fue decidido por la Corte Suprema con posterioridad a la reforma legal, declarando la cuestión abstracta. Queda la duda respecto de cómo el máximo tribunal hubiese enfrentado el fondo de la cuestión. 


�	 En un sentido diferente, el “margen de apreciación” y su sesgo respecto de la diversidad sexual también se sugiere en el abordaje de algunos casos internacionales, con relación a las obligaciones de los Estados respecto del “matrimonio igualitario”. Así, en la prácticamente infundada decisión del caso “Joslin et al. v. Nueva Zelanda” (CCPR/C/75D/902/1999, 2002), el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas sostuvo que la prohibición de matrimonio de dos mujeres no violaba el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, bajo el entendimiento de que no se derivaba de dicho Pacto una obligación para los Estados en ese sentido. Más cerca en el tiempo (2010), el Tribunal Europeo de Derechos Humanos reconoció un “margen de apreciación” a los Estados respecto del matrimonio en los votos mayoritarios del caso “Schalk y Kopf v. Austria” (Application N° 30141/04). Sobre esta sentencia, ver Clérico (2010), pp. 146-147, con cita al análisis crítico de Kemelmajer de Carlucci y Herrera (2010).


�	 Sobre este punto, ver reseña del caso sudafricano en Fernández Valle (2008). 


�	 Para un relato sobre el trámite legislativo, se recomienda Carrasco (2011). 


�	 Ver fallos en nota al pie Nº 155 de este escrito.


�	 Proyecto de ley de Ibarra, V.; Basteiro, S. y otros, sobre modificaciones al Código Civil en lo relativo al derecho de familia (Expediente 1.854-D., 2008). 


�	 Proyecto de ley Augsburger, S. y otros sobre modificaciones al Código Civil respecto a los derechos en las relaciones de familia, incluyendo a las personas del mismo sexo (Expediente 1.737-D., 2009). 


	Se sostiene en los fundamentos del proyecto: “El presente reproduce la parte normativa y amplía la fundamentación de los anteriores proyectos que han perdido estado parlamentario (Expte. 0022-D- 2005 y Expte. 1907-D-2007) de autoría del Diputado Nacional (MC) Eduardo Di Pollina y recogen las inquietudes y reivindicaciones del movimiento LGBT argentino expresadas a través de su agrupación en la Federación Argentina de Lesbianas, Gays, Bisexuales y Trans (FALGBT)”.


�	 El proyecto se sancionó con 126 votos. Hubo 110 votos en contra y cuatro abstenciones.


�	 Para un análisis de las dinámicas de discusión en sede parlamentaria, se recomienda Hiller (2010). 


�	 Algunas de estas posiciones se sugieren en la publicación de la Pontificia Universidad Católica Argentina (2010), El matrimonio, un bien jurídico indisponible. Asimismo, la Universidad Austral (2010) tomó posición institucional contraria al reclamo mediante el documento Matrimonio homosexual y adopción por parte de parejas del mismo sexo. Las posiciones de ambos documentos merecen enérgicas respuestas y rechazos. 


�	 Críticas a las formas de uso de información científica en estas discusiones pueden verse en Fígari (2011). Autores como Roberto Gargarella criticaron públicamente muchos de estos informes “científicos”, principalmente el emitido por la Universidad Austral (Gargarella, 2010a). Las organizaciones de la diversidad sexual respondieron con contra-informes, entre los cuáles puede contarse el presentado por la Comunidad Homosexual Argentina (2010), Somos Familias. Guía de información técnica y jurídica. También un sector de la academia reaccionó, como puede leerse en el estudio Per scientiam ad justitiam! Matrimonio igualitario en Argentina, redactado por Carlos Fígari (2010) y firmado por más de seiscientos investigadores adscritos al Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas (CONICET). Ver además Federación Argentina LGBT (2010).


�	 Autoras como Raquel Platero llaman la atención sobre las múltiples energías que insume al colectivo LGTBI rebatir los estereotipos y prejuicios que operan contra sus unidades familiares, e identifica allí otro de los costos de las discusiones por “matrimonio igualitario”. Ver Platero (2007), pp. 13-14. 


�	 En palabras de Pecheny (2011): “La naturaleza no tiene ni la voluntad ni la capacidad de acción o de juicio. Las calificaciones éticas y políticas, sólo las pueden hacer los seres humanos. La cuestión políticamente interesante, para mí es la siguiente: ¿Bajo que condiciones, un rasgo cualquiera de la personalidad tiene consecuencias morales o políticas? Esto no lo van a responder los científicos…” (p. 88). Ver también Hiller (2010), pp. 95-98. 


�	 La Senadora Liliana Negre de Alonso. Este hecho implica un fuerte contraste con el inicio del trámite en la Cámara de Diputados, donde las presidentas de las comisiones involucradas eran explícitamente favorables al proyecto (“Legislación General”, presidida por Vilma Ibarra y “Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia”, presidida por Juliana Di Tullio).


�	 El Dictamen de mayoría se rechazó en el recinto por 33 votos contra 30.


�	 El Dictamen de minoría se aprobó en el recinto con 33 votos contra 27. Tres personas que en la votación previa se habían expresado a favor del dictamen de mayoría, se ausentaron a la hora de votar el de minoría. Dicho de otra forma, frustrado el intento de aprobar el dictamen de mayoría, no permanecieron en el recinto a la hora de votar el de minoría. 


�	 Su discurso completo puede verse en: � HYPERLINK "http://www.youtube.com/watch?v=aG4CkoD8VNU"��http://www.youtube.com/watch?v=aG4CkoD8VNU�


�	 Críticas a las formas en que se dio esta “federalización”, pueden verse en Hiller (2010).


�	 Corrales y Pecheny (2010) entienden que una de las razones que permitió que la Argentina se convirtiera en el primer país de América Latina en sancionar el “matrimonio igualitario” fue precisamente la habilidad para no colocar el reclamo dentro de las lógicas de la democracia plebiscitaria. En una línea similar, ver Fígari (2011). 


	Agregaría a la opinión de los autores citados que el movimiento LGTBI tuvo cierta habilidad para jugar cuidadosamente con el peso y valor de los apoyos mayoritarios. Mientras que fueron utilizados para posicionar públicamente el reclamo, fueron luego paulatinamente abandonados y explícitamente impugnados frente a la pretensión de llamar a un plebiscito para dirimir la controversia. 


�	 La revisión de distintos procesos judiciales para la redacción de esta tesis, muestra que algunos casos bajo trámite finalizaron con sentencias que declararon la cuestión “abstracta” mientras que otros sencillamente dejaron de impulsarse y se cerraron por caducidad de instancia.


�	 Ver CSJN, fallos “Rachid, M. de la C. y otro c. Registro Nacional de Estado Civil y Capacidad de las Personas s/ medidas precautorias” y “Vannelli, A. J. y otro c. Registro Nacional de Estado y Capacidad de las Personas s/ medidas precautorias”, ambos del 24 de agosto de 2010.





�	 Corrales y Pecheny (2010). En la Sección precedente pueden verse contenidos vinculados con los puntos (c), (d) y en menor medida (e) del análisis de los autores.


�	 “En la política intervienen el azar, la sorpresa y la mayor o menor inteligencia para medir el partido. En ese cruce entre fortuna, acción política e inmanencia es que puede pensarse la democracia” (Hiller, 2010, p. 130).


�	 Fernández Valle (2010).


�	 Me refiero aquí a las opciones de regulación que se ofrecieron como alternativas al matrimonio por sectores opositores, entre ellas un problemático proyecto de Unión Civil que intentó posicionarse en el marco de las discusiones en la Cámara Alta. El INADI emitió un dictamen contra el. Ver INADI (2010).


�	 Ver Hiller (2008), p. 160. Este discurso, si se quiere defensivo, usualmente es reciclado por ciertos sectores reactivos (Vaggione, 2008), y reutilizado en contra de los reclamos de los colectivos LGTBI -y, cabe decir, de muchos otros-. Razonamientos emparentados pueden identificarse en los fallos que denegaron la pretensión matrimonial, que curiosamente hicieron hincapié en la homosexualidad como algo referente a la esfera íntima y privada y, por tanto, ajena a la posibilidad de reconocimiento estatal a través de la figura matrimonial (ver el Anexo III de la Tercera Sección). 


�	 Ver el Anexo II de la Tercera Sección.


�	 Hay referencias al concepto de “categorías sospechosas” tanto en los fallos judiciales como en las intervenciones legislativas (ver el Anexo II de la Tercera Sección). El uso conceptual de las “categorías sospechosas” facilitó conectar la exclusión de ciertos grupos del reconocimiento legal con una historia de violencia y maltrato en su contra, requerida de una especial atención por parte de los poderes institucionales y, en forma particular, del Poder Judicial. Para reflexiones actuales sobre el uso de las “categorías sospechosas” se sugiere Saldivia (2011). Para un análisis de la “orientación sexual” como categoría protegida por la normativa internacional contra la discriminación, puede verse la reciente sentencia de la Corte IDH en el caso “Atala”, Op. cit., párr. 83-93, entre otros.  


�	 Esta mirada recupera también algunos de los cuestionamientos clásicos del feminismo a ciertos enfoques tradicionales, llamando la atención no sólo frente a las acciones con intención discriminatoria sino también a aquellas que -o bien sin intención o bien incluso con buenas intenciones- tienen un impacto que no es neutral en materia de género y/o sexualidad y, por tal razón, afectan negativa y desproporcionadamente a ciertos grupos sociales que arrastran desventajas. 


�	 Perder de vista la contra-cara de los privilegios resulta en un abordaje incompleto. Las situaciones de opresión que sufren ciertos grupos e identidades suelen tener como correlato el aumento de poder de otros (Young, 2000). 


�	 Por supuesto, éstas fueron parte del debate y su defensa estuvo presente en distintos discursos, como muestra la siguiente intervención del Diputado Ledesma en el recinto parlamentario: “En esta oportunidad voy a expresar la posición de nuestro bloque fundándola en la fe. En este sentido, me voy a referir a los capítulos I y II del Génesis, donde podemos leer: “Y Dios creó al hombre a su imagen; lo creó a imagen de Dios, los creó varón y mujer.” “Luego, con la costilla que había sacado del hombre el Señor Dios formó una mujer y se la presentó al hombre. El hombre exclamó: ‘¡Esta sí que es hueso de mis huesos y carne de mi carne! Se llamará mujer’”. “Y los bendijo, diciéndoles: ‘Sean fecundos, multiplíquense, llenen la tierra y sométanla”. Ver la versión taquigráfica de la sesión del 04 de mayo de 2009, disponible en:


� HYPERLINK "http://www1.hcdn.gov.ar/sesionesxml/provisorias/128-07.htm"��	http://www1.hcdn.gov.ar/sesionesxml/provisorias/128-07.htm�. 


�	 Aún cuando algunos legisladores tomaron una visión más limitada de esta historia, como sugiere la intervención del Diputado Merlo: “La unión entre un hombre y una mujer es una celebración milenaria que utilizaron los distintos pueblos y las grandes culturas del mundo para dar inicio a la célula básica de nuestra sociedad, que es la familia. La unión de un hombre y una mujer es racional para la sociedad, ya que el resultado es la procreación, asegurando la perpetuidad de la especie. El matrimonio establece no sólo roles de género de hombre y mujer, sino también de parentesco, dado por la descendencia. Constatar una diferencia no es discriminar. La naturaleza no discrimina cuando nos hace hombre o mujer”. Ver la versión taquigráfica de la sesión del 04 de mayo de 2009, Op. cit.


	En sentido similar se inclinan algunos discursos judiciales: “Esta institución se funda en la propia esencia humana, que en razón de la diversidad de sexos, impulsa la unión de un hombre y una mujer, con la finalidad de lograr el bien de los esposos y la procreación y educación de la prole que hace a la perpetuación de la especie humana” (Juzgado Nacional en lo Civil Nº 88, causa “Rachid”, 22 de junio de 2007). 


�	 Los proyectos legislativos también realizaban estas referencias, marcando que la noción de matrimonio y las formas en que se establecen las relaciones sociales han cambiado, cambian y cambiarán a lo largo del tiempo, y que de alguna forma las leyes tienen que dar reconocimiento a ciertas transformaciones sociales. Por ejemplo, en los fundamentos del proyecto de Ibarra, V., Basteiro, S. y otros (Expediente 1.854-D., 2008), citando textualmente las palabras de Rodríguez Zapatero a propósito de la reforma matrimonial española, se señala: “Pero tampoco en forma alguna cabe al legislador ignorar lo evidente: que la sociedad evoluciona en el modo de conformar y reconocer los diversos modelos de convivencia, y que, por ello, el legislador puede, incluso debe, actuar en consecuencia, y evitar todo quiebre entre el Derecho y los valores de la sociedad cuyas relaciones ha de regular. En este sentido, no cabe duda de que la realidad social española de nuestro tiempo deviene mucho más rica, plural y dinámica que la sociedad en que surge el Código Civil de 1889”.


	Asimismo, se indica en los fundamentos del proyecto de Augsburger, S. y otros (Expediente 1.737-D., 2009), que: “…es una realidad innegable que las personas del mismo sexo conforman un nuevo tipo de familia en una sociedad en permanente proceso de cambio y evolución. Quiere esto decir que la remoción de la barrera de desigualdad debe empezar por encontrar el lugar de reconocimiento y protección de esas parejas y familias en el Código Civil…”.


�	 Como fuera mencionado, se instrumentó a partir de la “Propuesta 8”, que definió el matrimonio en el Estado como la unión entre un hombre y una mujer. La propuesta fue aprobada por el 52 % de los votos, en un dividido referéndum. 


�	 Autoras como Smith, a propósito de experiencias “backlash” norteamericanas, señalan como estos procesos pueden afectar también a las parejas heterosexuales no casadas -y, dentro de ellas, especialmente a las mujeres-, como consecuencia derivada de la falta de reconocimiento de sus arreglos familiares y de protecciones hacia ellos. Ver Smith (2010). Se sugiere también Polikoff (2008).


�	 Al momento de cerrar este trabajo, el Partido Popular recuperó el control del gobierno español y del Parlamento, derrotando en elecciones al PSOE por un amplio margen. Cómo transformará este nuevo escenario político la situación alrededor del “matrimonio igualitario”, todavía está por verse. Últimas declaraciones de funcionarios de gobierno señalaban estar esperando una definición del Tribunal Constitucional antes de tomar determinaciones sobre el asunto. Ver “División en el PP por el apoyo de Gallardón al matrimonio gay” (2012), en Diario El País (en línea), 07/02/2012. 


�	 El proyecto de iniciativa popular se encuentra disponible en: 


� HYPERLINK "http://www.todosporlafamilia.com.ar/wp-content/uploads/2011/03/texto-ley-iniciativa-popular.pdf"��	http://www.todosporlafamilia.com.ar/wp-content/uploads/2011/03/texto-ley-iniciativa-popular.pdf�


�	 A modo de ejemplo, en las últimas elecciones presidenciales, sólo uno de los candidatos relevantes en la pelea electoral se pronunció explícitamente en contra del matrimonio igualitario. Es el caso de Eduardo Duhalde, que finalizó quinto en la carrera presidencial.


�	 Tal y como anticipé en la Introducción, retomo a lo largo de los siguientes acápites 3.1 y 3.2 (y sus divisiones), parte de los desarrollos centrales de Fernández Valle (2010). El trabajo, como se indicó previamente, fue escrito durante la estadía como becario residente en el Instituto Internacional de Sociología Jurídica de Oñate, con motivo de los estudios realizados para esta Tesis. Se mantiene la redacción original de algunos pasajes utilizados y sus citas correspondientes, mientras que otros han sido corregidos, modificados y actualizados. A su vez, se intercalan con nuevos desarrollos, que no constan en su versión original. 


�	 Hace ya muchos años, Galanter (2001) señalaba que no era probable que por sí mismos los cambios en las reglas sustantivas produzcan resultados re-distributivos si no eran acompañados por cambios en otros niveles. 


�	 Como señalaba el artículo de Peel y Harding (2008) previamente citado, existe cierto corrimiento en los debates por matrimonio, desde aquellos centrados en si éste es intrínsecamente bueno o malo para los colectivos LGTBI hacia otros centrados en análisis teóricos y empíricos sobre los efectos de estas demandas en contextos específicos y frente a ciertos grupos en particular. 


	Por otra parte, el artículo de Rodríguez Garavito y Rodríguez Franco (2010) mencionaba el “giro” propiciado por los estudios socio-jurídicos hacia el análisis del verdadero impacto de las decisiones institucionales formales.


�	 El “requieran” tiene como objetivo llamar la atención sobre las opciones limitadas que se ofrecen a las personas. En ese sentido, la libertad para contraer matrimonio siempre es de alguna manera limitada, en tanto no necesariamente depende únicamente del deseo, sino de balances mucho más complejos. Es imposible imaginar la enorme cantidad de motivos que pueden llevar a las personas a contraer matrimonio, sobre todo teniendo en cuenta la carencia de opciones alternativas.


�	 Así, María Rachid -referente de la Federación Argentina LGBT-; Claudia Castro -referente de la organización lésbica La Fulana-; Alejandro Freyre -referente de la Fundación Buenos Aires SIDA-; José María Di Bello -referente del Programa Nacional de VIH de la Cruz Roja-; Martín Canevaro -referente de 100 % Diversidad y Derechos-; Carlos Álvarez -referente de 100 % Diversidad y Derechos y de la organización “África y su Diáspora”-; Norma Arévalo -referente de 100 % Diversidad y Derechos y del Centro de Jubilados Puerta Abierta a la Diversidad-; Ramona Castillo -referente del Centro de Jubilados Puerta Abierta a la Diversidad-; César Cigliuti -referente de la CHA-; Marcelo Suntheim -referente de la CHA-, etcétera.


�	 Sostiene Libson (2010) que: “…considerar la importancia de ejercer libremente el derecho a ser padres y madres a parejas no heterosexuales, implica fuertes consideraciones que exceden incluso el campo de lo jurídico. Romper con el esencialismo de la heteronormatividad, y sus efectos sociales, simbólicos y jurídicos discriminatorios es seguramente una de las primeras tareas a realizar” (acápite 3, párrafo final). Por otro lado, el ejemplo más difundido en la Región posiblemente sea el caso “Atala”, referenciado con anterioridad y decidido hace pocos días por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 


�	 Ver nota al pie Nº 42 de este trabajo.


�	 Por supuesto que estas afirmaciones no hablan de “todas” las personas que integran los sistemas institucionales, sino más bien de dimensiones estructurales y de la comprobada persistencia de prácticas que atentan contra el efectivo acceso, goce y garantía de derechos reconocidos, que impactan con particular incidencia en ciertos grupos sociales. El mencionado trabajo de Galanter (2001) demuestra como ciertos cambios de reglas pueden ser filtrados por las estructuras institucionales para no ser aplicados.   


�	 Ver, entre muchos otros, Comisión Interamericana de Derechos Humanos (2007). Ver también Alto Comisionado de la ONU para los Derechos Humanos (2011)


�	 Un buen ejemplo de cómo se filtran estos posicionamientos, puede verse en las discusiones sobre el acceso amplio, efectivo, seguro y en condiciones de libre elección a derechos sexuales y reproductivos en general, a los supuestos de aborto habilitados por las leyes penales hace casi 100 años y, por supuesto, a las postergadas discusiones sobre los abortos que permanecen criminalizados, aún cuando hacen a las experiencias cotidianas de una innumerable y heterogénea cantidad de mujeres e impactan con particular brutalidad en aquellas más jóvenes y pobres. En los últimos cinco años, numerosos ejemplos de estos obstáculos se han hecho públicos, comprometiendo incluso la responsabilidad internacional del Estado argentino. Ver en este último sentido, el dictamen del Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas en el caso “L. M. R” (CCPR/C/101/D/1608/2007), de 2011. Ver también la reciente sentencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en autos “F., A. L. s/ medida autosatisfactiva”, 13 de marzo de 2012.


�	 En otras palabras, es claro que la ruptura del parámetro heterosexual que supone la reforma comentada no resuelve por sí misma la existencia de muchos otros parámetros que regulan las vivencias, cualquiera sean éstas (y mucho más allá de las orientaciones sexuales). Si la reforma únicamente logra agregar a la competencia por el reconocimiento debido a un conjunto de personas capaz de ser asimilado a las mismas normas de “normalidad”, “moralidad” y “decoro” que se vienen construyendo tradicionalmente, es posible que la transformación sea limitada y afecte irrazonablemente a otras personas. Tener este aspecto en cuenta colaboraría también con la superación de una crítica corriente dentro de los colectivos LGTBI más radicalizados, vinculada con el temor de que este tipo de regulaciones construya “buenos” ciudadanos sexuales, distinguidos y jerarquizados frente a “otros” y “malos” ciudadanos sexuales (Fígari 2011). 


�	 Con posterioridad a la reforma, se hicieron públicos algunos casos de agentes estatales alegando “objeción de conciencia” a efectos de no llevar adelante bodas de parejas formadas por personas del mismo sexo. Crónicas periodísticas informaron sobre la negativa de una jueza pampeana a realizar matrimonios en el marco de la Ley Nº 26.618; la solicitud de traslado de una jueza rosarina por la misma razón; el rechazo de un jefe de registro civil entrerriano y la existencia de proyectos a nivel provincial destinados a regular la objeción de conciencia de agentes públicos. Ver “Matrimonio gay: impulsan proyectos a favor de la objeción de conciencia en algunas provincias” (2010), en Diario La Nación (en línea), 03/08/2010. 


	La “objeción de conciencia” había sido discutida en el recinto parlamentario a propósito de un proyecto alternativo al de matrimonio, impulsado en el Senado. Críticas a su pertinencia en este campo, pueden verse en INADI (2010), pp. 16-19; en Gargarella (2010b) y en Alegre (2011), pp. 89-92, entre otros.  


�	 Los estudios críticos del derecho han colaborado con el ataque agudo a la distinción entre creación y aplicación del derecho, analizando cómo los diferentes operadores/intérpretes del derecho no actúan asépticamente en términos políticos e ideológicos (Rodríguez 1999).


	No obstante, nuestro sistema aún tiende a comprometerse en demasía con la idea de que la aplicación del derecho constituye una labor científica, neutral y ecuánime, idea posiblemente tributaria del modelo arquetípico construido por la tradición jurídica continental. Ver sobre el tema, Nino (1989).


�	 Sostiene Gemetro (2011b): “Sabemos que queda mucho trabajo por delante. El reclamo por reconocimiento igualitario puso en evidencia la vulnerabilidad de cientos de familias en situación de desventaja social, económica y cultural. Las inscripciones de nuestros niños y niñas nacidos bajo el matrimonio igualitario están contenidas en la ley. Es esencial efectivizar su seguimiento a fin de cumplir con la normativa vigente, removiendo los obstáculos burocráticos y las objeciones individuales que impiden el acceso a los derechos protegidos por la ley. De la misma forma, urge implementar alternativas que hagan efectivo el respeto por la elección del nombre de nuestros niños y niñas. Además de las más de 300 familias comaternales constituidas antes del matrimonio igualitario, es necesario el reconocimiento de todas las conformaciones familiares del colectivo LGTB. Es importante lograr el reconocimiento de las familias que nacieron dentro del matrimonio tanto como el de aquellas cuya relación conyugal no pudo o no quiso ser formalizada tal y como sucede con las parejas heterosexuales no casadas…” (p. 328). Ver también Gemetro (2011a) y LESMADRES (2010).


�	 Ver Gemetro (2011b), para un detalle de las diferentes acciones que se llevaron adelante en el diseño de soluciones globales para las familias involucradas.


�	 Ver � HYPERLINK "http://www.marchadelorgullo.org.ar/"��http://www.marchadelorgullo.org.ar/�


�	 Fernández Valle (2011), p. 77. Por ejemplo, al momento de cerrar este trabajo en la Provincia de Santa Fe se dictaba una circular dirigida a todos sus registros civiles, eliminando las trabas administrativas en el distrito para el casamiento de parejas LGTBI extranjeras, incluso no residentes. Sin embargo, no todas las provincias del país muestran la misma apertura frente a la ley vigente. Ver “A casarse a Santa Fe” (2012), en Diario Página 12 (en línea), 18/03/2012.


�	 Ver Platero (2007 y 2009), haciendo uso del concepto de “interseccionalidad” introducido por Kimberlé Crenshaw en 1989. En opinión de la autora (2009), a propósito de las reformas matrimoniales españolas y la situación de las mujeres lesbianas frente a ellas (entre otros colectivos): “…las políticas públicas no son neutrales, están situadas, y requieren una mayor atención para incluir una mirada interseccional sobre las desigualdades estructurales que atraviesan las vivencias de la ciudadanía” (p. 12).


�	 Ver Fernández Valle (2010), pp. 195-196. Atendiendo a los datos aportados por organizaciones LGTBI locales, lo mismo estaría sucediendo en la Argentina. Pasado el primer semestre de vigencia de la ley, se estimaban más de 1.300 bodas, un 70 % de ellas realizadas entre varones, con 12 a 15 años de convivencia. Ver “A 6 meses de la ley de matrimonio gay, ya se casaron más de 1300 parejas” (2011), en Diario Clarín (en línea), 30/01/2011. 


	A un año de vigencia, se estimaban casi 2.700 enlaces, un 60 % de ellos realizados entre varones. Ver “Primer aniversario del matrimonio igualitario” (2011), en Todo Noticias (en línea), 04/07/2011. 


�	 La distribución de recursos económicos y simbólicos suele ser dispar entre varones y mujeres (y, por supuesto, hacia el interior de cada colectivo). De allí que la participación de las mujeres en los estratos pobres es mayor. Por otra parte, una crítica común es la apertura a las diversidades sexuales no desde una lógica igualitaria sino desde enfoques económicos (por ejemplo, el estereotipo del “gay consumidor”), que apuestan mayormente a acuerdos “de clase”, que excluyen a numerosos sectores de la promesa no discriminatoria (mujeres lesbianas, entre ellos). Así, para algunas de estas miradas, incluso el reclamo por matrimonio sería un reclamo “claseado”, lo cual si bien no lo anula lo pone bajo un ojo crítico. Puede verse en esta línea Platero (2007). 


�	 Son numerosos los estudios que muestran las dificultades adicionales de las mujeres a la hora de acceder a los mecanismos institucionales para hacer valer sus derechos. Se sugiere ver Comisión Interamericana de Derechos Humanos (2007). Ver también Alto Comisionado de la ONU para los Derechos Humanos (2011).


�	 Sobre la discriminación de mujeres lesbianas en el ámbito del trabajo en diferentes países de América, ver ADEIM-Simbiosis, Artemisa, Cattrachas, Criola, IGLHRC, Red Nosotras LBT (2006) y Sardá, Posa Guinea y Villalba Morales (s./f.). 


�	 Señala Libson (2010): “…las situaciones de indefensión de las madres que han tenido hijos o hijas en uniones heterosexuales anteriores y que, cuando se dio a conocer su orientación sexual lesbiana, el padre ha accionado en el Estado para quitarle la criatura a la madre o para que el Estado evalúe las capacidades de maternaje” (acápite 3, párr. 1). Ver también Corte IDH, caso “Atala”, Op. cit.


�	 A modo de ejemplo de los déficit existentes, a propósito de la “Ley de protección integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus relaciones interpersonales” (Ley Nº 26.485, de 2009), Marcela Rodríguez (2011) llamaba la atención sobre algunos de sus nudos problemáticos, entre ellos la existencia de un modelo o tipo “hegemónico” de mujer, que no necesariamente alcanza a cubrir y dar respuestas efectivas a mujeres con experiencias cruzadas por distintas variables; entre ellas, la diversidad sexual (pp. 134-136). 


	El Decreto Nº 1011/2010, que reglamenta la ley citada, tampoco repara en la orientación sexual como causal de discriminación y violencia, ni en aspectos relacionados, aún cuando es contemporáneo a la sanción de la ley de “matrimonio igualitario”. 


�	 Estas denuncias tomaron como eje el asesinato de Natalia “Pepa” Gaitán en la Provincia de Córdoba, por parte del padrastro de su pareja. No obstante, expresaban un posicionamiento más general frente a la violencia mortal que se mantiene contra sexualidades no normativas. La visibilidad pública del asesinato y el seguimiento de las actuaciones judiciales contra el perpetrador pusieron de resalto las dificultades existentes para conceptualizar esta clase de crímenes, así como los límites e insuficiencias de muchas categorizaciones de la identidad. Puede verse una excelente reseña del caso en Lacombe (2011). 


	Por otra parte, distintos informes de organizaciones locales citados en este trabajo revelan la persistencia de crímenes de odio en el país. Desde el ámbito académico, autoras como Gómez (2008), los analizan en profundidad.


�	 Ver Observaciones Finales del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, CEDAW/C/ARG/CO/6, párrafos 43 y 44. 


�	 Aún de escasa repercusión, puede verse en el ámbito local la iniciativa popular impulsada por sectores conservadores, reseñada en nota al pie Nº 216 de este trabajo, que se inscribe en una línea similar a la analizada por Smith. 


�	 Mostrando cómo las realidades de diferentes grupos que coexisten al interior del movimiento LGTBI no pueden ser fácilmente asimiladas, sostenía años atrás la IGLHRC: “Para comprender adecuadamente la vulnerabilidad que caracteriza la experiencia travesti y transexual en la Argentina contemporánea es preciso considerar, en cada momento, que tal experiencia acontece en una inescapable visibilidad. A diferencia de quienes pueden, en condiciones de una discutible autonomía, “elegir” revelar o no su orientación sexual y/o sus prácticas sexuales, travestis y transexuales se ven expuestas a un permanente escrutinio -al cruzar un puesto migratorio, al ir al votar, al ser detenidas por la policía en la vía pública, al acudir a un hospital, al inscribirse en una escuela o, simplemente, al salir a la calle y caminar-”. Ver IGLHRC, amicus curiae presentado ante la CSJN en la causa “ALITT”, citado en nota al pie Nº 91.


�	 A partir de una búsqueda en portales de noticias online, en el marco de este trabajo alcancé a identificar más de diez bodas posteriores a la Ley Nº 26.618 con la participación de una persona trans: una en la capital de la Provincia de Santiago del Estero (2010); una en la ciudad de Bellavista, Provincia de Tucumán (2010); una en la Provincia de Mendoza (2010); una en la ciudad de Chivilcoy, Provincia de Buenos Aires (2010); una en el partido de Tigre, Provincia de Buenos Aires (2010); una en la ciudad de General Pico, Provincia de La Pampa (2010); una en la ciudad de La Falda, Provincia de Córdoba (2010); una en la Provincia de Neuquén (2010); una en Ezeiza, Provincia de Buenos Aires (2011); una en Villa Las Rosas, Provincia de Salta (2011); una en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (s./f.); una en Oberá, provincia de Misiones (2012). Todas estas coberturas periodísticas están rodeadas de algún “dato de color” que convierte a los matrimonios en “noticia”. Por otra parte, vale el espacio para resaltar también los múltiples y graves problemas de comunicación que revisten estas coberturas, en particular la utilización de pronombres y datos de registro violatorios de la identidad de género de las personas involucradas. 


�	 Ver CSJN, “ALITT”, Op. cit., párrafos 16 y 17 principalmente. 


�	 Entre otras, la Escuela Cooperativa Textil de Trabajo “Nadia Echazú”. Ver:


	http://www.coopnadiaechazu.com.ar/ 


�	 Bachillerato popular “Mocha Celis”.


�	 Es claro que el matrimonio también puede activar una serie de expectativas de reconocimiento material y simbólico en personas trans, más allá que la acción politizada de sus movimientos nunca lo haya considerado una demanda prioritaria y central. Fueron pocos los trabajos que logré relevar sobre las relaciones e intersecciones entre el matrimonio y lo trans, con excepción de Wayar (2007b).


�	 Con posterioridad a la sanción de la ley de “matrimonio igualitario”, se activaron las discusiones sobre leyes de “identidad de género”, a propósito de disímiles proyectos presentados por legisladores/as, organizaciones y activistas independientes. De ellos surgió un proyecto unificado, que al día de hoy tiene media sanción de la Cámara de Diputados de la Nación. Ver la Quinta Sección de este escrito. 


�	 Entre otros, Juzgado Nº 13 en lo Contencioso Administrativo y Tributario, autos “S. D. A. c. GCBA s/amparo”, 29 de diciembre de 2010.


�	 Ver entrevista al Secretario General de la Federación Argentina LGTB, en Vallejos (2009b). 


�	 De forma contemporánea al proceso por matrimonio igualitario, Fígari (2010) anticipaba algunos desafíos en uno de los documentos de incidencia que más respaldo generó. Ver nota al pie Nº 190 de este escrito.


�	 Ver Fígari (2011), p. 124. Agrega el autor que “[u]no de los peligros latentes, no visualizados, en principio, en Argentina es la diferenciación a partir de la ley de matrimonio entre buenos y malos ciudadanos sexuales” (p. 131, citas omitidas). 


	Así, el corrimiento simbólico amplía los marcos de inclusión pero las inclusiones se siguen definiendo por aquello que excluyen (y viceversa). En tal sentido, es posible que la demanda por matrimonio haya reforzado -y aquí uno de sus costos- otras distinciones y exclusiones. Ver también Brown (2003).


�	 Estas tensiones se traslucen en las siguientes palabras de Flores (2010): “Escribo no sin dificultad, con sentimientos ambivalentes, en tanto la violencia, discriminación y vulnerabilidad a la que nuestras vidas de sujetos con identidades de género, sexuales y corporales no heteronormativas, se ven expuestas en el día a día no pueden ser desestimadas. Sin embargo, el reconocimiento de esta violencia no conduce necesaria y automáticamente a aceptar cualquier demanda política que se instituye como la más consensuada -aunque sea de forma tácita-” (p. 1). 


�	 Ver Vaggione (2008), pp. 19-21. 


�	 Ver, por ejemplo, las apreciaciones de la Corte Constitucional de Sudáfrica, Op. cit., en su párrafo 72 y en su nota al pie Nº 123. 


�	 Por ejemplo, personas que han mirado críticamente el tema, si bien reconocen que restringir el matrimonio a las parejas heterosexuales es una potente forma de discriminación y estigma, sostienen que combatir esa inequidad requiere pensar más allá de la inclusión de las parejas no heterosexuales y reconocer que el reclamo por matrimonio puede tener también consecuencias para las personas no casadas y para el examen más profundo de las formas de regulación familiar, entre otras. Ver Warner (2002) y Polikoff (2008). En el terreno local, ver Flores (2010).


�	 Autoras como Polikoff (2008), si bien apoyan el derecho al matrimonio, se oponen a que de éste se deriven desigualdades que impacten en el bienestar, el reconocimiento y el respeto de distintas y valiosas formas familiares. En otras palabras, sostienen que las normas usuales que regulan el matrimonio no sólo resultan injustas para algunas familias LGTBI, sino para un más amplio rango de personas. 


�	 El documento completo y las adhesiones desde el activismo/academia, pueden verse en línea en:


	http://beyondmarriage.org/BeyondMarriage.pdf


�	 El reciente Anteproyecto de Código Civil, presentado públicamente por la Presidencia de la Nación el día 27 de marzo de 2012, incorpora algunas interesantes líneas de discusión e intervención, entre ellas: nuevas modificaciones a la institución matrimonial, flexibilización de ciertos requisitos, regulación de uniones de convivencia, cambios en el régimen de adopciones, etcétera. En ese marco, es posible avivar “nuevos” debates en la línea que se sostiene en este acápite. Por otro lado, y como señal de alerta a considerar (con vinculación a los acápites precedentes), es posible que también avive “viejos” debates, de la mano de los sectores más resistentes a la transformación de los modelos de reconocimiento familiares. 


�	 Sin ir más lejos, incluso regimenes restrictivos como la Unión Civil se han convertido en opciones elegibles por parejas que bien podrían haber accedido al matrimonio de haberlo deseado, como prueba la marcada tendencia “heterosexual” que registra la utilización de la LUC en la CABA.


�	 La cita es utilizada en Flores (2010).


�	 Sostienen Pecheny y De la Dehesa (2010): “Cuando militantes de estos movimientos sociales ingresan a una arena institucional -ya sea legislaturas, tribunales, medios masivos de comunicación- los términos de ese ingreso están en gran medida predeterminados por “presupuestos de universalidad” propios de dichos espacios, así como de presupuestos normativos sobre las categorías de adscripción de tales militantes, muchos de los cuales son estigmatizantes y refuerzan un estereotipo de victimización” (p. 30).  


�	 A poco de dictarse el primer fallo habilitando el “matrimonio igualitario” en la Argentina (ver causa “Freyre”, Op. cit.), la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la CABA dictó un fallo cautelar a favor de una pareja de mujeres, obligando a una obra social a costearles el acceso a técnicas de fertilización asistida. Ver Juzgado Nº 5, autos “P., M. E. y otros c/ OSCBA (Obra Social de la Ciudad de Buenos Aires) s/amparo”, Exp.: 35403/0, 24/11/2009. Cabe resaltar que el fallo entiende que existió discriminación contra las mujeres en razón de su orientación sexual y que, a efectos de apoyar esta apreciación, utiliza el precedente sentado por el Juzgado Nº 15 del fuero en la citada causa “Freyre”. Un comentario a dicho fallo puede verse en Viturro (2010). 


�	 Ver nota al pie Nº 252. También se verifican importantes avances en otros distritos: en la provincia de Santa Fe se reconoció el derecho a la identidad de género por vía administrativa durante el año 2011, a raíz de un dictamen de la Fiscalía de Estado provincial (Dictamen Nº 129, firmado por Jorge Barraguirre).


�	 Entre los proyectos con estado parlamentario iniciadas las discusiones, pueden citarse: Expediente 1879-D-2011; Expediente 8126-D-2010; Expediente 7644-D-2010; Expediente 7243-D-2010; Expediente 7643-D-2010. Los textos completos de los proyectos se encuentran disponibles en: http://seminariosdiversidad.blogspot.com  


�	 Ver Expediente Nº 8126-D-2010, impulsado por el Frente Nacional. La Federación impulsaba los Expedientes Nº 7643-D-2010 y Nº 7644-D-2010, que escindían cuestiones vinculadas con la modificación de registros documentales de aquellas vinculadas con el acceso a la salud.


�	 En este sentido, aún cuando son varios los países del mundo que han abordado desde hace años por vía legal o judicial las “condiciones” de acceso al derecho a la identidad de género, mediante el proyecto con media sanción de Diputados se superan algunas formas restrictivas, “patologizantes” y “estigmatizantes” que han signado dichos abordajes, a la par que se sortean muchos de los obstáculos típicos que impactan en la comunidad trans en lo que se refiere tanto a los aspectos de la identidad asociados con las modificaciones documentales como aquellos vinculados con la autodeterminación sobre los cuerpos. 


�	 De allí que la asociación de muchos de sus reclamos con reivindicaciones exclusivas de “una minoría”, si bien funcionalmente útil en contextos y momentos específicos para el acceso a derechos negados, aparece como una reducción que oscurece su enorme contribución a la comunidad en general y a sus comprensiones de la justicia.


�	 Me remito aquí a la bibliografía citada en la Primera Sección, especialmente en el acápite Nº 3.


�	 En estos términos, como sostiene Brown (2003), los derechos podrían sujetarnos a formas de intensa dominación burocrática y poder regulativo, a la par de exigirnos un enorme despliegue de recursos para hacerlos valer (p. 121). 


�	 Como señala Lohana Berkins: “No sólo aportamos sufrimiento, sino que aportamos conocimiento” (ver � HYPERLINK "http://dianamaffia.com.ar/?p=10132"��http://dianamaffia.com.ar/?p=10132�). Así, existen la voz propia, el conocimiento, el saber y la experiencia. Lo que no suele existir, al menos no en igual medida, es respetuosos procesos de escucha, valoración y reconocimiento.







